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Resumen 
En este trabajo se analiza el referencial de mercado presente en la política pública de 
vivienda de interés social urbana y sus implicaciones en la adquisición de vivienda nueva 
por parte de la población víctima del desplazamiento forzado, a partir del enfoque del 
referencial de las políticas públicas, desarrollado por Pierre Muller; en contraposición de 
lo que implica un enfoque de derechos humanos para garantizar el derecho a la vivienda 
digna. Este análisis se hace para el periodo 2007-2011, y considera algunas reflexiones y 
propuestas que han surgido sobre la política de vivienda de interés social urbana para la 
población víctima del desplazamiento forzado. Para concluir, se realiza una breve mirada 
a los lineamientos de la política de vivienda de interés social urbana nueva para la 
población desplazada, y se presentan recomendaciones generales en materia dela 
garantía del derecho a la vivienda digna para dicha población. 
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This work is to analyze a market referential present in the public policy for urban social 
housing, and its impact on the acquisition of brand new houses by victims of forced 
displacement, from referential frame of public policies by Pierre Muller; this as opposed to 
a human rights approach to guarantee the right to decent housing. The analysis covers 
the period between 2007- 2011, and it incorporates some reflections and proposals about 
urban social housing for forced displacement population. To conclude, it makes a brief 
assessment of the lineaments of the social policy for new urban social houses of the 
displaced population, making some general recommendations to guarantee a right to a 
decent housing for this population. 
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  .............................................................................................................................. Pág. 
Resumen .......................................................................................................................... V 
Lista de figuras ............................................................................................................. VIII 
Lista de tablas ................................................................................................................ IX 
Introducción .................................................................................................................... 1 
1. Problema identificado .............................................................................................. 5 
2. Estado de la cuestión ............................................................................................. 11 
3. Marco teórico .......................................................................................................... 15 
3.1 Territorio y población víctima del desplazamiento forzado ............................. 15 
3.2 El referencial de las políticas públicas de Muller ............................................ 19 
3.3 El referencial global del mercado en la política pública .................................. 22 
3.4 El referencial de enfoque de derechos humanos en la política pública .......... 26 
3.5 Población desplazada como sujeto del derecho a la vivienda digna .............. 31 
4. El referencial de mercado y la política para la adquisición de vivienda urbana 
por parte de la población víctima del desplazamiento forzado ........................... 41 
4.1 El referencial de mercado y la política de vivienda para la población 
desplazada ............................................................................................................... 42 
4.2 Modalidad de acción y mediadores del referencial de mercado en la política 
de vivienda urbana para la población desplazada .................................................... 46 
4.3 Efectos del referencial de mercado en la adquisición de vivienda por parte de 
la población víctima del desplazamiento forzado ...................................................... 55 
5. Propuestas alternativas en la política de vivienda de interés social urbana, para 
la adquisición de vivienda por parte de la población víctima del desplazamiento 
forzado .................................................................................................................... 71 
6. Conclusiones y recomendaciones ........................................................................ 85 
Bibliografía .................................................................................................................... 91 
 
VIII El derecho a la vivienda digna desde un análisis del referencial de la política 
pública para la adquisición de vivienda de interés social urbana, por parte de 
la población víctima del desplazamiento forzado (2007-2011) 
 
Lista de figuras 
  ............................................................................................................................. Pág. 
Figura 1-1: Desplazamiento histórico según lugar de recepción – CODHES  
 (1985 -2011) Incremento Anual................................…...………...……….6 
Figura 3-1: El referencial de las políticas públicas…………………………………….….21 
Figura 3-2: Componentes del derecho a la vivienda digna y adecuada……………….34 
Figura 4-1:  Procedimiento Subsidio Familiar de Vivienda Urbana……….……………..59 
Figura 4-2:  Proceso de adjudicación de vivienda FONVIVIENDA………..……...……..60 











Lista de tablas 
  .............................................................................................................................. Pág. 
Tabla 4-1:  Ausencias en materia de Política Pública de Vivienda de Interés 
Social…………..………………………………….……………………………..45 
Tabla 4-2:  Responsabilidades de los actores de la política de vivienda de población 
desplazada……..…………………………………….………………………….53 
Tabla 4-3:  Resumen del estado de los subsidios asignados a población desplazada 
2007-2011………………………….…………………………………………....56 
Tabla 4-4:  Asignación final del presupuesto al programa de Vivienda Urbana (Millones 
de pesos)……………………………….……………………….……………….63 
Tabla 4-5:  Porcentaje de hogares con personas desplazadas que en el año 2010 
habitaban en vivienda tipo casa o apartamento, según indicadores de 










El problema del derecho a la vivienda digna se hace más importante al reconocer que los 
centros urbanos del país, que albergan el 74,3% de la población, muestran grandes 
deficiencias en su ordenamiento y planificación, lo cual en últimas refleja “la ausencia del 
concepto de hábitat como punto de partida de la política de planificación urbana y el 
desarrollo de proyectos de vivienda.” 1 
 
 
Sumado a lo anterior, la Corte Constitucional en Sentencia de Tutela T-025 de 2004 
realizó serios cuestionamientos frente a la política pública de atención a la población 
desplazada en Colombia, debido  al no  aseguramiento del goce efectivo de sus 
derechos constitucionales, y los graves niveles de vulnerabilidad, incluyendo las fallas en 
la protección de los derechos a la vivienda y a la propiedad; “La Corte Constitucional 
determinó que se presentaba insuficiencia de acciones concretas para la implementación 
de las políticas, y demostró que algunos medios utilizados para alcanzar los fines no eran 
idóneos, de suerte que se presentaban inconsistencias en la adecuación y efectiva 
conducencia de la política.”2 
 
 
Toda esta situación demanda del gobierno, nacional y territorial, enormes desafíos y 
acciones para responder a la problemática de la población víctima del desplazamiento 
forzado, para que la pobreza y la marginalidad no se constituyan en una constante, ya 
que muchas veces esta población entra a competir con los pobres y miserables que ya 
habitan los lugares a los que llegan, en aras de satisfacer sus necesidades básicas y 
mejorar su calidad de vida.3 
                                               
 
1
Contraloría General de la República, “Vivienda social en Colombia. Hábitat y vivienda digna: una deuda creciente”, en 
Estado de los recursos naturales y del ambiente 2008-2009. Evaluación de la política nacional de biodiversidad 
(conservación y conocimiento)(Bogotá: Contraloría General de la República, 2009), 256. 
2
 Se agrega que “Para el momento en que se dictó la sentencia el 92% de la población desplazada presentaba 
necesidades básicas insatisfechas (NBI), y el 80% se encontraba en situación de indigencia. Igualmente, el 63,5% de la 
población desplazada tenía una vivienda inadecuada, y el 49% no contaba con servicios idóneos. Por otra parte, en el 
periodo 1998-2002, los programas en materia de vivienda habían cumplido solamente el 11,4% de las metas planteadas y 
se ha satisfecho el 3,7% de la demanda potencial. Se constató además que las viviendas construidas no cumplían con las 
condiciones mínimas de acceso a servicios públicos domiciliarios, ubicación, calidad de los materiales y distribución de los 
espacios”. Defensoría del Pueblo y Fedevivienda, Memorias curso de formación derecho a una vivienda adecuada desde 
la perspectiva de los derechos humanos (Bogotá: Defensoría del Pueblo, 2007), 41 - 2. 
3
Al respecto se establece que “el análisis de las condiciones de vivienda de los hogares desplazados permite observar, en 
primer lugar, que el desplazamiento genera un impacto significativo sobre las condiciones de la vivienda de los hogares 
desplazados; y aunque los hogares cuentan con un mayor acceso a servicios públicos en los municipios receptores frente 
a los municipios de origen, el acceso es menor que el de la población pobre urbana e incluso que los hogares indigentes 
urbanos. De igual manera, las demás condiciones de la vivienda, como lo son el número de personas por cuarto, el tipo de 
tenencia y el tipo de vivienda presentan claras desmejoras frente a su situación inicial, antes de desplazarse, y frente a la 
población pobre urbana y rural y la población indigente urbana”. Ana María Ibáñez y Andrés Moya, La población 
2 El derecho a la vivienda digna desde un análisis del referencial de la política 
pública para la adquisición de vivienda de interés social urbana, por parte de 
la población víctima del desplazamiento forzado (2007-2011) 
 
Desde que se profirió la Sentencia T-025 en el 2004, no se ha superado el Estado de 
Cosas Inconstitucional -ECI y especialmente en lo que corresponde al derecho a la 
vivienda digna, es posible evidenciar que la población desplazada por el conflicto 
armado, como población vulnerable, aún padece la transgresión de este derecho. 
 
 
Así, este trabajo plantea como hipótesis que el “referencial de mercado” que se impone 
en la política pública de vivienda de interés social urbana no ha permitido garantizar el 
derecho a la vivienda digna para la población víctima del desplazamiento forzado, 
mediante la adquisición de vivienda nueva.  
 
 
Para dar cuenta de lo anterior se plantean las siguientes preguntas:¿Qué efectos ha 
tenido el referencial de mercado que se impone en la política de vivienda de interés 
social urbana, en la adquisición de vivienda nueva por parte de la población víctima del 
desplazamiento forzado?, ¿Qué reflexiones ha suscitado la política de vivienda de interés 
social urbana implementada para la población víctima del desplazamiento forzado?; 
desde un enfoque de derechos, ¿Existen propuestas alternativas para la definición e 
implementación de la política de vivienda de interés social urbana para la población 
víctima del desplazamiento forzado?, ¿Cómo están planteadas?, y ¿Cómo pueden esas 
propuestas ofrecer opciones en términos de garantizar el goce efectivo del derecho a la 
vivienda a las víctimas del desplazamiento?. 
 
 
Como objetivo general se tiene, analizar desde un enfoque de derechos la política de 
vivienda de interés social urbana, definida a nivel nacional para la adquisición de vivienda 
nueva por parte de la población víctima del desplazamiento forzado (periodo 2007-2011). 
Por su parte, los objetivos específicos son: 
 
 
 Identificar la relación existente entre el derecho a la vivienda digna y la población 
víctima del desplazamiento forzado. 
 Analizar los efectos que ha tenido el referencial de mercado, presente en la 
política de vivienda de interés social urbana, en la adquisición de vivienda nueva 
por parte de la población víctima del desplazamiento forzado.  
 Revisar las reflexiones que han surgido sobre la política de vivienda de interés 
social urbana para la población víctima del desplazamiento forzado. 
 Identificar, desde un enfoque de derechos, propuestas alternativas para la 
definición e implementación política de vivienda de interés social urbana para la 
población víctima del desplazamiento forzado. 
 
 
La metodología a seguir está relacionada con la búsqueda de respuestas a las preguntas 
que se han planteado y que son susceptibles de demostración, esto con el fin de 
                                                                                                                                              
 
desplazada en Colombia: Examen de sus condiciones socioeconómicas y análisis de las políticas actuales (Bogotá: 
Departamento Nacional de Planeación, 2007), 13. 
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profundizar el análisis en los temas relacionados con el desplazamiento forzado por el 
conflicto armado, la política pública y el derecho a la vivienda digna.  
 
 
Por lo tanto, se pretende hacer un análisis que corresponda con la interpretación de los 
temas tratados, que dada su complejidad demandan aportes de diferentes disciplinas 
(derecho, ciencia política, economía, administración pública, urbanismo, arquitectura, 
geografía, entre otras), las cuales han abordado la problemática y han construido algunos 
de los conceptos manejados. De ese modo, este trabajo implica un importante análisis 
documental y de fuentes secundarias, teniendo en cuenta la literatura existente. 
 
 
Para lo anterior, se realizará la revisión y análisis de las algunas normas y sentencias de 
la Corte Constitucional, también se realizará el análisis de estudios académicos y 
técnicos, informes gubernamentales, planes nacionales de desarrollo; y se consultarán 
medios como Internet.  
 
 
La metodología estará soportada en la revisión y análisis de aportes realizados por 
entidades del Estado Colombiano, la académica, ONGs, y demás instituciones 
interesadas en el tema, así como en los trabajos realizados por investigadores 
nacionales y extranjeros, y por organismos internacionales; también se tendrán los 
aportes de la Defensoría del Pueblo, y otros actores que fuera de la institucionalidad 




Considerando importantes miradas que desde distintos autores se han hecho en cuanto 
a los temas de desplazamiento forzado y política de vivienda; en especial en el marco de 
la declaración por  parte de la Corte Constitucional del Estado de Cosas Inconstitucional 
– ECI; surge la necesidad de conocer, analizar y profundizar sobre el cumplimiento del 
gobierno en las políticas públicas para víctimas del desplazamiento forzado, dentro de las 
cuales es imperante la política de vivienda para permitir el goce efectivo del derecho a la 
vivienda digna. Este tema debe ser un asunto de interés nacional y de solidaridad social 











1. Problema identificado 
En materia de cifras asociadas al problema de la inefectividad del derecho a la vivienda, 
la Contraloría (2009), menciona que la población urbana en Colombia se ha elevado 
continuamente, pasando de un 30% en 1938 a un 74% en el 2005. Además, el 19,64% 
de los hogares urbanos se reconocían como pobres por Necesidades Básicas 
Insatisfechas -NBI, mientras que el 48% de las viviendas urbanas de las 12 primeras 
ciudades se hallaban en estratos 1 y 2, mostrando la precariedad de las características 
físicas de la vivienda y del entorno, y por lo tanto del hábitat.4 Para el 2011 el 
Departamento Nacional de Planeación –DNP, estimó que el déficit cuantitativo de 
vivienda a nivel nacional era de 1.307.757, mientras que el cualitativo era de 2.520.298.5 
 
 
Al panorama anterior se le suma el hecho de que la Consultoría para los Derechos 
Humanos y el Desplazamiento – CODHES (2012), calculaba que entre el primero de 
enero de 1985 y el 31 de diciembre de 2011, se habían presentado cerca de 5.445.406 
desplazamientos de personas en Colombia (ver Figura 1-1); y según la Comisión de 
Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, en los últimos 14 años, 
el 90% de los grupos familiares se han desplazado una sola vez, pero hay un 7% que se 
ha desplazado dos veces y un 1% lo ha hecho tres o más veces.6 
 
 
La anterior situación resulta preocupante frente a los fallos de la Corte Constitucional, en 
cuanto requerimiento de implementar proyectos de estabilización socio-económica,7 que 
                                               
 
4
 Según el DANE, para el periodo 2009 – 2017se proyecta la formación de 235.526 hogares de los cuales, tan sólo 94.724 
(20,2%) recibirán ingresos superiores a 4 SMMLV. “Es decir, se requiere aumentar la producción anual de vivienda a 280 
mil soluciones, de las cuales 194 mil deben ser Vivienda de Interés Social”. Contraloría, Vivienda Social en Colombia, 265. 
5
 El déficit de vivienda, se refiere a hogares que habitan en viviendas que presentan carencias habitacionales, por déficit 
cuantitativo como cualitativo, y por tanto requieren una nueva vivienda o mejoramiento o ampliación de la unidad 
habitacional. El déficit cuantitativo obedece al número de viviendas a producir para atender las necesidades de los hogares 
de menores ingresos no propietarios, que comparten la vivienda con otros, localizadas en zonas de alto riesgo no 
mitigable, o alojadas en edificaciones con materiales inadecuados; el déficit cualitativo contempla viviendas sin conexión a 
redes de servicios públicos básicos, que alojen más de tres personas por cuarto, construidas en materiales inadecuados 
en pisos, muros y techos, también, las viviendas expuestas a amenazas y riesgos para la vida, por factores físicos, 
químicos, biológicos. Contraloría, Vivienda Social en Colombia, 267 - 9. 
6
Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento – CODHES, “Desplazamiento creciente y crisis humanitaria 
invisibilizada”, Boletín de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento, núm. 79., (marzo de 2012): 8, 




Se entiende como “la fase de atención a la población desplazada, que comprende el desarrollo de políticas, programas y 
proyectos, dirigidos a la realización de los procesos de retorno, reubicación e integración local en condiciones de 
voluntariedad, seguridad y dignidad de los desplazados”. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo – PNUD, 
6 El derecho a la vivienda digna desde un análisis del referencial de la política 
pública para la adquisición de vivienda de interés social urbana, por parte de 
la población víctima del desplazamiento forzado (2007-2011) 
 
incluyen el derecho a la vivienda, CODHES estima que al tener en cuenta que la cantidad 
acumulada de familias desplazadas podría ser un millón, y que las condiciones para el 
retorno son del todo dudosas, el costo de la vivienda para esa cantidad de familias puede 
ascender a 60 billones de pesos; así, “Solo el caso de la vivienda, comparado con los 
gastos que actualmente ejecutan las ET 8 y el gobierno, indican que se necesita 
implementar, en un primer momento, cambios en las asignaciones presupuestales de los 
diferentes niveles del gobierno, y en un segundo momento, inducir cambios 




Figura 1-1: Desplazamiento histórico según lugar de recepción – CODHES                 
(1985 – 2011) Incremento Anual. 
 
Fuente: Boletín CODHES No. 79. Año 2012 
 
 
En relación con lo anterior, la Comisión de Seguimiento a la Política Pública (2011) 
elaboró un estudio sobre desplazamiento forzado en el cual mostró como en treinta años 
(1980 y 2010), un eminente número de habitantes fueron víctimas del desplazamiento 
forzado lo que sumado a  los  perjuicios materiales, los llevo a perder los bienes de los 
que procedían sus ingresos, se vieron obligados a comenzar una nueva vida, 
“desposeídos, pauperizados y excluidos económica y socialmente, lejos de sus lugares 
habituales de residencia, carentes de sentido de pertenencia y sin tejido ni redes 
sociales.”10 
                                                                                                                                              
 
“Desplazamiento forzado tierras y territorios agendas pendientes: la estabilización socioeconómica y la reparación”, en 
Colección cuadernos INDH 2011 (Bogotá: PNUD, 2011), 38.  
8
Hace referencia a entidades territoriales. 
9
 CODHES, “Desplazamiento creciente y crisis humanitaria invisibilizada”, 55. 
10
 Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, El reto ante la tragedia humanitaria del 
desplazamiento forzado: reconocer y resarcir debidamente los daños y perjuicios, vol. 10 (Bogotá: Torre Gráfica, 2011), 58. 
1. Problema identificado 7 
 
En el mencionado estudio se concluye, con base en la información reportada por las 
familias desplazadas en la III Encuesta Nacional de Verificación 2010, que los daños 
materiales sufridos por la población desplazada son de una dimensión impresionante, 
considerando que 1.088.901 familias habrían perdido bienes cuyo valor se tasaría en 
$19,9 billones de 2010, y habrían dejado de percibir ingresos valorados en $59,8 billones 
de 2010, debido a la pérdida de los activos en los que se fundaba su actividad económica 
y productiva. Entre otros aspectos se resalta que una significativa  proporción de familias 
debió renunciar a sus tierras o fue despojada (42,5%). 
 
 
Considerando que la Corte Constitucional aprobó a través de los Autos 109, 233 de 2007 
y 116 de 2008 la batería de Indicadores de Goce Efectivo de Derechos, en el Tercer 
informe de verificación sobre el cumplimiento de los derechos de la población en 
situación de  desplazamiento,11 realizado por la Comisión de Seguimiento a la Política 
Pública, concluyó que el tamaño promedio de los hogares inscritos en el RUPD (Registro 
Único de Población Desplazada)12 era de 4.9 personas por hogar, aspecto que superaba 
en una persona al promedio nacional (3.9 personas por hogar); a su vez, algo que hacía 
aún más vulnerables a esos hogares es que una alta proporción de las jefaturas 
femeninas era ejercida por mujeres sin conyugues (68.8%), situación que se hacía más 
crítica si se tiene en cuenta que el 46% de los hogares en el RUPD contaban con hijos 
menores de 18 años. Ese mismo informe señalaba que sólo el 15.2% de hogares en el 
RUPD tenían una vivienda propia, totalmente pagada y con escritura propia, mientras 
que únicamente el 2.2% adicional tenía una vivienda propia con escritura registrada pero 
no había culminado su pago; por otra parte, un 14.3% de hogares contaban con vivienda 
propia totalmente pagada y aún no poseían escritura o no la tenía registrada. En general, 
para el 2010, la proporción de hogares propietarios de la vivienda tan sólo era de 36.4%, 
con un incremento del 1.8% con respecto a la vigencia 2008 (34,6%), y en su mayoría las 
mujeres ostentaban la escrituración de las viviendas.13 
 
 
Con respecto al hacinamiento, en 2010 se encontró una situación cercana a ser crítica 
(más de tres personas por cuarto), ya que el promedio de personas por cuarto para 
dormir fue de 2.9 con respecto a 3.2 que se identificaron en 2008, aspecto que no es del 
todo mejorable si se tiene en cuenta que se asumió como cuarto espacios que no 
necesariamente estaban definidos como dormitorios; no obstante, para quienes viven en 
apartamento, cuartos, albergues u otros, la situación se pasaba de crítica (llegando a 6.3 
personas por cuarto).14 
                                               
 
11
 El informe fue presentado a la Corte Constitucional con base en los resultados obtenidos en la III Encuesta Nacional de 
Verificación 2010, realizada tanto a los hogares en los que al menos uno de sus integrantes estuviera incluido en el RUPD 
a partir del año 1999, como a los hogares en los que al menos uno de sus integrantes fuera desplazado pero no incluido 
aún en el RUPD. Al respecto, para este trabajo se cita especialmente la información relacionada con el primer tipo de 
hogares.  
12
 En la actualidad el RUPD se encuentra incluido en el RUV (Registro Único de Víctimas), a cargo de la Unidad para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 
13
Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, Tercer informe de verificación sobre el 
cumplimiento de los derechos de la población en situación de  desplazamiento (Bogotá: 2010):47, 50-1, 141 – 3, 
consultado el 10 de abril de 2013, http://mesadesplazamientoydiscapacidad.files.wordpress.com/2011/01/iii-informe-de-
verificacic3b3n-cs-2010.pdf. 
14
Comisión de Seguimiento, Tercer informe de verificación, 143 - 4. 
8 El derecho a la vivienda digna desde un análisis del referencial de la política 
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En lo que corresponde al acceso a los servicios públicos domiciliarios, se evidenciaba 
una mayor cobertura en el servicio de energía eléctrica (98%), seguido por el servicio de 
recolección de basuras (82%); pero llama la atención que en lo correspondiente al 
servicio de acueducto la situación era más crítica, ya que se pasó de una cobertura del 
77% en el 2008 a 73% en el 2010, lo que claramente demuestra una situación 
desfavorable en términos de la calidad de vida de la población desplazada; por otra 
parte, la cobertura en servicio de alcantarillado apenas superaba el 60%. En síntesis, se 
presentó una leve mejoría en la cobertura en estos servicios con respecto al 2008, al 
pasar del 50% al 54%, pero aún con un gran porcentaje de hogares que carecían de los 
mismos. En lo correspondiente a materiales de paredes, pisos y techos de las viviendas; 
al considerar por separado el material de las paredes se halló que un 76.4% de los 
hogares en el RUPD habitaban en viviendas con materiales adecuados, pero al realizar 
la evaluación para el conjunto de los materiales, se encontró que sólo el 67.6% de los 
hogares habitaba en viviendas que tenían materiales adecuados.15 
 
 
En cuanto a la ubicación de las viviendas en zonas declaradas de alto riesgo o que 
hubiesen sido afectadas por un evento relacionado (inundación, derrumbe, 
deslizamientos, desbordamientos, crecientes, arroyos, avalanchas); se evidenció que en 
un 16% de los casos la zona se declaró en alto riesgo (situación que presentó una 
mejoría mínima con respecto al 16.5% identificado en el  2008) y un 14.4% se vieron 
afectados por un evento de esa naturaleza; en todo caso, se estableció que con respecto 




Adicional a lo anterior, para 2009 se consideraba que el desplazamiento forzado había 
generado un proceso de “pauperización masiva” de una parte importante de la población 
colombiana, debido a que en un contexto anterior al desplazamiento el 51% de las 
familias desplazadas era pobre y el 30,5% indigente; mientras que luego del 
desplazamiento el 96,6% de dichas familias era pobre y el 80,7% indigente.17 
 
 
Como se dijera en el 2004, “En Colombia, el desplazamiento forzado se constituye hoy 
en día, por su magnitud y características, en una verdadera crisis humanitaria, en una 
grave violación de los derechos humanos, civiles y políticos de miles de ciudadanos. La 
población desplazada es uno de los grupos más vulnerables entre los vulnerables, no 
solo por las carencias materiales que afronta al huir de su lugar de origen sino por el 
efecto que tiene el desarraigo en su capacidad de agenciar su propio proyecto de vida.”18 
Se establece que la población en situación de desplazamiento forzado, situada en los 
bordes de la sociedad y en la periferia de las periferias de las ciudades, representa una 
injusticia moral, social y política claramente ligada con exclusiones materiales y 
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simbólicas, que exacerban las condiciones de empobrecimiento, profundizan las 
condiciones que forman estigmas culturales y heridas morales; y que a su vez se 




Como lo manifestarán la Defensoría del Pueblo y Fedevivienda (2007), sólo un pequeño 
porcentaje de desplazados vuelven a sus lugares de residencia originales y no 
precisamente en las mejores condiciones (lejos de los estándares internacionales de 
dignidad, seguridad y voluntariedad), mientras que la gran mayoría subsiste alejada de 
sus antiguos lugares de residencia y de sus tierras, padeciendo en un estado de exilio 
constante por muchos años y esto sucede en su propio país, la situación para muchos no 
mejora con el pasar de los años y continúan viviendo en la pobreza, con perspectivas 
dudosas de volver en paz y con seguridad a sus tierras y viviendas iniciales. “Para 
muchas personas desplazadas, la pérdida de la posesión de sus viviendas está en el 
origen del desplazamiento, siendo el punto de entrada a un futuro de pobreza e 
incertidumbre que compromete o incluso impide el cumplimiento de muchos de sus 
derechos en los años venideros.” 20 
 
 
Los asentamientos de desplazados ubicados en las periferias en la mayoría de los casos 
no generan oportunidades laborales y dificultan el acceso de los niños y los adultos a 
instituciones educativas, del mismo modo, las viviendas inadecuadas ayudan a devastar 
las tradiciones y costumbres de pueblos indígenas y afrocolombianos, especialmente al 
imposibilitar la expresión cultural en la vivienda tradicional y la vida en comunidad. 
 
 
Adicional a las apremiantes dificultades mencionadas, que afectan a la población 
desplazada en su disfrute al derecho a la vivienda, se encuentra el hecho de que muchas 
veces esta población se ve afectada por amenazas de desalojos, bajo procedimientos 
que muchas veces no cumplen con los estándares internacionales; “Muchas familias 
desplazadas terminan ocupando terrenos públicos y privados en su afán por procurar un 




Aún hoy, la vivienda continúa estando en el centro de las posibilidades no solo de 
atención y ayuda sino, incluso, de reparación. De entrada, esta circunstancia es 
positiva, teniendo en cuenta el especial papel que juega esa necesidad 
insustituible, que combina elementos privados, en el plano de la intimidad, y 
colectivos, en términos de la inserción material en una realidad socio espacial y 
remite, en últimas, a la construcción de un lugar donde vivir y desarrollarse como 
ser humano individual y en comunidad. Como el desplazamiento implica 
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2. Estado de la cuestión 
La situación del desplazamiento forzado y la respuesta que desde el gobierno nacional 
se ha dado en materia de vivienda, han suscitado una gran motivación por parte de la 
académica y otros sectores de la sociedad.  
 
 
En lo que corresponde al tema del desplazamiento forzado, Diego Fernando Mora 
Quiñonez analiza la política de vivienda de interés social rural, apelando al enfoque 




Por su parte, Gloria Naranjo24 hace una mirada de los procesos migratorios y los 
desplazamientos como experiencias cargadas de significados para quienes se 
encuentran en situación de desplazamiento forzado y toman la decisión de quedarse en 
la ciudad. A su vez, Jefferson Jaramillo Marín y Daniel Hurtado Cano hacen un estudio 
del derecho a la ciudad, y se ve el derecho a la vivienda digna como  parte concreta de 




Martha Nubia Bello y Martha Inés Villa, compilan importantes aportes que abordan el 
fenómeno del desplazamiento forzado en relación con los procesos presentes y futuros 
del desarrollo urbano, y reflejan a las ciudades como territorios complejos y diversos, 
entre otros aspectos, hacen un análisis importante a la relación existente entre políticas 
públicas y percepciones frente al desplazamiento forzado por la violencia.26 Por otra 
parte, Carlos Torres Tovar y Johanna Vargas Moreno27 realizaron un artículo en el que 
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describen los aspectos importantes que forman tanto la problemática como las 
alternativas para el restablecimiento del derecho a la vivienda para la población 
desplazada, y se plantea un enfoque para la generación de alternativas de vivienda. 
 
 
Ana María Ibáñez y Andrés Moya,28 realizan un análisis sobre los principales desatinos y 
debilidades de la política para la población desplazada, para proponer ajustes a las 
mismas. Desde un análisis que podría considerarse integral, María Mercedes Maldonado, 
Ana María Ibáñez, César Rodríguez Garavito y otros;29 elaboraron un documento que 
hace una mirada de contexto general del problema del desplazamiento, considerando el 
proceso judicial de la Corte surgido en 2004 para hacer efectivos los derechos de la 
población desplazada.  
 
 
Luis Fernando Fique Pinto, realiza un trabajo en el cual pretende evidenciar la forma 
como ingresan tempranamente en conflicto los dos preceptos recogidos en el artículo 51 
de la Constitución Política de Colombia,30 “referente, por una parte, al derecho que tienen 
todos los colombianos a una vivienda digna y la obligación del Estado a hacerlo efectivo 
y, por otra, la promoción de planes de vivienda y a su adecuada financiación.” 31 
 
 
La Contraloría Delegada para el Medio Ambiente, realizó un importante análisis de la 
política pública de hábitat y vivienda digna. En dicho análisis se trabajaron temas 
relacionados con el diagnóstico de las necesidades habitacionales del país; la evolución 
de la política; los modelos establecidos de oferta de vivienda de interés social y 
prioritario; los costos de una vivienda de interés social y, la integralidad de las acciones 
desplegadas en materia de hábitat y desarrollo territorial.32 
 
 
La Defensoría de Pueblo por su parte, realizó el estudio del contenido del derecho a la 
vivienda digna y adecuada, teniendo en cuenta su consagración en la Constitución 
Política y en los instrumentos internacionales relacionados con derechos humanos; y su 
uso por parte de la Corte Constitucional colombiana. También, se tuvo en cuenta el 
derecho internacional consuetudinario en la interpretación del derecho a la vivienda 
adecuada; así, se habla del bloque de constitucionalidad, entendido como toda una 
sucesión de principios, derechos y normas, que si bien no se hallan consagrados de 
forma explícita en la Constitución Política, sí hacen parte del orden constitucional.33 
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La Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento- CODHES, y la 
Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, creada en 
el marco de la Sentencia T-025 de 2004,34 han realizado varios análisis frente a los 
derechos que le han sido vulnerados a las víctimas del desplazamiento y han generado 
propuestas específicas en materia de vivienda, muchas de las cuales son abordadas en 
este trabajo.  
 
 
Como puede verse, distintos trabajos han abordado el desplazamiento forzado, haciendo 
énfasis en sus causas y efectos, en las decisiones e instrumentos de política, en sus 
implicaciones en la habitabilidad y las ciudades, entre otros. No obstante, los estudios 
realizados no contemplan un enfoque de análisis de políticas públicas, definido 
conceptual y metodológicamente, y por ello desde este trabajo se realiza un aporte 
considerando el análisis de lo que implica el referencial basado en el mercado y el 
referencial de derechos humanos en la política de vivienda nueva para población 
desplazada, considerando particularmente el enfoque del referencial de la política pública 
de Pierre Muller, como imagen de la realidad que se quiere intervenir por parte del sector 
vivienda; ya que este enfoque permite distinguir una relación entre la dimensión cognitiva 
y los alcances específicos que tienen las políticas públicas, la cuales constituyen una 














                                                                                                                                              
 
derecho a la vivienda adecuada. Defensoría del Pueblo, El derecho a una vivienda digna y adecuada, en la constitución, la 
jurisprudencia y los instrumentos internacionales de derechos Humanos (Bogotá: Defensoría del Pueblo, 2009),  24 - 6. 
34 “La sentencia ordena la atención de los derechos básicos de todas las personas desplazadas y establece un proceso de 
seguimiento en el que participan tanto el gobierno nacional, los organismos de control, las agencias humanitarias de la 
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a lo anterior, la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento -CODHES, la Corporación Viva la 
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Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento – CODHES, ¿Qué es la Comisión?, consultado el 28 de 
octubre de 2012, http://www.codhes.org/index.php?option=com_content&view=article&id=20:comision-de-
seguimiento&catid=2:uncategorised&Itemid=121. 
 
3. Marco teórico 
En esta parte se exponen los conceptos que orientarán las reflexiones con referencia al 
territorio y población víctima del desplazamiento forzado, el referencial de las políticas 
públicas de Muller, el referencial global del mercado en la política pública, el referencial 
de enfoque de derechos humanos en la política pública, y población desplazada como 
sujeto del derecho a la vivienda digna. 
3.1 Territorio y población víctima del desplazamiento 
forzado 
Para entrar a revisar algunos de los conceptos elaborados en materia de desplazamiento 
forzado, es importante considerar el concepto de territorio, y en ese sentido María Clara 
Echeverría Ramírez, dice que “a pesar de los procesos informacionales y económicos 
globales, el espacio local y regional no pierde significado para sus habitantes, 
manteniendo su sentido como territorio.”35 Así, el territorio tiene que ser visto en una 
doble vía: por un lado, como soporte material y básico del desarrollo social, y por otro, 
como producción social derivada de la actividad humana que lo transforma. Por lo tanto, 
la apropiación del territorio por parte de los sujetos da existencia al mismo y genera lo 
que se ha denominado  territorialidad, la cual da forma material o virtual al territorio que 
se refleja en los imaginarios colectivos, en lo cotidiano, en lo institucional y en lo espacial. 
 
 
De este modo, el territorio es asumido como un espacio de poder, conflicto, y  cambio, en 
el cual confluyen variados intereses, actores (con imaginarios y formaciones culturales),  
y recursos que son objeto de pugnas y consensos por quienes buscan darle un sentido. 
De acuerdo con lo anterior, Echeverría manifiesta que, “Así el significado de un territorio 
no sólo se construye interna sino también externamente, y entre ambas esferas es 
posible descubrir diferencias en el imaginario territorial, ya que ese territorio auto 
reconocido desde adentro, por “nosotros”, es sustancialmente diferente de aquel territorio 
reconocido desde afuera, por “los otros”.”36 
 
 
Como principales detonantes del desplazamiento forzado en Colombia se reconocen 
especialmente la violencia política y el enfrentamiento entre los distintos grupos armados, 
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y en relación con la noción de territorio mencionada, es posible afirmar que “La 
ocupación de territorio es, por ende, una estrategia crucial de guerra para desocupar 
territorio, para expandirlas áreas de control y así desarrollar con holgura actividades 
ilegales y para la apropiación ilegal de tierras.”37 
 
 
En cuanto a la definición reconocida en la normatividad sobre desplazamiento forzado, se 
encuentra de manera particular la establecida en  Ley 387 de 1997, que adopta medidas 
para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y 
esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en 
Colombia; según esta norma el desplazado es: 
 
 
Toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional 
abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, 
porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido 
vulneradas o se encuentran directamente amenazadas con ocasión de cualquiera 
de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno; disturbios y tensiones 
interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, 
infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias emanadas 





Las víctimas del desplazamiento forzado migran debido al conflicto armado, en ocasiones 
porque son víctimas de ataques directos o porque necesitan evitar hechos violentos que 
se puedan presentar; también, se  ha identificado como los principales responsables de 
la migración forzada a los grupos al margen de la ley (guerrillas y paramilitares o 
autodefensas).39 Adicionalmente, con frecuencia se reconoce que es un fenómeno de 
magnitudes considerables y comprende gran parte del territorio nacional, y que es 
inducido por flagrantes violaciones contra el Derecho Internacional Humanitario; ya que la 
población desplazada se convierte en víctima del conflicto armado al ser objeto de 
crímenes de lesa humanidad.40 
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Frente al resto de la población considerada vulnerable en las ciudades, la desplazada 
tiene una composición en la cual el tamaño de sus hogares la hace aún más vulnerable, 
ya que estos hogares suelen ser más grandes que los conformaos por los pobres e 
indigentes urbanos; también, el desplazamiento forzado genera mayores impactos sobre 
las minorías étnicas, ya que muchos de los hogares desplazados provienen de grupos 
afrodescendientes o indígenas, quienes empeoran no solo sus condiciones económicas 




La naturaleza del desplazamiento conlleva elevadas pérdidas de activos puesto 
que, por lo general, ocurre de manera intempestiva y los hogares no tienen tiempo 
de proteger o vender sus activos. Esta pérdida y la destrucción de las redes 
sociales son características comunes de los conflictos civiles. La sostenibilidad 
financiera de los grupos armados depende de la capacidad militar para apropiarse 
de activos y extraer rentas de éstos. En el caso colombiano en particular, la tierra 
es uno de los activos más valiosos; no sólo por que ofrece la posibilidad de extraer 
rentas económicas, sino también porque aumenta el control territorial, uno de los 





Dadas las pérdidas de activos y la misma naturaleza del desplazamiento, para muchos 
hogares resulta difícil recuperar el nivel económico y de bienestar que poseían antes del 
desplazamiento, o en el peor de los casos desmejora su situación con respecto a la que 
tenían; esto obstaculiza el acceso a créditos formales o informales, e impide la 
generación de ingresos.42 Como lo manifiestan Ana María Ibáñez y Andrea Velásquez, 
“La pérdida de activos y el limitado acceso al mercado financiero aumentan aún más el 
riesgo de los hogares desplazados de caer en trampas de pobreza.”43 A lo anterior se 
suma el hecho de que resulta difícil vincularse al mercado laboral urbano, lo que 
representa para los hogares víctimas del desplazamiento enormes pérdidas en el ingreso 
y pésimos niveles de consumo que en muchos casos empeoran con el tiempo. 
 
 
Todos estos factores ocasionados por el desplazamiento forzado reinciden sobre las 
condiciones de vivienda de los hogares que llegan a los municipios de recepción, quienes 
se ubican usualmente, en barrios marginales en condiciones de vida desfavorables y con 
coberturas de servicios públicos (electricidad, acueducto y alcantarillado) inferiores a la 
de la población pobre extrema de las áreas urbanas; 44 lo que muestra que con relación a 
la población pobre e indigente urbana casi siempre la población desplazada se encuentra 
en peores condiciones, aumentando su vulnerabilidad y perpetuando su pobreza.45 
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De acuerdo con lo anterior, Gloria Naranjo argumenta que con el aumento de la crisis 
humanitaria y del desplazamiento forzado son demostrables los niveles de vulnerabilidad 
psicosocial, cultural y política de la población que ha padecido la violación sistemática de 
sus derechos; por ello: 
 
 
Los impactos políticos del conflicto armado y el desplazamiento forzado, puestos 
de manifiesto en la alteración de las redes sociales y políticas de los desplazados y 
de las comunidades receptoras, y las modificaciones generadas en el ámbito 
colectivo, marcan los alcances políticos y sociales en el momento de buscar 
soluciones que potencien todas las formas de reconocimiento social y auto relación 
práctica positiva…ellos son el resultado, apenas lógico, de un orden societal 
injusto, intolerante, que ha perpetuado patrones de concentración de la propiedad y 





Muchas veces estos impactos son el producto de un Estado que, caracterizado por la 
burocracia y una corrupción exagerada, pierde rápidamente su capacidad de control, 
confiriendo a otros actores, en su mayoría armados, la posibilidad de que tomen 
decisiones sobre el destino de la población civil a la que someten y amedrentan. 
 
 
De manera importante resalta Naranjo, que contrario a considerar el desplazamiento 
únicamente como una fuente de descomposición y desestructuración, los desplazados 
son esenciales en la construcción de las ciudades. Los desplazados aplican diferentes 
estrategias de gestión para acceder a ciertos recursos con que cuenta el Estado como 
manifestación de su lucha constante por insertarse en los contextos socioculturales, 
económicos y políticos de las respectivas ciudades, “Ellos despliegan saberes y 
destrezas sustentadas en la lógica de la oportunidad, en las artes del hacer y en la 
utilización creativa de los escasos recursos con que cuentan. A partir de todo ello, los 
desplazados reconfiguran las ciudades”. De ese modo, “con su esfuerzo puesto en 
común, invaden o adquieren lotes “piratas” y autoconstruyen viviendas y urbanizaciones, 
legalizan predios, ayudan a construir acueducto, alcantarillado, vías, escuelas, puestos 
de salud, parroquias.”47 
 
 
Se establece que quienes migran de manera forzada no buscan insertarse en el aparato 
productivo sino que su decisión de migrar está permeada por elementos sociopolíticos, 
condicionados por la violencia vivida en el país, de ese modo, “las características 
demográficas de esta población se asimilan a las movilidades en épocas de guerra o de 
conflictos internos.”48 Así, cuando se habla de migración forzada bajo un contexto de 
conflicto, los motivos para hacerlo están asociados a la urgente necesidad de proteger y 
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conservar la vida, y esto es lo que marca la decisión de abandonar el lugar acostumbrado 
para habitar, esto necesariamente implica pensar en la violencia y concentración de 
tierras a la hora de explicar el desplazamiento forzado; y en el caso colombiano permite 
hablar de población víctima del desplazamiento forzado por el conflicto armado. 
3.2 El referencial de las políticas públicas de Muller 
Con el fin de analizar la manifestación del referencial de mercado presente en la política 
pública de vivienda de interés social urbana, especialmente aquella dirigida a la 
población desplazada, se tomará como soporte lo trabajado por Pierre Muller, ya que su 
exposición alude a entender las políticas públicas como la idea o representación que 
prima en un sector, que para este caso es el de vivienda. 
 
 
Muller plantea una definición de política pública entendida como “un proceso de 
mediación social, en la medida en que el objeto de cada política pública es tomar a su 
cargo los desajustes que pueden ocurrir entre un sector y otros sectores, o aun entre un 
sector y la sociedad global.  Se dirá que el objeto de una política pública es la gestión de 
una relación global-sectorial, que de manera abreviada se anotará como “RGS”.”49 Desde 
una interpretación que puede entenderse como sistémica, la RGS implica que cada 
sector se reproduzca mediante la transformación y cambio de sus relaciones con otros 
sectores, de ese modo, “La RGS es a la vez el objeto de las políticas públicas (el 
problema que se busca resolver poniendo un marcha unas políticas), así como la variable 
clave que determinará las condiciones de elaboración de una política.”50 
 
 
En la sociedad sectorial planteada por Muller, las políticas públicas se verán afectadas 
por variados desfases y desajustes entre sectores que se reproducen de manera 
conflictiva, esto debido a la incertidumbre, el desequilibrio  que generan de forma 
permanente  problemas, disfunciones o efectos siniestros; de ese modo, “el objeto de las 
políticas públicas consiste siempre en frenar o acelerar la transformación del sector que 
tienen a su cargo”; de ese modo, “Hay política pública cuando una autoridad política local 
o nacional intenta, a través de un programa de acción coordinado, modificar el ámbito 




La relación global-sectorial se transforma en objeto de intervención pública sólo en 
función de la imagen que tienen de ella los actores involucrados, a esta representación 
se le denomina referencial de una política pública, y es lo que determina el conjunto de 
normas o imágenes de referencia en función de las cuales se precisan los criterios de 
intervención del Estado y los objetivos que tendrá la política pública; al actor o grupo de 
actores que realizan la operación de construcción o de transformación del referencial de 
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una política pública, se le denomina “mediador”52 porque tiene una posición estratégica 
en todo el sistema de decisión.53 
 
 
Desde Muller, elaborar una política pública tiene que ver con construir una 
representación o una imagen de la realidad en la cual se debe intervenir; dicha imagen 
cognitiva es la que marca la forma como se organiza la percepción que tienen los actores 
del problema, les permite confrontar sus soluciones y determinar sus propuestas de 




De acuerdo con Muller, no debe asumirse de forma mecánica la representación 
secuencial de las políticas públicas, ya que éstas obedecen a “un flujo continuo de 
decisiones y procedimientos al cual hay que tratar de reencontrarle el sentido”;55 y esto 
se relaciona con que los actores de  la decisión van a tener que reformular de forma 
permanente los objetivos y los métodos de la acción según los resultados que observan, 
mediante una transformación de su entorno. A partir de las anteriores reflexiones, es 
posible plantear que un problema político es inevitablemente un constructor social, cuya 
configuración está determinada por múltiples factores característicos de la sociedad y del 
sistema político involucrado. 
 
 
En lo que se asume como un sistema de referencia, Muller define que los términos bajo 
los cuales los actores formulan los problemas y las soluciones obedecen a una serie de 
ecuaciones o de algoritmos que forman el campo cognitivo del decisor (informaciones 
que se estiman pertinentes, campo de conocimiento como el actor percibe el mundo).56 
El referencial de una política pública como proceso cognitivo está compuesto por un 
conjunto de normas prescriptivas que marcan el sentido de un programa político, al 
establecer criterios de selección y formas de designación de los objetivos.57 
 
 
En complemento de lo anterior, y al considerar el referencial de una política pública como 
representación del puesto y del rol que ocupa un sector en una sociedad determinada y 
en una época establecida, Muller define que éste puede desagregarse en tres elementos: 
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primero, el referencial global como una representación general en torno a la cual se 
ordenan y jerarquizan las distintas representaciones del sector, el cual está constituido 
por un conjunto de valores esenciales que componen las creencias básicas de una 
sociedad particular, al igual que una serie de normas que facilitan la escogencia entre 
diversas conductas; “Por ello, define la representación que una sociedad se hace de su 
relación con el mundo en un momento dado.”58 En ese sentido, se resalta que los valores 
que integran dicho referencial son objeto de conflicto, por lo que el referencial global 
consiste en un consenso, que a su vez demarca el campo intelectual bajo el cual se 
organizan los conflictos sociales.59 
 
 
El segundo elemento corresponde al referencial sectorial que se asume como una 
imagen del sector, y tiene como primera consecuencia demarcar las fronteras del sector, 
según la representación que se tiene del puesto de dicho sector en la sociedad (al igual 
que el referencial global, el sectorial puede ser entendido como un constructor social de 
coherencia imperfecta). La noción de un sector que resulta ser dominante o que logra 
imponerse como imagen de referencia para la política pública respectiva, a menudo es 




El tercer elemento hace referencia a los operadores de transacción como también  
denomina Muller a los algoritmos, encargados de realizar la inserción en el referencial 
global “que es, por así decirlo, el acto fundador de una política  pública”;60 que de 
acuerdo con lo dicho antes definen a la vez la necesidad y las modalidades de acción. La 
Figura 3-1 da cuenta de lo expuesto por Muller:  
 
 













Fuente: Elaboración propia. 
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Expuesto lo anterior, para este trabajo se tendrá especial consideración en cuanto al tipo 
de referencial sectorial presente en la ejecución de la política pública para la adquisición 
de vivienda de interés social urbana, en el sentido de las implicaciones que éste ha 
tenido para la población víctima del desplazamiento. 
3.3 El referencial global del mercado en la política 
pública  
Para entender el referencial del mercado presente en la política pública, como 
representación global que determina las imágenes existentes en el referencial sectorial 
de la vivienda, se toma como fuente en primera medida lo expuesto por Saskia Sassen, 
quien define que el Estado es la forma más compleja y desarrollada de autoridad, en 
tanto que la ciudadanía tiene una función equivalente en el tema de los derechos, y 
afirma que la economía global actual se constituye por medio de un espacio para las 
transacciones económicas, el cual es cada día más institucionalizado y reviste un 
carácter supranacional, internacional y subnacional al mismo tiempo, dando cabida a 
diferentes inserciones territoriales. Se afirma que el punto de inflexión para el arribo de la 
era global nace de una combinación de dinámicas que, especialmente en la década de 
1980, concibe un rumbo distinto en relación con la protección de las economías 




La combinación particular de las dinámicas de las cuales emerge una nueva lógica 
organizadora se hace visible especialmente por medio de reordenamientos fundacionales 
en el seno del Estado, y por ende en la esfera de lo público y lo privado, así, el 
reordenamiento supone que el Estado en la transformación actual es parcialmente 
integrante de la nueva lógica organizadora, y en esta trasformación “uno de sus locus 
estratégicos yace en lo más profundo de su plano nacional.” 62    
 
 
La globalización de un conjunto creciente de actores y procesos económicos ha llevado a 
un incremento en la desigualdad de poder entre las diferentes  ramas de gobierno y 
enfatiza las desigualdades existentes. Un aspecto que altera de manera importante la 
esfera pública y la privada tiene que ver con que “Hoy en día, los estados enfrentan e 
internalizan dos nuevas geografías de poder. Una de ellas es de carácter interno, pues 
supone un desplazamiento de poder del Legislativo al Ejecutivo…La otra es de carácter 
externo, pues presenta un campo de fuerzas que tiene una variedad mucho más amplia 
de actores extraestatales y un auge de nuevos  regímenes normativos que exceden al 
Estado-Nación.”63  
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Se manifiesta que la globalización que suscita un efecto desestabilizador, está dando 
cabida a nuevos ámbitos operativos y retóricos para el surgimiento de recientes sujetos 
políticos y nuevas espacialidades para la actividad política.  Se resalta de manera 
importante que “Ciertas transformaciones que se dan en el seno del Estado-Nación han 
alterado de forma directa e indirecta determinadas características de la ciudadanía como 
institución, entre ellas, el discurso sobre la lealtad y la filiación.”64  
 
 
En el marco del derecho y como aporte a los mercados y a la idea del crecimiento y la 
eficiencia, se ha promovido el argumento de que el mercado tiene mejor criterio; lo que 
en el contexto de la globalización económica ha hecho que se generalice la costumbre de 
incorporar en el derecho del Estado las normas que antes eran propias de los actores 
privados, bajo el supuesto generalmente aceptado que eso contribuye a mejorar la 
cooperación entre distintos gobiernos. Esto tiene conexión con los logaritmos enunciados 
por Muller, ya que estas ideas van a establecer los términos bajos los cuales se define y 
formula el problema de la vivienda y el tipo de respuesta al mismo. 
 
 
El afirmar actualmente que el mercado tiene un carácter supuestamente neutral hace que 
se oculte la naturaleza histórica de la distinción entre lo público y lo privado, la cual ha 
sido disímil dependiendo del momento, el país y el tipo de mercado del cual se hable; no 
obstante, de lo que se trata es de un constructo que muestra los intereses y el poder 
relativo que poseen los actores, y en términos del referencial reflejan la idea del mundo 
que se quiere intervenir. La división entre lo público y lo privado “constituye un 
componente interno de la economía política de cada época y lugar, al igual que la 
formalización de la esfera privada en tanto ámbito independiente y separado donde el 
poder político supuestamente no cumple ninguna función, lo que a su vez constituye un 
elemento fundacional de la teoría democrática liberal.”65  
 
 
Adicionalmente, el orden institucional prácticamente privado que tiene lugar actualmente, 
se caracteriza por la capacidad de privatizar lo que hasta el momento había sido público, 
por desnacionalizar a las autoridades y los programas políticos de carácter nacional. Esto 
ha implicado una autoridad privada en dominios que eran particulares para el Estado: 
este tipo de autoridad privada representa un nuevo orden normativo, que existe por 
fuera de lo que siempre ha sido (y aún es en cierta medida) la normatividad 
primordial de los tiempos modernos…por otro lado…los elementos clave de este 
nuevo orden normativo ingresan en la esfera pública, donde son representados 
como parte de objetivos o políticas de naturaleza pública, lo que contribuye con la 
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Así, las instituciones estatales reorientan sus políticas y programas para dar cabida a las 
exigencias del capital global y su mercado, pero continúan enunciándose como 




Teniendo en cuenta la globalización y lo que podemos denominar nacional, se determina 
que el territorio nacional y la autoridad son objeto de un nuevo significado, esto gracias a 
los mercados globales de capitales, que a su vez marcan ciertos desplazamientos en la 
construcción de lo público y lo privado, haciendo que su relación se desdibuje en lo 
concreto y a la vez se consolide en lo formal. Esto tiene implicaciones en el cambio social 
que provoca el referencial de mercado, atendiendo a las creencias y al sentido que 
sustentarán las políticas públicas. 
 
 
En un contexto global, se puede establecer que el orden institucional está tomando forma 
de un tipo de derecho global, mientras que en su forma básica está integrado por un 
surtido de sistemas normativos de tipo parcial y autónomo dados para la administración 
de sectores especializados, “En ambos casos, equivale a una proliferación de 
ensamblajes parciales y a menudo interconectados de elementos específicos y siempre 
parciales de territorio, autoridad y derechos.”67  
 
 
En este sentido, pueden considerarse como fenómenos parciales, incipientes y a la vez 
estratégicos las transformaciones singulares al interior del Estado, las recientes formas 
privatizadas de autoridad para el gobierno en cada vez más  dominios especializados y el 
tránsito de la lógica del mercado dentro de la esfera pública. Estos fenómenos pueden 
alterar condiciones que son esenciales en el Estado Liberal y la estructura del derecho 
público internacional, así como su alcance y su exclusividad; del mismo modo que 
pueden modificar el alcance de la autoridad formal que ostentan los estados y el sistema 
interestatal, los cuales constituyen los principales dominios bajos los que se implementa 
el Estado de Derecho. 
 
 
Esos dominios especializados se relacionan con los llamados mediadores de Muller, ya 
que son ellos los que buscarán liderazgo y hegemonía en los respectivos sectores, 
incluyendo el de vivienda; interpretando y reinterpretando el referencial para determinar 
las imágenes cognitivas que llevan en la política pública a la definición del problema y 
sus posibles soluciones. 
 
 
Es relevante la observación que hace la autora en cuanto a que, en la medida que 
aumenta la transparencia empresarial  la tendencia es  disminuir la responsabilidad 
pública, por ello, “Quizá lo fundamental no sea impugnar todas las formas de 
privatización, sino dejar de presentar al sector privado como un dominio neutral y 
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garantizar que rinda cuentas ante el público y que ofrezca una mayor transparencia.”68 La 
lógica organizadora emergente del Estado, corresponde en todo caso a un proceso 
endógeno de lo nacional, donde no se trata necesariamente de eliminar todo sino que 
algunos de sus elementos adquieren un nuevo significado. 
 
 
En complemento de lo anterior, David Harvey realiza un interesante análisis en el marco 
del derecho a  la ciudad y resalta como ahora se evidencia un auge por los ideales de los 
derechos humanos en la escena política y ética, pese a que no se enfrentan las lógicas 
de mercado liberales ni neoliberales o los modos dominantes de legalidad y de acción 
estatal, así, “Vivimos, después de todo, en un mundo en el que los derechos a la 
propiedad privada y el benefició aplastan todas las demás nociones de derechos.” 69  
 
 
Como ya es característico, la actual y radical expansión del proceso urbano ha 
conllevado a majestuosas transformaciones de los estilos de vida, de ese modo, “La 
calidad de la vida urbana se ha convertido en una mercancía, como la ciudad misma, en 
un mundo en el que el consumismo, el turismo, las industrias culturales y las basadas en 
el conocimiento se han convertido en aspectos esenciales de la economía política 
urbana.”70  Se trata de una tendencia a promover la formación de nichos de mercado, en 
hábitos de consumo como en las formas culturales, donde la experiencia urbana 
contemporánea va ligada a una libertad de elección, siempre y cuando se cuente con el 
dinero para ello. Esto implica la ética neoliberal marcada con un intenso individualismo de 
tipo posesivo que se aparta de la política de las formas de acción colectiva, y que se 
convierte en el modelo de la socialización humana; el cual refleja la defensa de los 
valores de la propiedad como interés político fundamental. 
 
 
Este individualismo sirve de idea o información pertinente para definir los algoritmos u 
operadores bajo los cuales se orientará la acción pública, bajo la defensa de los valores 
de la propiedad privada en particular y de la libertad de elección. 
 
 
El neoliberalismo asimismo ha creado nuevos sistemas para gobernar que integran los 
intereses del Estado y de las empresas, y por medio del uso del poder del dinero, han 
afianzado el manejo del excedente a través de la administración pública para favorecer al 
capital corporativo y a las clases dominantes en el momento de conformar el proceso 
urbano. De ese modo, la política del capitalismo está dada por la eterna necesidad de 
encontrar sectores rentables para la producción y absorción de capital excedente y 
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Harvey recuerda que la circulación de capital, es sin duda un proceso que continuamente 
expande el valor, y a su vez “… transforma, crea, sostiene e incluso resucita ciertas 
infraestructuras sociales a expensas de otras.”71 A esto se agrega que los valores 
grabados del capital que se dirigen a soportar las infraestructuras sociales vuelven al 
capital en forma de demanda efectiva de mercancías producidas por los capitalistas, con 
ello no hay pérdida alguna.  
 
 
El Estado juega un papel importante aquí, en la medida en que hace un manejo fiscal 
apropiado que a su vez extiende la configuración de estabilización del proceso de 
acumulación, esto teniendo en cuenta que existen varias clases de inversión social y con 
resultados en diferentes momentos. “Puesto que el Estado ha adoptado el papel de 
administrador total de la producción y reproducción de infraestructuras sociales 
(incluyéndose a sí mismo), despliega una forma jerárquica de organización para distinguir 
entre los aspectos locales, regionales, nacionales e internacionales de las corrientes de 
valores.”72 Dentro de la lógica de la competencia, los Estados en algún momento deben 
ofrecer condiciones de infraestructura favorables al capital, compiten por el capital-dinero 
para sostener las deudas, y finalmente pierden dominio político sobre el capital y 
terminan subordinados a éste. 
3.4 El referencial de enfoque de derechos humanos en la 
política pública 
Las políticas públicas muchas veces se encuentran sometidas a reglas definidas en 
normas jurídicas, entre las que se incluyen las de derechos humanos, por lo que en 
esencia cuando se trata de derechos, las políticas públicas deberían estar formuladas, 
implementadas y evaluadas con relación a los mismos. Pero, el solo hecho de que las 
normas jurídicas reconozcan derechos no basta para que estos se vean reflejados en las 
políticas y aún menos en sus resultados.  
 
 
Para poner en práctica el referencial de enfoque de derechos (que en el sentido 
expresado por Muller correspondería a un referencial global), se debe tener en cuenta 
que al Estado se le fijan unos márgenes de acción para hacer o no hacer en materia de 
políticas públicas, no obstante, “Los límites que las normas constitucionales y los 
derechos humanos imponen a las políticas públicas no dejan sin contenido su proceso de 
formulación, implementación y seguimiento, ya que en todo caso quienes intervienen en 
dicho proceso tienen la libertad de elegir las acciones o medidas concretas destinadas a 
alcanzar los objetivos establecidos por las reglas constitucionales.”73 
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Por lo tanto, es posible afirmar que existe una complementariedad entre las políticas 
públicas y los derechos humanos, ya que los derechos humanos con sus obligaciones 
orientan el alcance que debe tener una política pública, mientras que las políticas 
públicas se constituyen en el medio adecuado para su realización, llevando los a un nivel 
práctico. Así, se supone que las personas reconocidas como sujetos de derechos no 
tendrían que acudir a instancias judiciales para exigir la garantía y goce efectivo de los 
derechos que les fueron reconocidos.  
 
 
En términos de lo expuesto por Muller, en relación con las normas prescriptivas y el 
conjunto de valores que constituirían las creencias básicas del referencial, una sociedad 
que aplica el enfoque de derechos humanos asume éste desde un sustento ético basado 
en los derechos humanos “que permite, de manera legítima, someter a la crítica 
sistemática la desigualdad estructural y eventualmente fomentar cambios dirigidos a 
propiciar una sociedad más igualitaria en un sentido global”74, y a su vez, como “una 
concepción de la vida social que procura reconciliar la moral, la política y el derecho en 




Según Ludwig Guendel, este enfoque se caracteriza porque no hace énfasis en las 
estructuras sociales sino en las personas y sus relaciones,76 y su aporte esencial es que 
procura “el restablecimiento de la unidad entre sujeto social y sujeto de derecho, que 
había sido rota tanto por las concepciones realistas que negaron la importancia del 
derecho en el accionar social, como por las concepciones positivistas e institucionalistas 
que desvincularon al titular del derecho, de su construcción social.”77 
 
 
De ese modo, estas políticas públicas alcanzan de forma concisa y determinante un 
carácter de políticas de integración social, por lo que éstas pueden resultar más 
complejas y diferenciadas, y también necesitan ser más integrales e integradas; para ello 
hay que entender el Estado bajo una dinámica de relación social, ya que el enfoque de 
los derechos humanos implica que la política estatal tenga más que una visión de largo 
plazo y un carácter participativo, y al respecto Guendel, presenta algunos de los 
requisitos relevantes que debiera contener la formulación de una política pública con 
enfoque de derechos: 
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Guendel, “Políticas públicas y derechos humanos,” 109. 
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Una primera condición consiste en alcanzar un respaldo jurídico en el cual se 
explicite el reconocimiento de los derechos específicos del grupo de personas que 
lo demandan, se establezcan mecanismos pertinentes de exigibilidad y las 
regulaciones necesarias para garantizarla obligatoriedad de la ley. El derecho 
expresa más que una voluntad política, manifiesta una toma de posición ética 
sobre la inclusión social de los grupos demandantes. 
 
 
Una segunda condición es que esta política debe tener una cobertura universal, ya 
que los derechos humanos son un reconocimiento universal de acceso a ciertos 
bienes y servicios, tratos y garantías de protección. Las políticas selectivas 
establecidas deben de estar orientadas a fortalecer la equidad, como un 
instrumento que permita garantizar dicha universalidad, es decir, la inclusión de 
todas las personas sin ningún tipo de discriminación. 
 
 
Una tercera condición es que debe incorporar de manera explícita y diáfana 
mecanismos que garanticen la participación activa de las personas individual u 
organizadamente. No es suficiente que participen, deben crearse los mecanismos 
para asegurar que esta participación sea calificada y no corporativa. 
 
 
Una cuarta condición consiste en que debe propiciar de manera manifiesta una 
serie de mecanismos de carácter técnico, político y cultural dirigidos a la atención, 
promoción y protección de tales derechos. Debe garantizarse una discusión 
epistemológica permanente que someta cada uno de los actos, mecanismos y 
estrategias de intervención a la evaluación, con el objeto de que se resguarde el 
principio de que la persona humana se encuentra por encima de cualquier 




Así, la política pública con enfoque de derechos debe extenderse más allá de lo estatal y 
ensanchar lo público más allá de los límites determinados formalmente. Por lo tanto, “El 
objetivo de esta política pública es el fortalecimiento de un Estado social de derecho y de 
una sociedad de derecho, a la vez.”79 
 
 
El enfoque de derechos requiere de un Estado que pueda integrar y desempeñar 
diferentes papeles o roles; uno considerado tradicional de Estado proveedor, que presta 
asistencia a los afectados socialmente y garantiza la práctica de ciertos derechos 
colectivos a los cuales muchas personas no tienen acceso por medio del mercado. Por 
otra parte, debe cumplir con el rol de Estado promotor, promoviendo nuevas nociones de 
organización social y familiar, y creando una movilización de tipo social y organizacional 
que ayude a darle sostenibilidad a una solución que se entiende compartida por la 
sociedad y el Estado. Por último, el Estado debe ser rector, regulador, y coordinador de 
la acción institucional, instaurando reglas de ejecución imperativas para que la sociedad 
en general cumpla con los derechos individuales y colectivos, cuente con dispositivos de 
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acreditación y vigilancia, precisando un enfoque para la coordinación social, que articule 
y oriente la acción social colectiva que lleve al bienestar.80 
 
 
Es importante interrelacionar la formalidad de los derechos establecida mediante las 
normas y los elementos técnicos y económicos de las políticas públicas, dado que las 
políticas públicas constituyen un instrumento que permite la exigibilidad, promoción y 
práctica de los derechos, con miras a contar con los recursos y medios necesarios que 
faciliten su protección, garantía y reparación. La relación entre las políticas públicas y los 
derechos humanos muchas veces ha reflejado “un divorcio entre la lógica de los 
derechos y la lógica de las políticas públicas….Dicho divorcio se refuerza con la 
costumbre de poner las políticas públicas en el ámbito de lo técnico y lo rigurosamente 
planificado, y los derechos humanos en el ámbito de lo retórico y lo meramente 
discursivo.” 81 Lo anterior refuerza más la urgencia de que las políticas públicas sean 
formuladas e implementadas bajo un enfoque real de derechos que lleve a hacer de las 
mismas un mecanismo de exigibilidad de los derechos. 
 
 
En lo que corresponde a los derechos humanos una política pública con enfoque de 
derechos deberá estar diseñada con base en los contenidos de los derechos y contar con 
los planes, programas, proyectos y recursos para implementar acciones específicas para 
cumplir obligaciones constitucionales e internacionales que tiene que asumir el Estado. 
Según Luis Eduardo Pérez, una política pública que tenga como referencial el 
enfoque de derechos se caracteriza por:“(i) ser plenamente coherente con el respeto, 
protección y garantía de los derechos humanos asumidos conforme con los principios de 
universalidad, interdependencia y no discriminación; (ii) por formular estrategias 
técnicamente posibles de implementar; y (iii) por ser factible y sostenible desde el punto 
de vista financiero.”82 
 
 
Existen aspectos que pueden llegar a ser esenciales para las personas, especialmente la 
titularidad que se tenga sobre los derechos y la posibilidad hacerlos exigibles, los cuales 
tienen relación directa con las políticas públicas; por ello se afirma que “una política 
pública será adecuada en la medida en que aporte al desarrollo de las libertades de las 
personas y al ejercicio de sus derechos; en últimas, lo fundamental de las políticas no 
son los bienes que genera, sino lo que los mismos bienes hacen por la gente.”83 
 
 
Se establece que la incorporación de los derechos en las políticas públicas debe llevar a 
efectos positivos en al menos tres circunstancias, la primera de ellas es la precisión de 
obligaciones del Estado (explicitar las que son inmediatas y las progresivas), la segunda 
corresponde al desarrollo del principio de interdependencia entre derechos (sinergias que 
generan impactos positivos en unos o varios derechos), y el tercero tiene que ver con la 
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exigibilidad de los derechos sociales (hacer efectivo el principio de dignidad inherente a 
los seres humanos).84 Se requerirá además, maximizar los recursos y diseños 
institucionales en pro de la satisfacción de los derechos humanos, “En sentido estricto, se 
trata de asignar el gasto público social, tomando como referente adicional las prioridades 
y demandas en materia de derechos humanos. Dicha perspectiva se traduce en la 
práctica de las políticas, en la medida en que los ministerios y demás instituciones del 
Estado entiendan como misión principal generar las condiciones para la satisfacción de 




De lo que se trata es de obtener una igualdad material y estructural que garantice el 
desarrollo de acciones afirmativas en los casos que se requieran, atendiendo a los 
principios de igualdad y no discriminación. Para que se imponga el referencial del 
enfoque de derechos en una política pública, se considera importante la existencia de 
cinco fases:  
 
 
(i) definir el contenido del derecho y las obligaciones el Estado; (ii) definir el 
problema que se intenta resolver, mediante la identificación de las barreras que 
enfrentan las personas para la satisfacción de sus derechos; (iii) definir las 
estrategias de política, conforme con el contenido de los derechos y las 
obligaciones del Estado; (iv) implementar las acciones de manera coherente con 
los deberes de respeto y protección de los derechos humanos; y (v) evaluar los 
resultados de la política y su impacto, tomando como referente su aporte para la 





El reconocer que los sectores excluidos son titulares de derechos frente al Estado, 
implica modificar la lógica (el referencial) en la forma de elaborar las políticas, y para que 
la política pública actúe en la práctica bajo el referencial del enfoque de derechos 
humanos,  requiere de la factibilidad que pueda hallar en la voluntad política de los 
gobernantes y mediadores (que en el sentido expresado por Muller cuentan con una 
posición estratégica, y posibilitan la transformación social que envuelve grupos sociales 
importantes); y debe estar acompañada por una ciudadanía demandante y vigilante, y 
contar con acciones programáticas estructuradas que respondan a los decretos. Por lo 
tanto, se estaría hablando de una perspectiva integrada de la política pública, en la que la 
política social “es definida por el enfoque de los derechos humanos como un instrumento 
clave para garantizar que el reconocimiento de los sujetos como sujetos sociales de 
derechos se cumpla. Esta política comprende, básicamente, el acceso a los llamados 
derechos sociales o programáticos, que dependen del financiamiento y de la capacidad 
de los Estados para asignar recursos.” 87 
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Hacer prácticos los derechos humanos en las políticas públicas implica tomar una 
posición frente al bienestar, la autodeterminación y la incidencia de los ciudadanos en los 
asuntos públicos; y requiere articular “los valores y las representaciones simbólicas de 
una sociedad en torno a los sujetos y traza la manera como ésta abordará su futuro 
social y político”.88 Lo anterior define claramente lo que para Muller significa un 
referencial global de la política pública, ya que se constituye en una visión particular que 
se tiene del mundo, en la que se concentran las garantías económicas, sociales y 
judiciales asociadas a los derechos.89 
3.5 Población desplazada como sujeto del derecho a la 
vivienda digna 
Según Ludwig Guendel, existe un reconocimiento frente a que la positivación de los 
derechos humanos90 ha generado espacios institucionales que han posibilitado a los 
distintos sujetos sociales ser concebidos como sujetos de derecho y en su mayoría ha 
otorgado instrumentos para su exigibilidad y su respectiva vigencia; más allá de eso, se 
afirma que dicho reconocimiento permitió que ciertos marcos institucionales y políticos 
fueran entendidos como instrumentos que podrían ser efectivos para mitigar o inclusive 
revertir la desigualdad real. Esto aspectos pueden entenderse desde la mirada de Muller 
como las normas o imágenes del referencial que determinan los algoritmos, ya que 
definen el campo del conocimiento bajo el cual se va a delimitar el problema de la 




Considerando lo anterior, solo hasta 1991 se reconoció como problema la situación de la 
población víctima del desplazamiento forzado por parte del sector oficial, al generarse el 
primer documento gubernamental que diagnostica, revela causas y caracteriza al 
desplazamiento; posteriormente, en 1992, se efectuó una consulta sobre el 
desplazamiento en el país; luego, el 9 de septiembre de 1994 el presidente de la 
República, Ernesto Samper, presentó lineamientos relacionados con el fenómeno del 
desplazamiento interno.91  Así, se incluyó a la población desplazada en el plan de 
desarrollo y en la Red de Solidaridad Social; y posteriormente, inició la emisión de una 
serie de documentos de política y normas, entre ellos los documentos CONPES 2804 de 
1995 (Programa Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la 
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Violencia), y 2924 de 1997, y la Ley 387 del 18 de julio de 1997, para la atención, 
protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados. 
 
 
Se estima que lo establecido en la Ley 387 de 1997, en cuanto al concepto de persona 
desplazada, permitió legalmente un reconocimiento inicial como víctima, dando cuenta de 
sus derechos, y dio pie para que las personas desplazadas comenzaran a ser 
reconocidas formalmente como sujetos sociales y de derechos; lo que se supone 
incrementó desde diferentes ámbitos la atención e interés por esta población.92 
 
 
Existen algunos grupos de población que se argumenta son grupos en desventaja, los 
cuales fueron mencionados por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales – DESC en la observación general relacionada con el derecho a la vivienda 
digna, y quienes han sido reconocidos mediante la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional del país; incluyendo en estos grupos a las personas desplazadas y 
reconociendo su especial protección constitucional en materia de accesibilidad 
económica de la vivienda (Sentencia T–958 de 2001).93 
 
 
En relación con el tema de la vivienda, se establece que la preocupación mundial sobre 
el hábitat se origina de forma sincrónica con el tema del medio ambiente y se hizo aún 
más fuerte en la Conferencia de Estocolmo sobre medio ambiente humano y su 
desarrollo de 1972, y con el pasar del tiempo ha evolucionado y aumentado su 
aceptación. Teniendo en cuenta lo anterior, la vivienda “se define a partir de la 
integración de atributos concernientes a los componentes casa y entorno. Es decir, que 
incluye condicionantes no sólo infraestructurales sino también características funcionales 
y simbólicas que responden a las particularidades culturales, espaciales, históricas y 
temporales, condicionando los atributos que determinan la calidad habitacional y 
permiten dar satisfacción a las necesidades humanas.”94 
 
 
Para abordar el derecho a la vivienda digna y adecuada es necesario considerar  las 
expresiones utilizadas en la Constitución Política de 1991 con respecto a vivienda digna, 
y en la Observación General No. 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales – DESC sobre el derecho a la vivienda adecuada. Según lo anterior,  para dar 
cuenta de la integralidad del derecho a la vivienda adecuada, considerando la 
Observación General No. 4, se muestran los siguientes elementos: 
 
 
 Habitabilidad: La vivienda ofrece espacio adecuado a sus ocupantes y los 
protege de amenazas para la salud (frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u 
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otras), de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad. Igualmente, 
garantiza la seguridad física de los ocupantes. Por lo anterior, debe garantizar el 
acceso a ciertos bienes y servicios para asegurar el bienestar (servicios públicos, 
seguridad, servicios de emergencia, nutrición), lo que lleva a determinar planes de 
vivienda de desarrollo urbano. Así,  los planes de desarrollo deben garantizar que 
la vivienda esté en un lugar con acceso a elementos que permitan una vida digna 
y en sociedad a las personas (acceso al trabajo, salud, educación y un ambiente 
sano); también, se deben considerar factores culturales en el diseño, 
construcción, otros, sin que esto afecte el acceso a los servicios tecnológicos. 
 
 Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura: La 
vivienda debe contener servicios imprescindibles para la salud, la seguridad, la 
comodidad y la nutrición. Todos los favorecidos del derecho a una vivienda 
adecuada deben contar con acceso constante a recursos naturales y comunes, y 
a servicios como: agua potable, energía, calefacción, alumbrado, emergencia, 
instalaciones sanitarias y de aseo, de almacenamiento de alimentos, de 
eliminación de desechos, y de drenaje. 
 
 Lugar: La vivienda debe ubicarse en un lugar que facilite el acceso a las opciones 
de empleo, los servicios de salud, centros educativos y otros servicios sociales; 
en especial cuando se trate de ciudades grandes y zonas rurales donde los 
costos de tiempo y financieros puede demandar excesivos recursos a las familias 
pobres para desplazarse a los lugares de trabajo. Igualmente, la vivienda no debe 
construirse en lugares contaminados ni cerca de fuentes de contaminación que 
atenten contra el derecho a la salud.  
 
 Adecuación cultural: La vivienda deberá considerar adecuadas formas y 
materiales de construcción, y políticas que permitan la expresión de la identidad 
cultural y la diversidad. Así, las actividades ligadas al desarrollo o la 
modernización del sector vivienda deben cuidar que no se afecten  las 
dimensiones culturales de la vivienda y que se garanticen, entre otros, servicios 
tecnológicos modernos. 
 
 Asequibilidad: La vivienda debe ser asequible a quienes tienen el derecho, 
considerando el acceso pleno y sostenible a recursos apropiados para que grupos 
en situación de desventaja puedan obtener una vivienda, teniendo en cuenta 
necesidades especiales y estableciendo cierto grado de atención prioritaria a los 
grupos desfavorecidos. En este sentido se hace especial énfasis a la acción del 
Estado para favorecer un mayor acceso a la tierra por sectores desprovistos de 
tierra o empobrecidos de la sociedad. 
 
 Gastos soportables: Se establece que los gastos personales o del hogar que 
habita la vivienda deben ser de una magnitud que no impida ni comprometa el 
alcance y la satisfacción de otras necesidades básicas; lo que implica acciones 
por parte del Estado para que los gastos de vivienda sean moderados frente a los 
niveles de ingreso. De ese modo,  la creación de subsidios de vivienda para los 
que no pueden costearse una vivienda puede ser una opción, junto a otras que 
permitan la financiación que concierna debidamente a las necesidades de 
vivienda. También,  se debe  garantiza la disponibilidad de materiales naturales 
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cuando éstos formen parte de las importantes fuentes de material de construcción 
de vivienda.  
 
 Seguridad jurídica de la tenencia: Se reconoce la que la tenencia puede 
presentarse de distintas formas (alquiler público y privado, vivienda en 
cooperativa, arriendo, ocupación por el propietario, vivienda de emergencia y 
asentamientos informales, ocupación de tierra o propiedad). Sin importar lo 
anterior, todas las personas deben gozar de algún nivel de seguridad legal de 




Al hacer referencia al elemento de la adecuación cultural de la vivienda, esta definición 
consagra aspectos importantes, como los siguientes: presume el reconocimiento de la 
vivienda como un espacio de construcción social, que constituye una expresión de la 
identidad cultural de las personas que allí residen; se relaciona con  el respeto y 
protección que merece la diversidad cultural, la cual debe convertirse en diversidad de 
alternativas de vivienda; además, el desarrollo y la modernización de las viviendas y de 
los servicios domésticos, no deben sacrificar las dimensiones culturales de la vivienda. 95 
 
 
La Defensoría del Pueblo resume en cuatro los componentes del derecho a la vivienda 
digna y adecuada, como lo señala la Figura 3-2. 
 
 
Figura 3-2: Componentes del derecho a la vivienda digna y adecuada. 
 
Fuente: Defensoría del Pueblo. El derecho a una vivienda digna y adecuada, en la constitución, la 
jurisprudencia y los instrumentos internacionales de derechos Humanos. 2009. 
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Los atributos del derecho a la vivienda adecuada se pueden clasificar en dos grandes 
categorías: 1. Atributos relacionados con el entorno externo a la vivienda (de naturaleza 
colectiva y pública, configurados por lo general en redes, relacionados con el entorno 
físico, ambiental y social), y 2. Atributos relacionados con la vivienda en sí misma (la 
casa de puertas para adentro, vista como un ensamblaje cuya función y disfrute es por lo 
general  de carácter privado). 96 
 
 
Según la Defensoría del Pueblo, el bloque de constitucionalidad relativo al derecho a la 
vivienda digna y adecuada está formado por las normas contenidas en los tratados 
internacionales, y por las interpretaciones que dichos tratados han tenido. En la 
Constitución Política de 1991 en su artículo 51,se dispuso vincular el derecho a la 
vivienda con un principio constitucional como la dignidad humana, para lo cual el Estado 
fijará las condiciones requeridas para hacer efectivo el derecho a la vivienda digna y 
promoverá planes de vivienda de interés social. Al asociar la dignidad humana con el 
término vivienda, se dice que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sin 
importar sus ingresos o su acceso a recursos económicos.97 
 
 
En relación con lo expuesto en cuanto a un referencial basado en un enfoque de 
derechos, como obligaciones generales del Estado en materia de vivienda digna y 
adecuada se establecen las siguientes: Las obligaciones de respeto que son deberes 
negativos, en virtud de los cuales el Estado debe abstenerse de efectuar o auspiciar 
cualquier práctica que viole el derecho a la vivienda digna y adecuada de una persona o 
de un grupo poblacional (posee tres aspectos: 1) Impone al Estado una cierta deferencia 
frente a los procesos de auto tutela, a través de los cuales las personas y las 
comunidades acceden a la vivienda. 2) Genera la prohibición de promover o permitir 
desalojos forzosos. 3) Implica la prohibición de adoptar medidas que puedan ser 
deliberadamente regresivas en materia de vivienda). Por otra parte, se encuentran las 
obligaciones de protección que se muestran como una salvaguarda del derecho a la 
vivienda digna y adecuada en relación con posibles intervenciones de terceros. 
Finalmente, las obligaciones de cumplimiento que hacen referencia a variados 
compromisos, que de forma directa o indirectamente pueden incidir en  las condiciones 
de vivienda en la población.98 
 
 
En cuanto al derecho a no ser internamente desplazado, se considera que los 
desplazamientos internos forzados son especialmente un desconocimiento del derecho a 
la vivienda adecuada, de la seguridad jurídica en su tenencia, y de la obligación estatal 
de contar con medidas eficaces contra la práctica de los desalojos forzosos.99 
 
 
Por otra parte, se plantean otras obligaciones del Estado concernientes al derecho a una 
vivienda digna y adecuada las cuales pueden clasificarse a partir de dos tipos, el primero 
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de ellos hace referencia al plazo o término relacionado con el cumplimiento de la 
obligación, estas obligaciones pueden ser de efecto inmediato y de cumplimiento 
progresivo; y el segundo corresponde al tipo de actuación que debe desempeñar el 
Estado, que incluye obligaciones de respetar, de proteger y de cumplir.100 
 
 
De conformidad con lo anterior, la Corte Constitucional principalmente en la Sentencia C-
936 de 2003 presenta lo siguiente: “la vivienda, para entenderse adecuada, debe reunir 
elementos que aseguren su habitabilidad, es decir, que la vivienda cumpla con los 
requisitos mínimos de higiene, calidad y espacio, requeridos para que una persona y su 
familia puedan ocuparla sin peligro para su integridad física y su salud.”101 En esa misma 
Sentencia, se hizo referencia al acceso con consideración especial para los grupos más 
desfavorecidos y marginados de la sociedad, así como la especial protección de las 
personas desplazadas y víctimas de fenómenos naturales. 
 
 
Por otra parte, la Corte Constitucional en la Sentencia T – 585 de 2008, hizo referencia a 
que el derecho a la vivienda digna había sido reconocido en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948,  en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y en otros instrumentos internacionales; estableciendo la evidencia 
del vínculo entre  su garantía efectiva y la dignidad humana.102 
 
 
Para el caso de la población desplazada la Corte Constitucional clarifica la 
fundamentalidad del derecho a la vivienda digna en la Sentencia T-585 de 2006, debido a 
su sustento normativo y a su relación de conexidad con garantías de tipo fundamental: 
“En efecto, como ha sido expresado por esta Corte, la población desplazada, en tanto ha 
tenido que abandonar sus viviendas y propiedades en su lugar de origen, y se enfrenta a 
la imposibilidad de acceder a viviendas adecuadas en los lugares de arribo, por carecer 
de recursos económicos, empleos estables, entre otros factores, requieren la satisfacción 
de este derecho a fin de lograr la realización de otros derechos como la salud, la 
integridad física, el mínimo vital, etc.”103 
 
 
Con respecto a la seguridad jurídica de la tenencia y la reparación integral de las 
personas que han sido víctimas del desplazamiento forzado, la Corte Constitucional en la 
Sentencia T–821 de 2007, hizo referencia al carácter fundamental del derecho a la 
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En lo que corresponde a la calidad y el entorno de la vivienda, la Corte Constitucional ha 
reconocido a las víctimas del desplazamiento forzado como sujetos de especial 
protección constitucional, y en relación con el derecho a la vivienda digna en la Sentencia 
T-025 de 2004, que declara el Estado de Cosas Inconstitucional en cuanto a la atención 
a la población internamente desplazada, incluye entre los derechos constitucionales 
fundamentales que son amenazados o vulnerados, lo siguiente:  
 
 
El derecho a una vivienda digna, puesto que las personas en condiciones de 
desplazamiento tienen que abandonar sus propios hogares o lugares habituales de 
residencia y someterse a condiciones inapropiadas de alojamiento en los lugares 
hacia donde se desplazan, cuando pueden conseguirlas y no tienen que vivir a la 
intemperie. En relación con este derecho, los Principios 18 y 21 establecen criterios 
mínimos que deben ser garantizados a la población desplazada a fin de proveerles 





Posteriormente la Corte constitucional de manera similar se pronunció mediante la 
Sentencia T-754 de 2006, estableciendo que en el caso de la población desplazada, el 
derecho a una vivienda digna adquiere una mayor dimensión. 
 
 
Como la garantía del derecho a la vivienda digna también implica una respuesta 
favorable del Estado frente a los desalojos forzosos, de los cuales muchas veces son 
objeto las personas desplazadas, se manifiesta que las personas víctimas de este hecho 
(ya sea generado por la actuación del Estado o de particulares), “tienen derecho a que el 
Estado restablezca el disfrute del derecho a una vivienda digna y adecuada.”105 Esto 
implica que los de desalojos, en cumplimiento de lo establecido por el Comité de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales - Observación General No. 7; no deberían 
ocasionar que las personas se queden sin vivienda o expuestas a violaciones de otros 
derechos humanos.  
 
 
Mediante la jurisprudencia de la Corte Constitucional, frente a la condición de la 
población desplazada, se han hecho diferentes pronunciamientos que demandan el 
aseguramiento de un acceso preferente de esta población a los recursos para el goce 
efectivo del derecho a la vivienda (Sentencias T-602 de2003, T-025 de 2004, T-585 de 
2006, T-966 de 2007). Esto tiene aún más importancia al considerar que “La generación 
de ingresos y la vivienda se encuentran dentro de los de mayores niveles de asociación 
con el resto de derechos, lo cual ratifica aún más la agrupación de éstos dentro del 
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En lo que respecta a la adecuación cultural de la vivienda para las víctimas del 
desplazamiento forzado, la Corte Constitucional ha hecho referencia, entre otros,  a la 
necesidad de atender lo establecido en la Observación General No. 4 del Comité de 
DESC (Sentencia T–585 de 2006,  Sentencia T-057 de 2008). 
 
 
Como se ha visto, el carácter fundamental del derecho a la vivienda digna se enfatiza 
cuando se hace referencia a la población víctima del desplazamiento forzado ya que, 
cuenta no sólo con desarrollos normativos sino con un estrecho vínculo con la 
satisfacción de otros derechos considerados abiertamente como fundamentales. Con 
respecto a los planteamientos de la Corte se reconoce “que la población en situación de 
desplazamiento, en tanto ha tenido que abandonar sus viviendas y propiedades en su 
lugar de origen, se enfrenta además a la imposibilidad de acceder a viviendas adecuadas 
en los lugares de arribo, por carecer de recursos económicos, empleos estables, entre 
otros factores, que requieren la satisfacción de este derecho a fin de lograr la realización 
de otros derechos como la salud, la integridad física, el mínimo vital, etc.”107 
 
 
Como lo expresa María Mercedes Maldonado, “La vivienda constituye una necesidad del 
ser humano, la de protección de las condiciones del medio exterior y, al mismo tiempo, la 
de contar con un espacio que le permita desarrollar una serie de actividades cotidianas 
que corresponden al ámbito de la intimidad…Se trata de un bien fijo en el espacio, 
durable y visible, razón por la cual tiene un componente muy especial a nivel formal, 
cultural y simbólico, y una participación importante en la construcción de identidad.”108 
Así, la vivienda conlleva a la mixtura e interacción social y se relaciona con el 
ordenamiento del territorio109y la configuración del espacio, y está vinculada, como 
también lo menciona Gloria Naranjo,  a la construcción de la ciudad.  
 
 
El desplazamiento forzado como resultado del conflicto armado produce especialmente 
desarraigo, llevando a la ruptura en la base de los vínculos con el entorno en que se 
existe como ser humano, por ello se reconoce “que la vivienda como hábitat es el factor 
más importante para superar el desarraigo y reconstruir esos lazos, sobre todo cuando la 
decisión del desplazado es permanecer en el lugar a donde llega, como ocurre en la 
mayoría de los casos.” 110 
 
 
Así, considerando el artículo 93 de la Constitución Política, los derechos constitucionales 
deben interpretarse de acuerdo con los tratados sobre derechos humanos ratificados por 
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el país. En ese sentido, Colombia ratificó el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, y por ello está en la obligación de cumplir con él y con las Observaciones 
Generales que adopte el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas; especialmente con la Observación General No. 4, relacionada con el 
derecho a una vivienda adecuada. 
 
4. El referencial de mercado y la política para 
la adquisición de vivienda urbana por parte 
de la población víctima del desplazamiento 
forzado 
Antes de presentar el referencial de mercado existente en la política de vivienda, se hace 
un breve recorrido sobre lo que ha sido en general la política pública dirigida a las 
víctimas del desplazamiento. Se puede identificar que a mediados de los noventa aún la 
gravedad y dimensión del problema del desplazamiento forzado eran atribuidas por los 
gobernantes a causas únicamente económicas o de desastres naturales, no se reconocía 
el papel que jugaba el conflicto armado en dicho problema, “La negación del problema 
iba de la mano con la inexistencia de políticas públicas.”111 Fue solo hasta septiembre de 
1995 que el gobierno nacional reconoció mediante el Documento CONPES 2804 el 
vínculo tan cercano que existía entre el desplazamiento y la violencia, así como la 
urgencia de responder al mismo por ser un tema humanitario que debía estar presente 
en la agenda pública, para que fuera materializado en una alternativa política.  
 
 
En este sentido es importante retomar lo expresado por María Clara Echeverría, ya que 
el territorio es entendido como un espacio de poder, conflicto, y  cambio, en el cual se 
insertan distintos intereses, actores y recursos. Adicionalmente, Ana María Ibáñez y 
Gloria Naranjo, mencionan la relevancia de establecer la conexión entre el 
desplazamiento y las violaciones al Derecho Internacional Humanitario; e identificar la 
vulnerabilidad psicosocial, cultural y política de la población que ha padecido la violación 
sistemática de sus derechos. 
 
 
Así, en lo que pudiera considerarse una respuesta institucional al problema del 
desplazamiento forzado por el conflicto armado, mediante el Decreto 489 de1999 se 
facultó a la Red de Solidaridad Social como coordinadora del Sistema Nacional de 
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia (SNAIPD); y a través del 
Decreto 1547 de 1999 el Fondo Nacional de Atención a la Población Desplazada y el 
Registro Nacional para la Población Desplazada, pasaron del Ministerio del Interior a 
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dicha Red. La Red de Solidaridad Social tenía a cargo acciones de prevención, 
protección, atención humanitaria, acompañamiento al retorno y la reubicación, para la 
población desplazada y en riesgo de desplazamiento.112 
 
 
A pesar del reconocimiento de la problemática del desplazamiento forzado, César 
Rodríguez Garavito y Diana Rodriguez Franco, muestran que el análisis realizado para 
“el período comprendido entre los años 1995 y 2004 permite concluir que esos diez años 
fueron una etapa embrionaria de reconocimiento de la problemática y formulación de 
normas y políticas para atenderla. La eficacia de estos esfuerzos iniciales fue baja. 
Además, continuó aumentando la brecha entre la oferta de programas y acciones 
estatales efectivas y la demanda de programas de prevención, atención y 
restablecimiento a la población desplazada.”113 
4.1 El referencial de mercado y la política de vivienda 
para la población desplazada 
Bajo el contexto mencionado en el ítem anterior, y atendiendo a la noción que se tiene 
del referencial global del mercado, en esta parte se muestra cómo el sector vivienda 
estructura una imagen que lo delimita y le permite imponerse atendiendo a las normas 
bajo las cuales opera, reflejando una visión del mundo y una idea particular del problema.  
 
 
En lo que puede considerarse la expresión misma del referencial sectorial de mercado 
que ha logrado imponerse en la política de vivienda para la población víctima del 
desplazamiento forzado (visto en particular para el periodo 2007-20011), Maldonado 
hace referencia a dificultades presentes a la hora de garantizar el acceso efectivo a una 
vivienda digna a dicha población, pese a ciertos esfuerzos realizados (agilización de 
trámites, la flexibilización de requisitos y un aumento de recursos); así, es posible 
evidenciar “limitaciones estructurales de la política de vivienda de interés social que se 
aplica en nuestro país desde comienzos de la década de los noventa del siglo pasado. 
Dicha política, estuvo basada en el otorgamiento de subsidios directos a la demanda, 
combinado con créditos bancarios y el ahorro familiar para que, en el marco de 
condiciones de mercado, se mejore la capacidad de pago de la población de bajos 
recursos y así se estimule la producción privada de vivienda de bajo precio.”114 
 
 
En el artículo 51 de la Constitución Política de 1991 se determinó que todos los 
colombianos tiene derecho a vivienda digna (derecho vinculado a otros complementarios 
y que mostraba un avance en cuanto a la función social de la propiedad, desarrollo 
urbano, y de disfrute del medio ambiente), pero con la Ley 3ª de 1991, se dio un cambio 
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sustancial de un modelo de oferta a uno por demanda en materia de vivienda. “Por más 
de setenta años los distintos gobiernos enfocaron y atendieron la oferta de la vivienda en 
Colombia. Todo cambió a partir de 1991 con la expedición de la ley 3ª(por la cual se crea 
el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, se establece el subsidio familiar de 
vivienda, se reforma el Instituto de Crédito Territorial, ICT, y se dictan otras 
disposiciones), con una política de “Vivienda de Interés Social” que se transformó a un 
esquema de demanda, es decir, el Estado dejó de construir viviendas, otorgar créditos 
subsidiados y pasó a regular el mercado y entregar subsidios. El mismo año, y en un 
hecho paradójico, mientras la nueva Constitución definía la vivienda como un derecho, el 
gobierno determinaba entregarla al mercado y convertirla en mercancía.”115 
 
 
Esto es una clara muestra de cómo el referencial global de mercado se inserta en el 
sector vivienda, estableciendo una relación global – sectorial que define al mercado como 
la variable clave que determinará las condiciones de elaboración e implementación de 
una política. Desde la mirada de Saskia Sassen, se visibiliza el orden institucional 
particularmente privado que asume el sector vivienda, ya que es una muestra de la 
privatización de lo que hasta el momento había estado en el sector público. 
 
 
Así, frente a la obligación del Estado y de la sociedad colombiana en cuanto a asegurar 
una vivienda digna, mediante acciones para quienes afrontan situaciones de 
vulnerabilidad, se identifican obstáculos que son especialmente fuertes en la política 
dirigida a la población desplazada, los cuales son:  
 
 
1. La concepción misma de la política de vivienda de interés social que se ha 
venido aplicando en el país desde principios de la década de los noventa, que se 
constituye en una condición estructural de exclusión de los hogares más pobres o 
en mayores condiciones de vulnerabilidad. 2. La debilidad de la actuación 
municipal en un campo que es de su resorte y que es esencial para asegurar una 
oferta de vivienda accesible a los grupos de menores ingresos y, particularmente, a 
la población vulnerable: el ordenamiento territorial y la regulación de los usos del 
suelo. 3. Complementario de los dos primeros, los vacíos en la precisión de las 




En cuanto a los rasgos principales del enfoque y la evolución de la política de vivienda de 
interés social, el primero de ellos hace referencia al enfoque y el objetivo central, ya que 
no se entiende como una política social sino una de promoción económica, más 
específicamente del sector de la construcción, atendiendo al rol que se le atribuye como 
dinamizador de la economía; poniendo énfasis, más que en las condiciones, 
capacidades, y el derecho de la  población, en la “la inserción del sector de la 
construcción en este segmento del mercado, a través de la “habilitación” de la demanda 
o mejoramiento de la capacidad adquisitiva de la población con menores recursos. Se 
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trata, además, de una política centrada en la vivienda como producto terminado, por lo 
general de producción en serie y en el acceso a la propiedad.”117 
 
 
Desde Saskia Sassen, esto refleja un dominio especializado y el tránsito de la lógica del 
mercado dentro de la esfera pública, y deja entrever al sector de la construcción como 
uno de los llamados mediadores de Muller, ya que son ellos los que buscarán liderazgo y 
hegemonía en el sector vivienda. 
 
 
Continuando con el segundo caso, se trata de la instauración de mecanismos de 
mercado en la política, vistos como subsidios directos a la demanda, acompañados de 
créditos, que pretenden mejorar la capacidad adquisitiva de ciertos hogares, pero que en 
esencia se entienden como estímulo para la producción privada de vivienda de interés 
social; haciendo que cada beneficiario tenga la opción de seleccionar libremente la mejor 
oferta de vivienda en el mercado.118 No obstante, la política ha llevado a la exclusión de 
quienes tienen menores recursos o son más vulnerables, debido a que el sector privado 
casi siempre ha centrado su interés en sectores que le brindan mejores garantías, sin 




Lo anterior guarda estrecha relación con los términos trabajados por David Harvey, ya 
que es posible notar el individualismo que sirve de idea para definir los algoritmos u 
operadores bajo los cuales se orienta la acción pública, en especial cuando se establece 
que el mercado es garante de la propiedad privada y de la libertad de elección. 
 
 
Este referencial del mercado se basa en la baja eficacia para estimular la producción de 
vivienda de interés social, en especial la de menor precio (interés prioritario) por parte de 
agentes privados formales; al igual, que desatiende el fortalecimiento de mecanismos 
comunitarios y cooperativos o de autogestión que en cierta forma existían antes. Otro 
fundamento es el acceso al crédito, pero como se resalta en este trabajo,  en la política, 
se presentan dificultades para obtener crédito bancario por parte de los beneficiarios de 
menores ingresos, especialmente al no contar con un vínculo laboral, lo que dificulta el 
cierre financiero (ahorro + crédito + subsidio) e imposibilita la utilización efectiva del 
subsidio por parte de la familia beneficiaria de una asignación; y aun contando con un 
cierre financiero, se puede presentar una falta de oferta acorde y suficiente de vivienda 
posible en precio y con adecuadas condiciones de habitabilidad.119 
 
 
Desde una revisión que se acerca a lo que Muller denomina el referencial, Luis Fernando 
Fique Pinto establece que la política de vivienda ha limitado su alcance a hacer la 
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Maldonado, ¿Cómo garantizar el derecho a la vivienda?, 155. 
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 “Así las cosas, está atrapada en un enfoque conceptual con poco margen de acción; insistir en los estímulos al sector 
privado, ya sean constructores o prestamistas, fondos inmobiliarios o arrendadores”. Maldonado, ¿Cómo garantizar el 
derecho a la vivienda?, 155. 
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administración del subsidio, buscando la eficaz colocación de sus  recursos con dos 
objetivos: “como instrumento de fomento a la actividad económica de la construcción y 
como instrumento de legitimación política de los gobiernos ante presiones generadas en 
situaciones de tensión social.”120 También, muestra como el objetivo de lograr una 
vivienda digna y adecuada solo aparece de manera protocolaria en las exposiciones de 
motivos y en los discursos que promocionan las normas como una política de vivienda, lo 
que aplicaba perfectamente a los planteamientos que se promulgaban para la población 
desplazada y muestra como la política se apartaba del enfoque de derechos. 
 
 
Al respecto, llama la atención la reflexión que realiza Fique Pinto, en la cual señala como 
las normas no contienen ciertos temas sobre los cuales en ellas no se habían tomado 
decisiones; señalando a su vez el impacto negativo que estas ausencias (o no 
decisiones) tenían en la calidad y asequibilidad de la vivienda; ya que eran menos las 
actuaciones que se habían regulado frente a las que se les había abierto espacio, 
disponiéndolas a la libre competencia en el mercado. Se argumenta que las causas de 
las ausencias que se detectan están asociadas al interés en favorecer la producción 
privada en el mercado y el desinterés en la intervención de las dinámicas espontáneas 
del desarrollo de tipo urbano, considerados mutuamente complementarios.121 
 
 
Retomando a Harvey, es posible ver la influencia de los intereses de las empresas en los 
intereses del Estado, ya que la administración pública ha definido las normas para 




El análisis realizado por Fique Pinto en cuanto a lo no decidido en la política pública de 
vivienda, se resume en la Tabla 4-1: 
 
 
Tabla 4-1:.Ausencias en materia de Política Pública de Vivienda de Interés Social. 
Tipo Ausencias 
Desarrollo del sector habitacional 
El interés real en la obtención de calidad- 
habitabilidad en la vivienda y su entorno. 
El real reconocimiento y fomento de las 
diversas formas de producción de la vivienda y 
su entorno, diferentes a la producción privada. 
El reconocimiento y desarrollo de formas 
alternativas de tenencia a la adquisición por 
compra (alquiler, leasing, cooperativas).
122
 
El interés por el conocimiento y/o desarrollo de 
otros instrumentos de manejo habitacional 
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 Fique, “La política pública de vivienda en Colombia,” 78. 
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 Fique, “La política pública de vivienda en Colombia,” 84 - 5. 
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“algunas de las cuales han empezado a elaborarse después de los años noventa, solo centradas en sus aspectos 
jurídicos y financieros, con el fin de ampliar el mercado a nuevos sectores de demanda y de garantizar las inversiones que 
pudieran realizarse en ellos”. Fique, “La política pública de vivienda en Colombia,” 85. 
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Tipo Ausencias 
(dado la  acción estatal mediante la 
implementación de un único instrumento: el 
subsidio a la demanda). 
Intervención pública integral en la situación de 
producción y distribución 
Las decisiones que dispongan la intervención 
pública integral del mercado en los factores que 
definen el precio de la vivienda (suelo, costos 
de producción y promoción). 
Decisiones tendientes a la creación de 
situaciones de competencia de oferta en el 
mercado centrada en la calidad como factor de 
competencia. 
El conocimiento y desarrollo de formas 
alternativas de regulación técnica de la 
producción (Formas de regulación alternativas 
a la concepción de la norma mínima, que la 
oferta ha terminado adoptando como máximo). 
Fuente: Elaboración propia. Información tomada de Fique Pinto, Luis Fernando. La política pública de 
vivienda en Colombia, conflicto de objetivos. 2008. 
 
 
En relación con lo trabajado por Muller, en cuanto al referencial de una política pública 
que se sustenta en un conjunto de normas, imágenes y valores; Fique Pinto sostiene: "Es 
precisamente en este punto donde nuestra política pública nacional en vivienda se 
articula con paradigmas externos de corte netamente económico, transferidos a nuestra 
realidad mediante el discurso del desarrollo (inicialmente desarrollo a secas y ahora 
desarrollo sostenible), del cual solo se ha obtenido ocasionalmente un crecimiento 
económico poco equitativo y sostenible.”123 
 
 
Se puede decir, en el sentido expuesto por Harvey, que los Estados terminan sumidos en 
la lógica de la competencia, y se ven obligados a ofrecer condiciones de infraestructura 
que beneficien al capital, y en algunos casos llegan a perder el dominio político sobre el 
capital y terminan dependientes del mismo. 
4.2 Modalidad de acción y mediadores del referencial de 
mercado en la política de vivienda urbana para la 
población desplazada 
Para reglamentar la Ley 387 de 1997 se expidió el Decreto 2569 del 2000, determinando 
a la vivienda como uno de los componentes de los programas de estabilización 
socioeconómica, que junto con el componente de tierra serían implementados por medio 
de los sistemas definidos por el Banco Agrario, el Instituto Nacional de Vivienda de 
Interés Social y Reforma Urbana - INURBE (que actualmente corresponde al Fondo 
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Nacional de Vivienda - FONVIVIENDA),124 y el Instituto Colombiano de la Reforma 
Agraria - INCORA (hoy Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - INCODER); quienes 
podrían recibir apoyo de la Red de Solidaridad Social como coordinadora del SNAIDP.  
Según lo menciona la Contraloría, en su informe de Auditoría a la política pública para el 
desplazamiento forzado por la violencia, componente de estabilización socioeconómica: 
“La falta de coordinación institucional lleva a la Corte Constitucional a pronunciarse con 
Sentencia SU -1150 del 2000 y a establecer que, en razón del problema político y social 
que representa el fenómeno del desplazamiento, debe ser el Presidente de la República, 
en razón a su carácter de Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad 
Administrativa, quien asuma de forma directa la atención de la deficiencias que mostró el 
SNAIPD. En respuesta a la sentencia de la Corte, se expide el Documento CONPES 
3115 de 2001, que en su tercera recomendación, nuevamente destaca que, pese a los 
avances en la coordinación para la prevención, atención y restablecimiento de la 
población desplazada, “continúan los problemas de dispersión e insuficiente asignación 
en programas generales y específicos para atender el fenómeno del desplazamiento”.”125 
 
 
Como una modalidad de acción y disponiendo nuevas condiciones para el subsidio y el 
procedimiento de su aplicación como medio de acceso a la vivienda por parte de la 
población desplazada, el gobierno nacional expidió el Decreto 951 de 
2001,126reglamentando parcialmente las Leyes 3ª de 1991; y la Ley 387 de 1997. 
 
 
En términos generales, a partir de 1999 y hasta 2007, el subsidio familiar de vivienda 
como instrumento de política se otorga en salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(SMMLV), según el tipo de vivienda, y se identifica exclusivamente por su valor. A partir 
2007 y hasta 2009, mediante el Decreto 4466 de 2007, se definió que la Vivienda de 
Interés Social (VIS) correspondía a la solución de vivienda cuyo coste máximo era de 135 
SMMLV, y se incluyó la definición de Vivienda de Interés Social Prioritario (VIP), 
entendida como aquella cuyo coste máximo era de 70 SMMLV. 
 
 
Posteriormente la Corte Constitucional mediante sus pronunciamientos (especialmente 
los Autos 008 de 2009, 383 de 2010, y 219 de 2011), determinó “que el acceso a la 
vivienda digna no se refiere exclusivamente a la financiación de la propiedad sobre la 
vivienda, sino que debe entenderse como un bien familiar que requiere un espacio 
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Fue creado mediante el Decreto 555 de 2003, y su objeto es consolidar el Sistema Nacional de Información de Vivienda 
y ejecutar las políticas nacionales en materia de vivienda de interés social urbana, especialmente, las orientadas a la 
descentralización territorial de la inversión de los recursos destinados a la vivienda de interés social. 
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 Contraloría General de la República, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento forzado por la violencia, 
componente de estabilización socioeconómica, subcomponentes de vivienda, tierras, y generación de ingresos, 2007-
2011(Bogotá: Contraloría General de la República, 2012), 44. 
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 “En concreto, el Decreto 951 de 2001, que reglamenta parcialmente las leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo 
relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población desplazada, establece ciertas reglas para la 
asignación de subsidios, así como las funciones y responsabilidades de las distintas entidades públicas en la materia. Este 
decreto aclara que el subsidio familiar de vivienda es un aporte estatal en dinero o especie otorgado por una sola vez a los 
hogares. Presupone tanto la proyección de un esquema de subsidio a la demanda de vivienda rural y urbana como la 
estipulación de incentivos que involucren a la población desplazada en proyectos de ampliación de cobertura, 
alcantarillado y saneamiento básico, que beneficien a toda la población y sean apoyados a través de fondos especiales”. 
Universidad del Rosario, Derechos humanos de la población desplazada en Colombia, 58 - 9. 
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determinado, en el cual se desarrollan y realizan los procesos propios de la sociedad. Por 
tal razón, las características y las condiciones de éste, que cualifican su dignidad y 




A través del Auto 116 de 2008 la Corte Constitucional aceptó la batería de indicadores de 
Goce Efectivo de Derechos de la Población Desplazada, entre ellos los correspondientes 
a vivienda, incluyendo los atributos del derecho a la vivienda digna. “Posteriormente, en 
el Auto 008 de 2009, luego de una evaluación de los distintos informes de las 
instituciones que constituyen el SNAIPD, la Corte Constitucional ordena reformular una 
serie de políticas públicas para la atención de la población desplazada, entre ellas las de 
tierras y vivienda, siendo la orden 7ª del Auto específica para el caso de vivienda. La 
reformulación se plantea, no sólo por el rezago mostrado, sino porque el diseño como 
está definido amenaza con perpetuar el estado de cosas inconstitucional. Esta 
reformulación supone al menos “(i) la definición de los lineamientos que orientarán la 
nueva política, (ii) el diseño de la política y el establecimiento de los medios para su 
instrumentalización, (iii) la definición de un cronograma para su ejecución, y (iv) su 
implementación y seguimiento”.”128 
 
 
Desde la perspectiva de Muller, es posible evidenciar a la Corte Constitucional como un 
mediador clave, ya que intenta influir en la visión que se tiene del problema, para 
confrontar un referencial del mercado basado en la financiación de la propiedad de la 




Como señala la Contraloría, al ser necesaria una redefinición de la política según el Auto 
008 de 2009, mediante la Ley 1190 de 2008 se ordena la constitución de mesas de 
trabajo, compuestas por las entidades pertenecientes al SNAIPD, para ejecutar la 
evaluación y diseñar el plan de acción de la política de atención a la población 
desplazada (abreviada como PD). Así, se constituyó la Mesa Interinstitucional de 
Vivienda, donde estaban los mediadores institucionales (como se refiere Muller a los 
actores que inciden en la política), en la que participaron el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial - MAVDT, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural - 
MADR, Acción Social y el Departamento Nacional de Planeación - DNP. En lo que 
expresa la Contraloría, la reformulación tuvo la siguiente hipótesis: “la actual política de 
vivienda resulta insuficiente para garantizar el GED y para generar una oferta adecuada a 
                                               
 
127
 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 45. 
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 “La Corte manifiesta en el citado auto que “[…] la política de vivienda para la población desplazada, tal y como está 
concebida desde hace una década, no es idónea para garantizar a los desplazados el derecho a la vivienda digna,…” 
debido a que constituye un “…mecanismo ineficiente en términos de la adecuada destinación de recursos para la ayuda de 
esta población, y al mismo tiempo idóneo para la protección del goce efectivo de sus derechos.”” Contraloría, Auditoría a la 
Política Pública para el desplazamiento, 48 - 9. 
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la demanda de los hogares en situación de desplazamiento, en términos de cobertura, 
integralidad, accesibilidad y reconocimiento de la vulnerabilidad de la PD.”129 
En la reformulación realizada se asumía que de la anterior política existían elementos 
que revelaban avance: el esquema de distribución regional de recursos, el esquema para 
selección de hogares, la concurrencia de recursos (municipios y departamentos 
complementaban los recursos nacionales, y organizaciones no gubernamentales que se 
asociaban a esos procesos), esfuerzo fiscal, flexibilidad en la oferta de soluciones  
(distintas modalidades de solución para los hogares como vivienda usada, vivienda 
nueva, mejoramiento, arrendamiento); y optimización del esquema de ejecución.130 Como 
puede verse, eran varios los aspectos considerados avances, lo que contradecía en parte 
las consideraciones de la Corte Constitucional, quien en el Auto 008 de 2009 había 
manifestado rezago en materia beneficios y advertía que el diseño de la política como 
estaba determinado podía reproducir el ECI. 
 
 
Como parte de los lineamientos o directrices que se establecieron para orientar a las 
entidades responsables de la política de vivienda para la población desplazada, se tenía 
como objetivo general “Garantizar la observancia al derecho a la vivienda adecuada a la 
PD de manera progresiva, en consideración con sus condiciones culturales y de 
vulnerabilidad, a través de instrumentos que permitan avanzar en la satisfacción del goce 
efectivo de los derechos.”131 También, se manifestaba que la política debía estar 
fundamentada en los principios de progresividad e integralidad, y efectuarse como un 
proceso continuo y que requería del esfuerzo conjunto entre hogares, autoridades 
departamentales, municipales y gobierno nacional; y se agregaba que “El concepto de 
solución habitacional deberá ser entendido como el reconocimiento del justo título, el 
mejoramiento del entorno y la cultura del ahorro, que posibilita desarrollo sostenible y 
progresivo de la vivienda.”132 
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“Para resolver lo anterior se identificaron 4 ejes problemáticos: “•Eje problemático 1: Deficiente articulación entre la 
Política de Vivienda para Población Desplazada – PVPD con la oferta del SNAIPD y débil aplicación del principio de 
progresividad en el proceso de estabilización de los hogares.  •Eje problemático 2: El enfoque de la política de vivienda 
actual no reconoce suficientemente la vulnerabilidad de la población en situación de desplazamiento y no ha desarrollado 
todos los instrumentos que permitan garantizar el goce efectivo de los derechos.  •Eje problemático 3: Debilidad en la 
gestión institucional nacional y local La atención a la PD en materia de vivienda afronta también dificultades asociadas con 
la 
capacidad de gestión de las entidades nacionales y locales vinculadas al SNAIPD; situación que no permite garantizar 
acceso oportuno y calidad en la solución de vivienda.  •Eje problemático 4: La población en situación de desplazamiento 
enfrenta altos costos de transacción en la materialización de una solución de vivienda”.  Contraloría, Auditoría a la Política 
Pública para el desplazamiento, 49.
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Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 49-50.
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  En lo que respecta a los objetivos específicos, la Contraloría menciona que estos fueron: “• Mejorar la articulación de la 
política pública de vivienda para PD, a través del fortalecimiento de los sistemas de información, la comunicación entre las 
entidades del SNAIPD. • Adecuar los instrumentos de la política de vivienda a las condiciones específicas de vulnerabilidad 
de la PD y los grupos poblacionales que la componen. • Fortalecer las capacidades de las instituciones del nivel nacional 
para que ejerzan un rol más activo en la implementación de la PVPD y el papel de las entidades territoriales como sus 
ejecutores, a partir de la dinamización de las herramientas de gestión y la adopción de un sistema efectivo de incentivos.                    
• Minimizar los costos de transacción, tanto en las barreras de acceso para la PD, así como en los trámites asociados en 
los que incurren los actores que intervienen en la materialización de una solución de vivienda”. Contraloría, Auditoría a la 
Política Pública para el desplazamiento, 50. 
132
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Según lo anterior, en el planteamiento formal se denotaba una cierta orientación hacia el 
referencial (sectorial) de enfoque de derechos, al considerar elementos del derecho a la 
vivienda digna como la seguridad jurídica de la tenencia, gastos soportables en cuanto al 
ahorro, las condiciones de lugar; y la progresividad e integralidad como principios de la 
política. Como lo muestra la Contraloría, se definieron lineamientos de política que tenían 
cierta integralidad, así:  
 
 
I. Para mejorar la articulación de la política pública de vivienda entre los 
componentes de la política pública de atención integral a la PD era necesario 
fortalecer los sistemas de información, la comunicación entre las entidades del 
SNAIPD y la continuidad de las intervenciones, de manera que se brinde una 
atención integral, sostenible y progresiva…II. Para garantizar el GED de manera 
progresiva, integral y focalizada en materia de vivienda, se adecuarán o diseñarán 
los instrumentos de la política teniendo en cuenta las condiciones específicas de 
vulnerabilidad de la PD y de los grupos poblacionales que la componen y el papel 
de los agentes privados y la sociedad civil organizada en el mercado 
habitacional…III. Para fortalecer las capacidades de las instituciones del nivel 
nacional y su rol en la implementación de la PVPD y el papel de las entidades 
territoriales como sus ejecutores se requiere dinamizar las herramientas de gestión 
y adoptar un sistema efectivo de incentivos…IV. Para disminuir los costos de 
transacción, se eliminarán gradualmente las barreras de acceso que tiene la PD, 
así como los trámites asociados en los que incurren los actores que intervienen en 
la materialización de una solución de vivienda.133 
 
 
Concretando la modalidad de acción, según los lineamientos diseñados para la política 
de vivienda, se constituyó una institucionalidad nueva, en donde las entidades principales 
encomendadas de establecer la política fueron el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio - MVCT y el MADR, y las instituciones de administración, como otorgantes de 
los subsidios, fueron FONVIVIENDA y el Banco Agrario de Colombia.134 
 
 
En lo que corresponde al presupuesto, la política determinó una distribución de los 
recursos para la vivienda para población desplazada que comprendía dos bolsas, la 
primera de Subsidio Familiar de Vivienda –SFV del 80%,135 y la segunda de Promoción 
de Demanda y Oferta del 20%. También, se planteó un incremento del valor del SFV del 
20%, al fijarlo en 30 SMMLV, tanto para vivienda urbana como rural.136 La Contraloría 
aclara que “el tema de “Promoción y Oferta” se refiere a los recursos que el Gobierno 
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Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento,  51 - 3. 
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 “Adicionalmente, se crea el Grupo de Política de Vivienda para la Población Desplazada –GPVPD-, al que se le 
asignaron las funciones de “planeación y coordinación con las otras entidades del SNAIPD, el estudio de la evaluación 
institucional, la planeación estratégica y el seguimiento y evaluación de la política.”…Como parte de la consolidación del 
sistema de información se finalizaría el Sistema para administrar los SFV y, en el cual, el MVCT enlazaría el Sistema 
Nacional de Información de Vivienda”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 53. 
135
Desde 1999 se limitó el uso del subsidio para la compra de vivienda nueva, luego desde 2004 a los desplazados, 
víctimas de atentados terroristas o desastres naturales les era permitido usar el subsidio para compra de vivienda usada. 
Posteriormente, el Decreto 2190 de 2009 hizo que los subsidios, otorgados por Fonvivienda, pudieran usarse para obtener 
vivienda nueva o usada. Contraloría, Vivienda Social en Colombia, 284. 
136
 Este monto finalmente fue aprobado mediante el Decreto 4729 del 23 de diciembre de 2010. 
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Nacional en conjunto con las entidades territoriales apropiará, para que sean destinados 
a la formulación, diseño y pre-factibilidad de los proyectos de vivienda.”137 
 
 
En lo que respecta al Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010 “Estado Comunitario: 
Desarrollo para Todos”, en su capítulo 2, “Defensa y Seguridad Democrática”; en cuanto 
al desplazamiento forzado, derechos humanos y reconciliación, y en relación con los 
requerimientos de la Corte Constitucional de la Sentencia T-025 de 2004 y sus 
concernientes Autos, se proyectaron $4,3 billones para atender a la población 
desplazada en el periodo 2007-2011, lo que incluía lo correspondiente al presupuesto de 
la Nación y entidades territoriales. De ese modo, según lo expuesto por la Contraloría, 
para alcanzar lo proyectado se planteó un cronograma presupuestal para el respectivo 
periodo en el que las entidades del SNAIPD contribuirían con $3,5 billones y las 
entidades territoriales con $797.594 millones.138 En lo que concierne a la vivienda urbana 
“el PND proyectaba que: “Existirá prelación, por parte de las instancias gubernamentales, 
en la definición del gasto público social destinado a la atención gradual y progresiva de 
dicha población, de manera que se pueda desarrollar políticas que faciliten y estimulen la 
integración de recursos definidos por el Gobierno Nacional, las Entidades Territoriales, 
los organismos de cooperación internacional y el sector privado”.”139 
 
 
En lo que podía considerarse como un esfuerzo presupuestal, se determinó que se 
asignaría al menos el 33% de los recursos del sector en subsidios para la PD de la 
ejecución correspondiente a la política de vivienda, y se determinó como meta reducir el 
déficit cuantitativo y cualitativo causado por el desplazamiento forzoso en al menos 
40.000 soluciones de vivienda urbana.140 
 
 
Por otra parte, en el Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014 “Prosperidad para Todos”, 
en el Capítulo IV, Igualdad de Oportunidades para la Prosperidad Social del PND 2010-
2014; se determinó que “Las políticas de Vivienda y Generación de Ingresos son el eje 
fundamental para lograr el restablecimiento social y económico de la PD, y la Política de 
Restitución de Tierras y Territorios, al reparar el abandono y despojo, contribuirá 
significativamente a este objetivo. Para este fin, se tendrán en cuenta las políticas 
reformuladas y los ajustes que se incluyan para el logro de sus objetivos. Las acciones 
que se implementen deben estar articuladas y desarrolladas en el marco del retorno o la 
reubicación teniendo en cuenta diferencias de los territorios, tiempos de implementación 
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Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 54. 
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“En el componente de Estabilización Socioeconómica se proponía: “promover acciones y medidas de mediano y largo 
plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la PD en el marco del retorno 
voluntario al lugar de origen; la reubicación espontánea, entendida como la estabilización en un lugar diferente a su lugar 
de origen; o bien, la decisión de quedarse en el sitio inicial de llegada”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el 
desplazamiento, 55. 
139
Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 55. 
140
 Tomando como fuente el informe de Rendición de Cuentas del Gobierno Nacional al Congreso en 2010, la Contraloría 
menciona que: “en relación con los subsidios para vivienda de interés social (VIS) urbana a la población desplazada, entre 
agosto de 2002 y junio de 2010 se asignaron 98.424 a través de la bolsa de desplazados de FONVIVIENDA, más 18.500 
en el marco de otros programas para un total de 116.924 subsidios, por un valor cercano a un billón de pesos, 
sobrepasando los 61.446 subsidios”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 155 - 6. 
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y necesidades de la PVDFV.”141 También, expresamente para el derecho a la vivienda 
digna se mencionaba:  
 
 
Con el fin de garantizar este derecho se realizarán las siguientes acciones en 
vivienda urbana: (1) ejecución de los subsidios asignados en las convocatorias del 
2004 y 2007 y no aplicados aún; (2) acceso al Programa de Subsidio Familiar de 
Vivienda Urbana para la Población Desplazada que aún no han sido beneficiaria de 
la oferta y cuya voluntad es el retorno o la reubicación urbana, a partir de los 
instrumentos y la institucionalidad que la política reformulada propone para tal fin.142 
 
 
En el anterior sentido se pretendía dar cumplimiento a lo exigido en el Auto 008 de 2009, 
en el marco de los lineamientos de política que fueron mencionados previamente, 
dejando presente que las acciones estarían supuestamente encaminadas a garantizar 
una vivienda digna y se articularían las políticas de vivienda, generación de ingresos y 
restitución de tierras, en el marco del retorno o la reubicación, para el restablecimiento 
social y económico de la población víctima del desplazamiento forzado. 
 
 
La asignación de recursos dentro del plan plurianual para el periodo 2010 – 2014, se 
estimó según la inversión que provendría de distintas fuentes, así, para la población 
desplazada se proyectó que sería de $7,95 billones, de los cuales al gobierno nacional le 
correspondían $5,02 billones, a las entidades territoriales $2.29 billones, y al sector 
privado $634 mil millones. El gobierno se planteaba como objetivo de la política dirigida a 
la “atención a la población desplazada e indicador estratégico, que “la población que 
logrará la superación de vulnerabilidad ocasionada por el desplazamiento” sería de 
260.000 familias…Para el periodo 2010 – 2014, como meta general se establece que 
71.249 hogares tendrán vivienda urbana digna. La línea de base son 113.000 viviendas 
en manos de la población desplazada.” 143 
 
 
Retomando el trabajo realizado por la Contraloría General de la República, auditoría 
iniciada el 28 de febrero de 2012, es posible observar como en la política de vivienda de 
población desplazada (PVPD), interfieren distintos actores del nivel nacional, territorial y 
privados, los cuales asumen responsabilidades en cuanto al diseño y formulación de la 
política, la administración de los recursos, la articulación y coordinación de las distintas 
entidades, la evaluación, supervisión y seguimiento. Para esta parte es importante la 
descripción que realizó la Contraloría sobre las responsabilidades que asumían los 
actores implicados en la política, como lo señala la Tabla 4-2:  
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Departamento Nacional de Planeación, Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014 “Prosperidad para Todos”, consultado 
el 26 de septiembre de 2013, https://www.dnp.gov.co/Plan-Nacional-de-Desarrollo/PND-2010-2014/Paginas/Plan-Nacional-
De-2010-2014.aspx. 
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Departamento Nacional de Planeación, Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014. 
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Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 57. 
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Tabla 4-2: Responsabilidades de los actores de la política de vivienda de población 
desplazada. 
Tipos de entidades Descripción 
Formuladoras de Política 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio - MVCT , 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural-MADR: Diseñan 
la Política de Vivienda Urbana y Rural y las estrategias, 
instrumentos, procesos y procedimientos relacionados con el 
componente sectorial de vivienda urbana, gestionan 
presupuesto para el Programa APD ante el MHCP y el DNP, 
adelantan Convocatorias.  
Ministerio de Hacienda y Crédito público –MHCP-: formula la 
política de financiación, asigna recursos.  
DNP: elabora y hace seguimiento del Plan Nacional de 
Desarrollo, aprueba los programas de inversión destinados a 
la PVPD.  
Agencia presidencial Para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional - Acción Social (Hoy Departamento de la 
Prosperidad Social –DPS-): Coordina la Política de 
Desplazados.  
Ejecutores – otorgantes  
Fondo Nacional de Vivienda -FONVIVIENDA,  Banco Agrario 
de Colombia -BAC: administran los recursos asignados en el 
presupuesto general de la Nación, en inversión para VIS y 
otorgan subsidios en las áreas urbanas y rurales, 
respectivamente, hacen seguimiento a las apropiaciones.  
Operadores 
Tienen como funciones divulgar, comunicar e informar sobre 
las convocatorias de los SFV, así como la recepción de 
solicitudes, verificación y revisión de la información, 
digitación y pre-validación de los subsidios, hacen 
seguimiento y verificación de los documentos, para hacer 
efectivo el pago de los SFV.  
Oferentes de proyectos de 
vivienda  
Son entidades que organizan la demanda y presentan los 
proyectos a la entidad otorgante (departamentos, municipios, 
distritos o las dependencias de las entidades territoriales que 
dentro de su estructura desarrollen la política de vivienda de 
interés social; cabildos de los resguardos indígenas y los 
consejos comunitarios de las comunidades negras). El 
Decreto 2080 de 2010 establece que las Cajas de 
Compensación Familiar –CCF- también podrán desarrollar 
proyectos VIS, contratando la construcción con constructores 
privados o públicos, ONG u Organizaciones Populares de 
Vivienda.  Las CCF podrán financiar oferentes de proyectos 
VIS y otorgar créditos hipotecarios y microcréditos para 
adquisición de VIS, así como adquirir proyectos de VIS, 
comprar y adecuar lotes para adelantar proyectos VIS, y 
destinar recursos en programas integrales de renovación y 
redensificación urbana.  
Las entidades territoriales deben asignar subsidios 
territoriales de vivienda, complementarios al subsidio 
nacional; pueden ser oferentes únicos o firmar convenios de 
uniones temporales con particulares u otras entidades 
territoriales. 
Evaluadores , interventores y supervisores 
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Tipos de entidades Descripción 
Son las entidades que cumplen tareas técnicas especializadas, principalmente contratadas por las 
entidades otorgantes y oferentes para dar un concepto técnico, financiero, económico, 
administrativo, legal, y ambiental de los proyectos, con el fin de dar la viabilidad de los mismos, 
certificar el estado y el cumplimiento de los requerimientos técnicos y financieros de los proyectos, 
para autorizar los desembolsos y su liquidación.  
Evaluadores 
Son entidades públicas o privadas que desempeñan 
funciones técnicas especializadas en las áreas de 
calificación, evaluación y certificación de proyectos de 
vivienda, contratados con el fin de verificar el cumplimiento 
de los requisitos exigidos en los manuales de FONVIVIENDA 
y del BAC, principalmente. La evaluación o elegibilidad para 
los proyectos de Vivienda Urbana la realiza Financiera de 
Desarrollo Territorial S.A. – FINDETER, con excepción de los 
presentados en municipios o ciudades de categorías 1, 2, o 
especial30, cuya elegibilidad se da con el otorgamiento de la 
licencia de construcción. Para el caso de vivienda rural la 
elegibilidad de los proyectos fue desarrollada por BAC, hasta 
2011.  
Interventores  
Son los encargados de realizar el seguimiento y control de 
los proyectos de VIS, durante los cuales se debe verificar el 
avance de las obras, el cumplimiento por parte de la entidad 
oferente de lo establecido en la Ley 400 de 1997, NSR-98 
(norma de sismo-resistencia). Para el caso de vivienda 
urbana, el interventor reporta el grado de avance de las 
obras a la fiduciaria para autorizar desembolsos, de acuerdo 
con la inversión efectuada en cada solución de vivienda y la 
correcta inversión de los recursos del proyecto. La 
interventoría, en general, debe ser pagada por la entidad 
oferente y realizarse de forma permanente.  
Supervisores 
Son los encargados de realizar la labor de supervisión que 
tiene por objeto llevar a cabo visitas para verificar la correcta 
ejecución de los subsidios familiares de vivienda y hacer el 
seguimiento a las apropiaciones, recaudos e inversión de los 
recursos y bienes. Para el caso de vivienda urbana la 
supervisión la ejerce FONADE y para vivienda rural, no 
existe la figura de supervisor, sino de interventor, que para el 
periodo de la presente auditoría, era ejercida por el Banco 
Agrario directamente, o contratada con terceros. 
Fuente: Elaboración propia. Información tomada del Informe de Auditoría a la Política Pública para el 
desplazamiento forzado por la violencia, componente de estabilización socioeconómica, subcomponentes de 
vivienda, tierras, y generación de ingresos, 2007-2011. Pág. 59 - 61 
 
 
Aunque se basa en una mirada organizacional de los actores, la revisión hecha por la 
Contraloría deja entrever los posibles mediadores que pueden influir en la definición de la 
imagen del referencial presente en la política pública, y si bien se mencionan solo las 
entidades públicas como formuladoras de la política, cabe destacar el papel que juegan 
los oferentes de proyectos de vivienda, ya que son quienes definen con los constructores 
los proyectos de vivienda. En este análisis habría que incluir a las entidades financieras, 
que atendiendo a lo mencionado antes, participan en el proceso mediante fiducias y 
manejando el crédito para generar rentabilidad.  
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En concordancia con lo expuesto hasta aquí, resulta pertinente la afirmación de la 
Contraloría, quien luego de realizada la auditoría para el periodo comprendido entre 2007 
y 2011, refuerza la idea de la existencia del referencial de mercado en la política pública 
de vivienda para la población desplazada, afirmando que “se entrega al sector privado y 
al mercado la oferta, el diseño y construcción de las viviendas, reguladas únicamente por 
el precio, en tanto que el Estado coordina el modelo de tercerización y hace seguimiento 
a los proyectos. Es decir, la política pública no se orienta a buscar la justicia social (como 
en el modelo intervencionista) sino a tratar de mitigar los niveles de pobreza, aceptando 
per se su existencia.”144 De ese modo, la financiación ya no es competencia exclusiva del 
Estado, debido a que el esquema es diseñado como cofinanciación, donde convergen los 
recursos del Estado, los entes territoriales, los intermediarios financieros y los usuarios 
(en este caso población desplazada). 
 
 
Así, la lógica del mercado hace que la vivienda sea considerada exclusivamente como un 
bien de consumo o mercancía, lo que llevó a la definición de precios y de criterios para 
acceder, que casi siempre terminaron en desigualdad y exclusión para los sectores 
sociales más deprimidos, entre ellos la población víctima del desplazamiento forzado.  
4.3 Efectos del referencial de mercado en la adquisición 
de vivienda por parte de la población víctima del 
desplazamiento forzado 
Frente a lo expuesto como lineamientos de política y puesta en marcha de la misma, 
teniendo en cuenta el Informe de Gestión al Congreso de la República, presentado por el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio;145 en desarrollo del programa el Subsidio 
Familiar de Vivienda (SFV) para la población en situación de desplazamiento (PD), se 
efectuó convocatoria para la asignación de subsidios familiares de vivienda en el 2007 
con Fonvivienda, en la que se recibieron 222.222 postulaciones; la cual se sumaba a la 
que tuvo lugar en el 2004 también con Fonvivienda, en la que se recibieron 44.931 
postulaciones.146 En el mencionado Informe se reflejaba el estado de los hogares 
postulados entre 2007 y 2011, para el Subsidio Familiar de Vivienda (SFV),147 así como 
el valor asignado en millones de pesos, como lo muestra la Tabla 4-3: 
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Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 46 - 7. 
145
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, Informe de Gestión al Congreso de la República, Junio 2011 a Mayo 
2012(Bogotá: Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, 2012), 34. 
146
 Se argumentaba que respondiendo a los compromisos del Plan de Acción de atención a la Población Desplazada por la 
violencia, entre el 30 de junio y el 17 de Agosto de 2004, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, por 
medio del Fondo Nacional de Vivienda, efectuó la convocatoria para hogares que se quisieran postular al subsidio familiar 
de vivienda urbano, con un resultado de 44.931 hogares postulados localizados en 449 municipios de 32 Departamentos y 
Bogotá. Posteriormente, Fonvivienda abrió una nueva convocatoria, cuyo periodo de postulación de los hogares fue entre 
el 8 de junio de 2007 y el 13 de julio de 2007; con una cifra próxima a las 222 mil postulaciones y que continuaba en 
proceso de asignación de subsidios, según lo establecido en el Decreto 170 de 2008.  Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, Informe de Gestión 2011(Bogotá: Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, 2012), 23. 
147
Ministerio de Vivienda, Informe de Gestión al Congreso, 34 - 5. 
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Tabla 4-3: Resumen del estado de los subsidios asignados a población desplazada 
2007-2011. 
 
Fuente: Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. Informe de Gestión al Congreso de la República, Junio 
2011 a Mayo 2012. 
 
 
A la fecha de corte de los datos del informe (31 de mayo de 2012), tan sólo el 33% de los 
hogares postulados en 2007 habían obtenido la asignación de subsidios familiares de 
vivienda (72.342), por valor de $883.013 millones de pesos aproximadamente, y a esa 
misma fecha existían 64.972 hogares en estado calificado para ser beneficiarios con la 
asignación de subsidios,148 situación que dependía de la disponibilidad de recursos y las 
condiciones de igualdad con los demás postulantes que se hallaban en igual rango, tal y 
como lo establecía el Decreto 170 del 24 de enero de 2008, que establece el criterio 
especial de atención prioritaria al que se sujetará el otorgamiento del Subsidio Familiar 




Al respecto, manifiesta la Contraloría, que en el periodo 2007-2011 se venían aplicando 
asignaciones de los subsidios adjudicados de periodos anteriores, aspecto preocupante 
si se tiene en cuenta que de los subsidios asignados de 2004 a 2011 no se habían 
legalizado el 51.2%; además, de acuerdo con lo dispuesto por la Corte Constitucional, 
FONVIVIENDA debía tener en cuenta, adicional a las asignaciones, los postulantes 
calificados de la convocatoria 2007 que se encontraban pendientes de subsidio. Por otra 
parte, de los subsidios asignados de las convocatorias 2004-2007, se debía contemplar 
que en muchos casos se requerían ajustes de los valores de los subsidios para la 
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  En nota al pie se mencionaba el proceso a seguir: “El Fondo Nacional de Vivienda conforma una lista de los hogares 
calificados, es decir, que cumplen los requisitos, ordenada por puntaje (de mayor a menor) para cada departamento, hasta 
completar un número de hogares equivalente al total de los recursos disponibles”. Ministerio de Vivienda, Informe de 
Gestión al Congreso, 35. 
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vigencia 2012 y siguientes, debido a la actualización del número de SMMLV, aspecto 
modificado mediante el Decreto 4729 de 2010.149 
 
 
En lo que corresponde a la asignación de recursos destinados a la promoción de oferta y 
demanda (hasta el 30% de recursos del Presupuesto Nacional destinados para la Política 
de Vivienda para la población desplazada y la generación de soluciones 
habitacionales),150 el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial actual 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, emitió la Resolución 1024 del 31 de mayo de 
2011,  para determinar las condiciones y el procedimiento mediante el cual se asignarían 
los recursos dirigidos a la promoción de oferta y demanda de vivienda para población 
desplazada, según el Decreto 4911 de 2009. En el Informe de Gestión al Congreso de la 
República del Ministerio se establecía que: 
 
 
El aporte para financiar las actividades de promoción de oferta y demanda 
señaladas en el artículo octavo del Decreto 4911 de 2009 es de hasta siete y 
medio (7.5) salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV), para financiar 
la construcción de obras de urbanismo, estructuración financiera de proyectos, 
diseños y estudios técnicos y pago de trámites de notariado y registro, entre otros 
gastos, en relación a cada hogar en situación de desplazamiento vinculado a los 




Según el Ministerio de Vivienda, el proceso de promoción de oferta y demanda de 
vivienda para población desplazada se implementó con el apoyo de la Unión Temporal 
de Cajas de Compensación Familiar (CAVIS UT), por medio de la Circular informativa No 
09 de 2011 y tres formularios para los hogares que se hallaban en estado asignado 
(Convocatorias 2004 y 2007), calificado (Convocatorias 2007) y no asignado, no 
calificado o no postulado (Convocatorias 2004 y 2007); de ese modo, FONVIVIENDA 
aprobó 22.927 cupos en 100 planes de vivienda, permaneciendo disponibles 4.144 
cupo.152 Los proyectos presentados a la convocatoria de Promoción de Oferta y 
Demanda fueron 100, y los cupos asignados para atención a población desplazada 
fueron 22.927 para un total de $87.007 millones de pesos, esto mediante las 
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 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 79-80. 
150
 El Decreto 4911 de 2009 define la estrategia en su Artículo  8°. 
151
Ministerio de Vivienda, Informe de Gestión al Congreso, 38. 
152
Para dar cumplimiento a la Resolución 1024 de 2011,  en el Informe de Gestión al Congreso de la República del 
Ministerio se mencionó el desarrollo de etapas según el estado del hogar, así: “Primera etapa proceso de oferta: Hogares 
con SFV asignado de las convocatorias efectuadas en los años 2004 y 2007. Se aprobó la inscripción de hogares para 
cuatro mil quinientos veintidós (4.522) cupos. Segunda etapa proceso de oferta: Hogares postulados en la convocatoria del 
año 2007, en estado calificado. Se aprobó la inscripción de hogares para seis mil trescientos noventa (6.390) cupos. 
Tercera etapa proceso de oferta: Hogares en estado “no calificados”  o “no asignados” en las convocatorias de los años 
2004 y 2007: Para estos hogares se aprobó la inscripción y postulación de nueve mil seiscientos siete (9.607) hogares.””. 
Ministerio de Vivienda, Informe de Gestión al Congreso, 38-9. 
153
Ministerio de Vivienda, Informe de Gestión al Congreso, 39-45. 
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Al describir el proceso de vivienda urbana, la Contraloría muestra la complejidad del 
mismo,  inicialmente con la tercerización154 del proceso de subsidios familiares de 
vivienda urbano - SFVU, ya que en el esquema de tercerización realizado por el MVCT-
FONVIVIENDA se concedió a terceros funciones concretas de los procesos de operación 
de los subsidios, evaluación y elegibilidad, y supervisión. Así, las funciones que 
realizaban otras entidades eran: 1. Operación de los subsidios: realizada por las Cajas de 
Compensación Familiar- CCF, por medio de la Unión Temporal CAVIS; 2. Evaluación de 
los proyectos: FINDETER; 3. Supervisión de los proyectos: Fondo Financiero de 
Proyectos de Desarrollo - FONADE, que como empresa industrial y comercial del Estado, 
le correspondía la revisión de los informes de la interventoría de las entidades oferentes y 
la certificación de las viviendas entregadas. Al respecto se aclara que, la interventoría era 
contratada por la entidad oferente, con recursos contenidos en el proyecto de vivienda, y 




En lo que corresponde a la asignación de los subsidios familiares de vivienda urbana, la 
aplicación de los recursos asignados por el gobierno nacional a subsidios familiares de 
vivienda urbana, por medio del MVCT, se realizaba a través de convocatorias a la 
población desplazada registrada en el Registro Único para Población Desplazada –
RUPD, y que se inscribiera en los formularios a través de los que se postulaban los 
hogares ante las CCF, entidades encargadas de su distribución, recepción y 
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 “La tercerización se presenta cuando una organización contrata o delega en otra (un tercero) parte de sus procesos o 
actividades, en los que no sea especializado, con el fin de reducir costos y hacer más eficientes y eficaces los procesos”. 
Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 61. 
155
 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 61-2. 
156
 Al respecto mencionaba la Contraloría: “Los formularios se envían al Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVIENDA -, 
que se encarga de realizar las validaciones, cruces y calificaciones de los postulantes; así mismo, solicita certificado de 
disponibilidad presupuestal, elabora y expide la resolución de asignación del subsidio y realiza la apertura de cuentas de 
ahorro programado –CAP- y notifica a los beneficiarios mediante cartas de asignación de los subsidios, lo que 
popularmente se conoce como “Carta Cheque”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 62 - 3. 
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Figura 4-1: Procedimiento Subsidio Familiar de Vivienda Urbana. 
 
Fuente: Contralora General de la República. Informe de Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento 
forzado por la violencia, componente de estabilización socioeconómica, subcomponentes de vivienda, tierras, 
y generación de ingresos, 2007-2011. 
 
 
En cuanto al proceso de adjudicación de vivienda urbana, con base en el Decreto 4911 
de 2009, se determinaron las modalidades para la aplicación de los subsidios familiares 
de vivienda urbana (ver Figura 4-2), y con respecto a la compra de vivienda nueva se 
manifestó que “el oferente que tenga un proyecto de vivienda debe realizar la formulación 
y presentación del proyecto ante las entidades competentes, luego continúa con el 
proceso de elegibilidad o consecución de la licencia de construcción (según sea el caso) 
y lo presenta a FONVIVIENDA para su aprobación.”157 En el citado decreto, también se 
había determinado que la población en situación de desplazamiento beneficiaria del 
subsidio familiar de vivienda otorgado por el gobierno por medio de FONVIVIENDA, 
podría aplicarlo en cualquier municipio o tipo de solución de vivienda, ya fuera en zona 
urbana o rural, sin importar la modalidad a la cual se hubiese postulado o hubiese sido 
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 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 64. 
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Figura 4-2:.Proceso de adjudicación de vivienda FONVIVIENDA 
 
Fuente: Contralora General de la República. Informe de Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento 
forzado por la violencia, componente de estabilización socioeconómica, subcomponentes de vivienda, tierras, 
y generación de ingresos, 2007-2011. 
 
 
Entre 2007 y 2011, la ejecución presupuestal de la política de vivienda para la población 
desplazada mostraba que los recursos presupuestados para el programa de vivienda de 
las entidades nacionales fueron $1.4 billones, de los cuales el 93% se orientaron al 
MVCT, y se ejecutaron por medio de FONVIVIENDA. Llama la atención que el 
crecimiento más significativo en el presupuesto ocurrió entre 2008 y 2009, ya que los 
recursos dirigidos a vivienda urbana se aumentaron en un 293%, pasando de $87.904 
millones de pesos a $380.918 millones de pesos; mientras que en 2011 el incremento fue 
del 17%, de $350.000 millones de pesos se pasó a $421.541 millones de pesos. Frente a 
los recursos presupuestados se ejecutaron $1.38 billones, lo que corresponde a un 98% 
de lo presupuestado, por su parte el MVCT- FONVIVIENDA ejecutó el 99.8%. No 
obstante lo anterior, la Contraloría aclaraba  que el MVCT asumía como ejecutados los 
recursos dirigidos a vivienda cuando son transferidos a los ejecutores-otorgantes, en este 
caso FONVIVIENDA;158 por ello, considerando las características respectivas de los 
proyectos de vivienda, la ejecución presupuestal real iniciaría en el momento en que 
llegaran de los recursos a FONVIVIENDA.159 
 
 
Con relación a la vivienda nueva, la aplicación de los subsidios por quienes serían los 
beneficiarios, se hacía por medio de una fiducia que contrataba el oferente de un 
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“El Fondo Nacional de Vivienda –FONVIVIENDA - es un fondo cuenta mediante el cual el MVCT administra los recursos, 
presta asistencia técnica a las entidades territoriales, realiza la asignación de subsidios familiares de vivienda urbana – 
SFVU-, y el seguimiento, evaluación y control de los planes, programas y proyectos de vivienda para la población 
desplazada los recursos trasladados por el Ministerio son destinados a los procesos de asignación de subsidios y gastos 
asociados a la administración. De acuerdo con estas funciones, la ejecución de los recursos para asignación de SFV se 
inicia con la convocatoria realizada por el MVCT- FONVIVIENDA, una vez realizada la asignación de los beneficiarios la 
entidad abre cuentas de ahorro programado – CAP-, se les notifica a las familias y se les entrega la carta de asignación del 
subsidio, con la cual tienen la opción de aplicar a los diferentes tipos de soluciones de vivienda”. Contraloría, Auditoría a la 
Política Pública para el desplazamiento, 68. 
159
 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 66 - 7. 
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proyecto de vivienda y ésta era quien administraba los recursos de los subsidios 
familiares de vivienda urbana, que se darían por ejecutados efectivamente en el 
momento en que se legalizaran y certificaran las soluciones de vivienda.160 La Contraloría 
señalaba como entre 2007 y 2011, la ejecución de los recursos de la Nación dirigidos a 
atender programas de vivienda urbana para población desplazada correspondieron a 
$1.1 billones para subsidios asignados, de los cuales $652.9 mil millones se hallaban en 
Cuentas de Ahorro Programados –CAP; $18.2 mil millones se encontraban en fiducias de 
los proyectos que se estaban ejecutando; y $438.6 mil millones estaban legalizados con 
viviendas entregadas, lo que correspondía a 39.9% del valor total de recursos asignados.  
 
 
Se destacaba que con cargo a las vigencias auditadas se continuaban ejecutando 
recursos, ya que de la vigencia 2007 se ejecutaron el 78.5% de los recursos, del 2008 el 
64%, del 2009 el 48%, del 2010 el 31% y del 2011 el 3%;  así, se concluía que del total 
de recursos trasladados a FONVIVIENDA para el programa de vivienda a población 
desplazada, en el periodo 2007-2011 y al momento de la auditoría, el 60,1% estaban en 
proceso de ejecución o los proyectos no se habían iniciado.161La anterior situación se 
representa en la Figura 4-3: 
 
 
Figura 4-3: Estado de los recursos de subsidios. 
 
Fuente: Contralora General de la República. Informe de Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento 
forzado por la violencia, componente de estabilización socioeconómica, subcomponentes de vivienda, tierras, 
y generación de ingresos, 2007-2011. 
 
 
Señalaba la Contraloría que con relación a otros gastos asociados a la ejecución 
presupuestal, entre 2007 y 2011 los gastos relacionados con la asignación de subsidios 
se habían incrementado especialmente como resultado de los cambios de políticas 
planeados en 2009 y para 2011-2012, y debido a la tercerización de las funciones de 
                                               
 
160
Además del gran margen de maniobra y de ganancia que tienen las Cajas de Compensación Familiar, es posible 
afirmar que “No es admisible que mientras la población desplazada no puede acceder a una vivienda digna, una magnitud 
importante de los recursos asignados permanezca en manos de las entidades financieras, quienes a su vez le niegan la 
posibilidad de acceso al crédito hipotecario a la población desplazada por el no cumplimiento de los requisitos mínimos 
exigidos”.Torres , “Vivienda para población desplazada en Colombia,” 72. 
161
Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 68 - 9. 
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elegibilidad, operación y seguimiento. De ese modo, la asignación de subsidios 
representó el 88.2% del presupuesto ejecutado en el periodo 2007 – 2011. Los gastos 
por Promoción y Oferta de Demanda, representaron el 6.8%, pese a que habían iniciado 
su aplicación en 2011; los gastos de coordinación y seguimiento representaron el 4.7% 
de los gastos totales en el periodo;162 y en cuanto a los estudios de estructuración 
económica, social, financiera y jurídica de los proyectos de vivienda para población 
desplazada (contrato firmado con FINDETER para efectuar el proceso de elegibilidad de 
los proyectos presentados por las entidades oferentes), representaron el 3% del total de 
gastos para el periodo.163 
 
 



























                                               
 
162
 Al respecto se aclaraba: “En “Coordinación y Seguimiento” se encuentran los contratos de tercerización, como los que 
se hacen con las entidades operadoras del SFVU (CAVIS-UT Con las Cajas de Compensación Familiar), las Entidades 
Auditoras del Programa y la Supervisión de los Proyectos (Contrato con FONADE), además de contratos de envío de 
notificaciones, programas de divulgación, capacitación, publicaciones y acompañamiento... Es de resaltar que estos gastos 
de Coordinación y Seguimiento anualmente van a representar los gastos fijos del programa de vivienda, debido a que se 
dan sin importar el número de subsidios asignados, como tampoco el número de viviendas entregadas”. Contraloría, 
Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 71. 
163
 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 70 - 1. 
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Tabla 4-4: Asignación final del presupuesto al programa de Vivienda Urbana         
(Millones de pesos).164 
 
Fuente: Contralora General de la República. Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento forzado 
por la violencia, componente de estabilización socioeconómica, subcomponentes de vivienda, tierras, y 
generación de ingresos, 2007-2011. 
 
 
Del total de recursos asignados para todas las modalidades, al momento de la auditoría 
se habían adjudicado $780.1 mil millones durante el periodo 2007-2011, de los cuales se 
habían pagado $348.8 mil millones, lo que constituía el 44.7% de los recursos que, en 
cuanto a la adquisición de vivienda nueva o usada representaba el 90.8% de los recursos 
y en contradicción con lo que sucedió con otras modalidades, su tendencia fue de 
aumento; lo que manifestaba que la política de vivienda para la población desplazada se 
había concentrado en esta modalidad. Por otra parte, de los recursos adjudicados en 
relación a los pagos ejecutados por modalidad, el 40.7% concernió a adquisición de 
vivienda nueva o usada; lo que era señal de que muchos recursos no se habían 
ejecutado o que los proyectos estaban en ejecución y no se habían desembolsado aún 
en su totalidad.165 
 
                                               
 
164
 La Contraloría mencionaba lo siguiente: “Es importante aclarar que en este punto se expone la ejecución de los gastos 
y asignación de esa vigencia, pero en un año la ejecución de los recursos depende de la movilidad de los subsidios si 
pasan de CAP a las fiducias en la medida que se ejecuten los proyectos”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para 
el desplazamiento, 72. 
165
 Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 73. 
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Se resalta que entre 2010 y 2011 se habían efectuado reajustes en el valor de los 
subsidios otorgados en los años de 2004 a 2009, según Decreto 4729 de 2010, para 
nivelar los subsidios que aún no se habían aplicado con los otorgados a partir de 2009, 
momento en el que se acrecentó su valor representado en Salarios Mínimos Mensuales 
Vigentes –SMMLV; dicho ajuste también se podía realizar en los proyectos en ejecución. 
Los subsidios asignados en 2008 fueron los que más ajustes habían tenido (9.896), por 
un valor de $32.827 millones.166 
 
 
Entre 2007 y 2011, el análisis realizado por la Contraloría señalaba que se habían  
pagado efectivamente el 47% de los subsidios, y con relación a la adquisición de vivienda 
tanto nueva como usada, se habían legalizado el 40.5% de los subsidios asignados;167 
además, se concluía que dadas las cifras analizadas por vigencia, no se estaban 
cumpliendo los tiempos proyectados para la entrega de las viviendas. Por otra parte, de 
los proyectos de vivienda nueva aprobados y ejecutados entre 2007 y 2011, 
FONVIVIENDA había aprobado 485 proyectos, en los cuales se habían aplicado 9.908 
subsidios, de los que se habían certificado y entregado 4.635 soluciones de vivienda, 
correspondiendo únicamente al 46.7%.168 
 
 
Adicionalmente, los proyectos que se hallaban terminados eran 385 y el porcentaje de 
subsidios asignados a dichos proyectos era del 43%, correspondiente a 4.258 SFVU; por 
otra parte, los proyectos en ejecución eran 53, que representaban el 10.9% de los 
proyectos y el 31.8% (igual a 3.154) de los subsidios asignados; los subsidios en revisión 
correspondían al 11.3% (igual a 1.121); los subsidios en proyectos en incumplimiento (no 
estaban cumpliendo con los cronogramas, no habían concluido financieramente, o 
habían abandonado las obras) eran el 7.4%.169 
 
 
Con relación a la inversión realizada, resulta contradictorio lo expresado por la Comisión 
de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, quien estimaba que 
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  Agregaba la Contraloría que “estos ajustes se presentan por la forma como está  diseñada la Política en el MVCT-
FONVIVIENDA, ya que se realizan separadamente los procesos de postulaciones y asignaciones de los subsidios a los 
beneficiarios y la selección de los proyectos de vivienda, por lo que el número de SFVU asignados en una convocatoria a 
beneficiarios no son aplicados de acuerdo con la oferta de proyectos y se prolonga en el tiempo la búsqueda de vivienda 
por parte de los beneficiarios. Por otra parte, la oferta de los proyectos de vivienda no es suficiente para cubrir los 
subsidios ya asignados”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 74 - 5. 
167
 “La dinámica de los proyectos de vivienda en FONVIVIENDA tiene como característica que maneja dos formas de pago: 
i) el primero es el pago contra escritura, en donde el pago de los recursos de los SFVU con recursos nacionales se realiza 
a la entrega de las viviendas, por lo que el oferente no presenta los requisitos al inicio o durante la obra sino al final, 
cuando requiere de la certificación de FONADE para el pago posterior; ii) la segunda forma de pago es el pago anticipado, 
en donde las entidades oferentes presentan sus proyecto y una vez aprobados y llenos los requisitos, se entrega un 
anticipo para el inicio de las obras y, de acuerdo con el avance, se pagan los otros recursos a través de una fiducia que se 
contrata para la administración de los recursos totales de los proyectos”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el 
desplazamiento, 75. 
168
 Se agregaba que “De acuerdo con los datos contenidos en la tabla siguiente, para el caso de avances del 100%, se 
presentan 388 proyectos, para los cuales se asignaron 4.308 SFVU, de los cuales se han certificado 4.226 viviendas; 
sobre esta última cifra se esperaría la certificación del total de subsidios. La diferencia se presentaría porque algunos 
proyectos se presentaron contraescritura y no han sido certificados todavía”. Contraloría, Auditoría a la Política Pública 
para el desplazamiento, 76. 
169
 “El 6.4% restante son subsidios que se encuentran en estados intermedios como “en gestión” o “levantamiento de 
incumplimiento”.” Contraloría, Auditoría a la Política Pública para el desplazamiento, 77 - 8. 
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los recursos necesarios para la atención de las necesidades de vivienda en la fase de 
estabilización socioeconómica a finales del año 2010 correspondían a $15,13 billones; 
considerando los 941.712 hogares que se requeriría atender al finalizar el año 2010, 
incluyendo el subregistro y el costo promedio de una solución de vivienda a precios de 
2010 (calculado en $16.069.662). Esto refleja una enorme dificultad para la realización 
del derecho a la vivienda digna de la población desplazada y la poca voluntad política en 
la asignación de recursos ya que, según  lo mencionado por la Contraloría,  entre 2007 y 
2011 la ejecución presupuestal de la política de vivienda para la población desplazada 
mostraba que los recursos presupuestados para el programa de vivienda de las 
entidades nacionales fueron $1.4 billones; lo que desvirtúa los planteamientos que en 
materia de este derecho se hicieran en distintas normas y documentos de política; y pone 
de manifiesto que no fue posible la efectividad del derecho en la política de vivienda para 
la población desplazada.170 
 
 
Otro factor negativo, en contraste con lo planteado como derecho a la vivienda digna y 
adecuada, lo constituye la disminución del tamaño de las viviendas, situación que es aún 
más clara en el caso de las viviendas de interés social, esto considerando que en 1972 
los lotes mínimos dedicados para este tipo de vivienda eran entre 64 y 81 m2; en 1975 se 
contemplaba lotes entre 60 y 120 metros en los cuales se construían proyectos de tipo 
unifamiliares de 56,15 m2; en 1998 el área construida por unidad en VIS correspondía a 
63,8 m2; en 2002 fue de 56,1 m2; en 2005 de 53,6 m2 y más recientemente el modelo 
propuesto por el gobierno llegó a plantear áreas 36,7 m2; “lo que significa una reducción 




En cuanto a los montos de los subsidios, en lo expuesto anteriormente (periodo 2007-
2011), se pudo ver que el gobierno nacional incrementó a 30 SMMLV el subsidio familiar 
de vivienda para la población desplazada, no obstante, esto no era suficiente para 
garantizar el derecho a la vivienda digna. Las constantes variaciones en el subsidio, 
como en la cobertura y el valor de la vivienda, crean un gran desequilibrio en el sector, y 
demuestran que en el país no se ha constituido ni instrumentalizado una efectiva política 
que permita garantizar el derecho a la vivienda a la población más vulnerable, incluida la 
población desplazada; de igual modo, existe un sinnúmero de trámites previos para dar 
inicio a una obra de construcción que hacen más demorado el proceso. “Por tal razón, la 
inestabilidad en la definición de los precios de las viviendas que son sujeto de subsidio 
por parte del gobierno nacional así como de los subsidios generan desfases en los 
cierres financieros estimados que indiscutiblemente afectan la viabilidad de la 
construcción de un proyecto.”172 
 
 
El panorama general de la política pública de vivienda de interés social se repite y es aún 
más crítico para la población víctima del desplazamiento forzado, si se tiene en cuenta 
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Comisión de Seguimiento, Aplicar políticas públicas idóneas y eficientes II, 95. 
171
Contraloría, Vivienda Social en Colombia, 266. 
172
Contraloría, Vivienda Social en Colombia,  284. 
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que frente a otros derechos que requieren ser garantizados a esta población, el derecho 
a la vivienda digna ha sido uno de los que ha mostrado menores avances. En el Tercer 
informe de verificación sobre el cumplimiento de los derechos de la población en 
situación de desplazamiento, realizado por la Comisión de Seguimiento, se estimó para 
el 2010 el grado de realización del derecho a la vivienda digna para la población 
desplazada, teniendo en cuenta el porcentaje de hogares que habitaban viviendas cuyos 
componentes satisfacían los requerimientos mínimos (combinando indicadores para 
hogares que habitaban viviendas tipo casa o apartamento, según seguridad jurídica de la 
tenencia y habitabilidad).173 Así, se pudo establecer que del total de hogares incluidos en 
el RUPD, sólo un 21.6% contaba con seguridad jurídica de la tenencia, aspecto que en 
todo caso mejoraba con respecto a 2008 (13.7%).174 
 
 
Con respecto a lo identificado en el 2008, se resalta especialmente que, en cuanto al 
acceso a servicios públicos domiciliarios se pasó de un 49% en 2008 a un 55% en 2010, 
lo que indica que un gran porcentaje de la población aún carecía de estos servicios que 
son fundamentales para tener una mejor calidad de vida. Adicionalmente, en lo que 
respecta a la no exposición de las viviendas a eventos de alto riesgo, este aspecto 
presentó una leve disminución al pasar de 77.5% en el 2008 a 75.5% en el 2010.175 Los 
aspectos enunciados y otros se pueden apreciar en la Tabla 4-5: 
 
 
Tabla 4-5: Porcentaje de hogares con personas desplazadas que en el año 2010 
habitaban en vivienda tipo casa o apartamento, según indicadores de tenencia y 
condiciones de la vivienda. 
Indicadores de las condiciones de las viviendas tipo 
casa y apartamento 
Hogares con personas desplazadas e 
inscritas en el RUPD que habitaban 
en casa o apartamento 
Propia con escritura registrada o en arriendo con 
contrato escrito 
21,6 % 
Con un único hogar en la vivienda 91 % 
Con materiales apropiados en paredes exteriores 76,4 % 
Con todos los servicios domiciliarios 54,9 % 
En zonas que no hayan sido declaradas ni afectadas 
por eventos de alto riesgo 
75,5 % 
Sin hacinamiento 64,6 % 
Al menos 1 de los anteriores indicadores 99,6 % 
Todos los anteriores indicadores 10,5 % 
Ninguno de los anteriores indicadores 0,4 
Fuente: Tabla obtenida a partir de la elaborada en el Tercer informe de verificación sobre el cumplimiento de 
los derechos de la población en situación de desplazamiento. 2010 
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 Parte de estos resultados fueron expuestos en el problema planteado en este documento. 
174
Comisión de Seguimiento, Tercer informe de verificación, 151. 
175
Comisión de Seguimiento, Tercer informe de verificación, 153. 
4. El referencial de mercado y la política para la adquisición de vivienda 
urbana por parte de la población víctima del desplazamiento forzado 
67 
 
A pesar de que en el 2010 se presentaba un avance con respecto al 2008, ya que el 
10.5% de los hogares tenía garantizado el derecho a la vivienda digna frente a un 5.5% 
en el 2008, casi el 90% de los hogares aún habitaban en viviendas que estaban por 
debajo de los estándares mínimos para considerarlas dignas. Esta situación era aún más 
difícil si se considera que al introducir en el indicador de materiales adecuados los pisos y 
el techo (mas paredes exteriores), su resultado era de 67.6% de los hogares en el RUPD, 
lo que significaba una disminución en el indicador general a 10.2% de hogares  con 
vivienda digna. Para que los hogares obtuvieran una mejoría en la vivienda digna se 
necesitó de mucho tiempo y posiblemente de sufrimiento, teniendo en cuenta que tuvo 
que pasar una década para que el 12% de la población lograra una vivienda digna, frente 
a un 6.3% que se había desplazado entre el 2008 y 2009; este aspecto se refuerza al 
revisar el componente de seguridad jurídica, en el cual el 31.6% de quienes se habían 
desplazado entre 2002 y 2003 lo tenían garantizado, frente al 60% de quienes se habían 
desplazado en el último año.176 
 
 
Con respecto al acceso y uso de subsidios de vivienda para la población desplazada, 
instrumento que como se ha visto opera en general para la política de vivienda de interés 
social, se halló que el 46.6% de los hogares en el RUPD habían solicitado un subsidio al 
gobierno nacional, porcentaje que mermó con respecto al 56.4% identificado en 2008; 
así, únicamente el 34.1% de los hogares obtuvo el subsidio del gobierno nacional. El 
4.4% de los hogares también aplicaron a subsidios complementarios (de alcandías y 
gobernaciones), y del total de hogares que solicitaron el subsidio nacional  sólo un 7% 
obtuvo el subsidio nacional como el complementario; por lo tanto, del total de hogares en 
el RUPD cerca del 3% únicamente obtuvo los dos subsidios. Llama la atención que la 
solicitud de subsidios del gobierno nacional fue reducida para los casos en que el 
desplazamiento fue posterior a 2005, y en cuanto a la asignación de subsidios, la 
proporción fue mayor para los hogares que fueron desplazados antes de 2004 (aspecto 
que podría estar vinculado al hecho de la espera para obtenerlo).177 
 
 
Los subsidios recibidos fueron utilizados en su mayoría para adquirir vivienda nueva y 
usada (49.8% y 22% respectivamente), pero llama la atención que un 15.6% de los 
hogares no hicieron uso de los subsidios, lo cual evidencia que no fue suficiente con 
obtenerlo para adquirir la vivienda. En lo que respecta a las razones por las cuales los 
hogares no hicieron uso de los subsidios, se incluyeron problemas financieros que se han 
argumentado en este trabajo, los cuales impedían el efectivo acceso a la vivienda digna 
de las poblaciones con bajos ingresos; ya que un 27% de los casos manifestó que no lo 
utilizaba porque no contaba con los recursos suficientes para comprar la vivienda nueva, 
un 6.3% no había logrado acceder al crédito;  y por otra parte, un 5.2% no hallaba oferta 
de VIS en el respectivo municipio, y un 2.5% no halló vivienda usada acorde a los 
requisitos del subsidio.178 
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Para los hogares que accedieron a los subsidios e hicieron un uso efectivo de los mismos 
se concluyó lo siguiente: el 97.4% poseía vivienda tipo casa o apartamento, el 60.9% 
presentaba una situación favorable en cuanto a la seguridad jurídica de la tenencia 
debido a que contaban con escritura registrada, la adecuación de materiales presentó 
resultados propicios con un 93.2% con material de paredes y 88.6% al considerar 
paredes, piso y techo. En cuanto al acceso a servicios públicos domiciliarios, se mostró 
un incremento al pasar  de 54% a 71% de los hogares en el RUPD, lo cual seguía 
representando un resultado desfavorable aún para quienes se supone se encontraban en 
mejores condiciones, aspecto que coincide con la ubicación en zonas que no representan 
un riesgo, ya que de manera alarmante en un 15% de los casos las viviendas 
conseguidas mediante el subsidio se encontraban en zonas de alto riesgo; 
adicionalmente, el hacinamiento no mostraba un resultado favorable, ya que los hogares 
sin hacinamiento crítico pasaban del 64% del total de los incluidos en el RUPD a un 69% 
entre quienes habían obtenido el subsidio. En general, el porcentaje pasó del 10.5% de 
hogares que tenían vivienda digna y estaban inscritos en el RUPD al 32.9%  de los 
inscritos que obtuvieron el subsidio;179 lo que demuestra que después de cinco años de 
que la Corte Constitucional manifestará el Estado de Cosas Inconstitucional, la política de 
vivienda para población desplazada no lograba beneficiar ni a la mayoría ni a la totalidad 
de los hogares con una vivienda digna.  
 
 
Como puede verse, la respuesta estatal frente a la exigencia del derecho a la vivienda 
digna para la población víctima del desplazamiento forzado estuvo concentrada en el 
otorgamiento del subsidio, el cual únicamente mostró mejoría con respecto al incremento 
en SMLMV en el periodo 2007-2011, pero cuyo proceso de asignación y aplicación 
seguía siendo objeto de demoras considerables y significaba un alto costo institucional e 
impedía el efectivo acceso a la vivienda por parte de la población desplazada. De ese 
modo, la acción del gobierno nacional aún “no cumple el requerimiento de asequibilidad y 
accesibilidad de la vivienda que exige un tratamiento especial para una población en 
extremo vulnerable y viola la exigencia de la Corte Constitucional de favorecer mediante 
medidas de acción positiva a la población desplazada.”180 
 
 
Maldonado manifiesta que la principal expresión de las debilidades de la política de 
vivienda, radica en la insuficiente oferta de vivienda de bajo precio para que los hogares 
más vulnerables puedan ser beneficiarios efectivos del sistema de subsidios, ligada a la 
precaria calidad de la vivienda y del hábitat que brinda el sector privado. Sumado a lo 
anterior, se encuentra la deficiencia extrema en la disposición de recursos de un grueso 
de los hogares, entre ellos los de población desplazada; lo que dificultaba la inserción en 
un esquema que soportado en su mayoría en un crédito bancario.181 Lo anterior no se 
agota únicamente en el acceso al crédito sino que representa también dificultades 
mayores en los gastos que se requieren cubrir para gozar de una vivienda digna (gastos 
soportables). 
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Como se pudo observar en el balance presentado para el periodo 2007-2011, el Estado 
colombiano ha seguido una política de vivienda con la cual no solo se aleja de “cumplir 
con uno de los componentes del derecho a la vivienda digna que hace parte del bloque 
de constitucionalidad, como es la existencia de una oferta suficiente y el acceso a los 
recursos requeridos para satisfacer alguna modalidad de tenencia de la vivienda (que 
define la asequibilidad)”;182 sino que no ha respondido con la efectividad que la población 
desplazada requería, lo que posterga su situación de vulnerabilidad y precariedad.   
 
 
En cuanto a los procesos institucionales y a los trámites que tenía que seguir la 
población, mencionados por la auditoría realizada por la Contraloría a la política de 
vivienda para la población víctima del desplazamiento forzado; Maldonado hace 
referencia a un obstáculo adicional relacionado con los problemas en los trámites para la 
obtención y utilización efectiva de los subsidios, los cuales eran muchos, complejos y 
demorados, para los constructores y aún más para los hogares beneficiarios; lo cual 
podía ser un costo adicional y difícil de asumir para quienes se encontraban en 
condiciones de vulnerabilidad. De acuerdo con Maldonado, hay obstáculos de carácter 
estructural que impiden superar el ECI y están asociados al lugar y alcance de las 
responsabilidades estatales en cuanto a vivienda de interés social, afectando la 
efectividad e integralidad del derecho a la vivienda digna.183 
 
 
Se puede establecer que la política basada en los subsidios ha desconocido las 
características socioeconómicas de los hogares, la oferta de vivienda y la capacidad de 
ahorro y endeudamiento de los hogares con ingresos menores. Al respecto, es 
importante mencionar que “El compromiso del Estado no termina con la asignación del 
subsidio, sino que se debe contemplar la vigilancia de las actividades necesarias hasta 
que la vivienda sea recibida por el beneficiario, en las condiciones pactadas en cada 
contrato; como se ha evidenciado, en muchos de los casos no se cumple, toda vez que 
no se ejerce el control requerido en las obras de construcción.”184 
 
 
Por otra parte, se han demostrado problemas cualitativos de las viviendas construidas sin 
normas básicas de calidad, y  la escasez de recursos para el sostenimiento de las 
viviendas y el entorno, lo que ha llevado a situaciones de deterioro físico y funcional que 
precarizan  los espacios entregados a las familias, sumado a esto, no se cuenta con 
acceso a servicios y equipamientos sociales adecuados. Se reconoce que “El enfoque 
primordialmente económico y financiero de esta “política de vivienda” ha dejado de lado –
además del logro decidido de posibilidades de acceso a la vivienda de más amplias 
capas de población– a decisiones esenciales sobre su calidad y sostenibilidad.”185 
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Con lo planteado con los recursos de subsidio para vivienda, más el acceso al crédito 
formal, se pretende mejorar la capacidad de pago de las familias más pobres, pero lo que 
lleva en últimas es al encarecimiento de la vivienda y especialmente del suelo. También, 
es posible evidenciar la protección a la banca, ya que al permitírsele instaurar una 
hipoteca sobre el bien adquirido por medio del subsidio y al presentarse incumplimiento 
por parte del deudor, se puede dar el respectivo remate y subasta del bien. 
 
 
Como ya se ha visto, la principal herramienta dispuesta por el gobierno para proveer de 
vivienda a la población desplazada ha sido el subsidio familiar en diferentes modalidades 
de uso, desconociendo el deber de protección inmediata concerniente al alojamiento 
transitorio o albergue temporal, y sin consolidar una oferta institucional dirigida a proveer 
soluciones definitivas en cuanto a vivienda. Esto omite que el derecho a la vivienda digna 
y adecuada para la población desplazada hace parte de uno de los tantos derechos hacia 




5. Propuestas alternativas en la política de 
vivienda de interés social urbana, para la 
adquisición de vivienda por parte de la 
población víctima del desplazamiento 
forzado 
La acción del Estado está llamada a corregir las denominadas imperfecciones, fallas y 
desigualdades del mercado, y establecer límites a la propiedad privada de forma tal que 
se pueda llevar a la protección y  la práctica de un enfoque de derechos en materia de 
vivienda, el cual sería el referencial sectorial que marcaría la prioridad de los intereses 
colectivos y públicos sobre los intereses particulares, lo que tiene relación directa con la 
función pública del urbanismo, y la función social y ecológica de la propiedad. El cambio 
de referencial (del enfoque del mercado hacía el enfoque de derechos humanos) no 
basta con el pronunciamiento a favor del derecho a la vivienda digna, ya que requiere 
articular los objetivos con los medios necesarios para alcanzarlos, tanto en los ámbitos 
institucionales como sociales, y superar la resistencia al cambio cultural y estructural que 
únicamente favorece los intereses de unos cuantos.186 
 
 
En este sentido se hace relevante lo expuesto por Ludwig Guendel, quien considera que 
el enfoque de derechos humanos hace énfasis en las personas y sus relaciones, y 
reconoce como su aporte principal el restablecimiento de la unidad entre sujeto social y 
sujeto de derecho, dando importancia al derecho en el accionar social y al titular del 
mismo en su construcción social. Así, es posible decir que las políticas públicas alcanzan 
un carácter de políticas de integración social, entendiendo al Estado bajo una dinámica 
de relación social. Esto concuerda con lo mencionado por Luis Eduardo Pérez, quien 
caracteriza a una política pública que tenga como referencial el enfoque de derechos por 
ser coherente con el respeto, protección y garantía de los derechos humanos; por 
formular estrategias técnicamente viables y realizables; y por ser posible y sostenible 
desde lo financiero. 
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Resulta importante cambiar el contenido y el significado público y colectivo de la vivienda 
en un escenario de hábitat y política habitacional, que supere la noción de la casa 
propia;187 ya que “Para lograr el crecimiento ordenado y sostenible de los asentamientos 
humanos y de nuestras ciudades no puede dejarse al arbitrio libre de mercados 
imperfectos, ni la disposición, ni el precio del acceso a suelo urbanizado.”188 
 
 
Es necesario resaltar la importancia, en la política pública de vivienda social urbana, de 
los atributos de la vivienda relacionados con la calidad de vida, considerados cualitativos, 
con los que debe contar un espacio habitacional, para que la vivienda sea digna y 
contenga los atributos colectivos y públicos externos a la casa, y que se extienden más 
allá de lo individual y efectúan la interacción entre la vivienda y el entorno, para permitir la 
vida en comunidad y el ejercicio de la ciudadanía.189 
 
 
Roth establece que formular e implementar una política que lleve al goce efectivo del 
derecho a la población desplazada requiere considerar condiciones que implican tanto 
variables relacionadas con el contenido material de la política, entendido como objetivos 
y diseño, como del contexto y de los recursos con que se cuenta para su 
implementación, con el fin de maximizar las probabilidades de conseguir los objetivos 
formulados.190 En complemento de lo anterior, Roth establece que para fortalecer las 
instituciones político-administrativas que están orientadas a la atención a la población 
vulnerada por el desplazamiento, una de las condiciones necesarias es la garantía de la 
estabilidad institucional y financiera a lo largo del tiempo; y también se plantea la 
necesidad de “Despertar un sentido de valores compartidos.”191 De manera importante, el 
autor citado considera que “no se puede seguir tratando a las personas víctimas del 
desplazamiento con las políticas sociales tradicionales, como un ítem marginal de éstas o 
un simple programa social de lucha por la "superación de la pobreza"... sino que se debe 
contar con instituciones y políticas públicas específicas que atiendan integralmente a esta 
población hasta un nivel y un tiempo claramente definido por las instituciones políticas: 
¿qué prestaciones, durante cuánto tiempo, con qué mecanismos, etc.?.”192 
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Como lo señalaba Guendel, el enfoque de los derechos humanos implica que la política 
estatal tenga atributos adicionales a una visión de largo plazo y un carácter participativo. 
Lo que se busca es hacer una transición de un referencial de mercado como fin, a hacer 
uso del mercado como medio para garantizar el derecho a la vivienda digna a la 
población desplazada, asumiendo como referencial principal el de los derechos. Lo cual 
es más relevante si se tiene en cuenta que la población desplazada requiere tener una 
respuesta diferenciada con respecto a la población urbana que es pobre y vulnerable, 
para no tener que competir con ésta por un subsidio. También, al convertirse los 
desplazados en habitantes urbanos, el Estado es responsable de garantizar las 
condiciones que permitan la sostenibilidad y la subsistencia de los hogares. 
 
 
Según lo anterior, y considerando especialmente lo planteado por la Comisión de 
Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, se exploran algunas 
propuestas que pueden llevar a una política pública más efectiva e integral para 
garantizar a la población víctima del desplazamiento forzado el derecho a la vivienda 
digna, a partir de lo que puede considerase como la transformación de un referencial 
sectorial de mercado a uno con enfoque de derechos. Así, al hablar del derecho a la 
vivienda para los hogares desplazados, se debe superar la preocupación exclusiva por el 
cierre financiero de los proyectos, ya que es necesario plantear una noción más 
profunda, “que, incluyendo la dimensión económica, no se agote en ella, y busque ante 
todo un cierre social.”193 
 
 
Lo anterior implica, que con respecto al aporte de los hogares se mantendrían la figura 
del ahorro y el crédito habitacional, pero estos serían suplidos en la forma de subsidios 
públicos nacionales y locales; no obstante, “el Gobierno nacional debe transferir a los 
hogares desplazados la vivienda con un 100% de subsidio, cuando éstos no tengan 
condiciones para responder por los costos inherentes a la forma de tenencia de la 
vivienda en propiedad.”194 
 
 
La reformulación de la política pública de vivienda urbana para la población desplazada, 
deberá entender cómo se establece el mercado de la vivienda y las políticas orientadas a 
dirigir los recursos de largo plazo hacia las actividades económicas y, aún más, cómo se 
originan en el territorio capacidades para los hogares que no las poseen, dotándolos de 
los medios necesarios para que puedan ser forjadores de su propia vida. En este sentido, 
resulta pertinente recordar lo mencionado por Muller, quien establece la existencia de 
incertidumbre frente a los medios que se pondrán en marcha para dominar el ámbito del 
sector, en este caso vivienda, incertidumbre que la política deberá afrontar, a la vez que 
tendrá que gestionar los desajustes producidos por anteriores políticas, de vivienda y de 
otros sectores.  
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Así, la política pública de vivienda deberá ser igualmente de desarrollo urbano, para 
permitir el aumento del ingreso con que cuentan las familias, y favorecer la acentuación 
de las capacidades; de ese modo, “contar con mercados más amplios y profundos es 
trascendente para lograr mayor eficiencia en el uso de los recursos productivos, incluido 
el crédito, y demás insumos necesarios para la actividad edificadora, sin los cuales, en 
una economía mixta como la colombiana, es impensable atender las necesidades 
habitacionales de los hogares más pobres.”195 
 
 
Se tiene que hacer frente a una situación contradictoria, ya que se requiere incentivar la 
acentuación del mercado en un sector en el cual sus fallas son muy sobresalientes y 
hacerlo inclusive allí donde el mercado no ha podido llegar con soluciones. Alrededor de 
dicha contradicción se considera que gira la elaboración de una política de vivienda para 
la población desplazada, la que a su vez debe ir de la mano de la formulación de una 
política de gestión integral de hábitat en la que se coordinen y articulen las entidades 
implicadas con la cadena productiva que forma valor agregado en el sector; “Dicha 
política debe consolidar una visión urbano-regional en la que se creen territorios 
incluyentes y con menor segregación socio-espacial.”196 
 
 
La política de vivienda urbana para la población víctima del desplazamiento deberá 
considerar un diagnóstico apropiado y contar con un correcto conocimiento de los 
mercados considerados estratégicos en el sector (tierra urbanizada, construcción de 
vivienda, equipamientos y crédito); teniendo especial consideración por analizar la 
viabilidad de la financiación de la vivienda que se proponga para las poblaciones en 
extrema vulnerabilidad y con muy escasos niveles de ingresos y de recursos. En cuanto 
a la necesidad de resolver el problema de viviendas muy caras e ingresos insuficientes 
para obtenerlas, se plantean aspectos que son complementarios: “La falta de ingresos se 
resuelve con mayor generación de empleo y remuneraciones, acceso al crédito y/o 




La política pública de vivienda para la población desplazada, deberá favorecer la 
inclusión y la equidad, para que junto a otras sea factible y permita a la población más 
vulnerable “el acceso a bienes públicos-territoriales, servicios domiciliarios y 
equipamientos, con una política global que articule la de vivienda, la de tierras y la de 
empleo.”198 De esa manera, se podrá influir en la distribución del ingreso, generando 
efectos  positivos en las personas y en las comunidades en lo concerniente a su 
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La Comisión plantea que la política de vivienda urbana para la población desplazada 
deberá incluir un sistema de información y regulación especializado, y brindar garantías 
estatales para disminuir los riesgos que pueda tener la banca comercial en caso de 
pretender llegar al fragmento más pobre de la población, esto con el fin de confrontar una 
de las causas más relevantes por las cuales los hogares que se hallan en la economía 
informal no son sujetos de crédito al interior del sistema financiero; lo que resulta 
realmente importante considerando que “Esta situación prevalece en un alto porcentaje 
de la población desplazada.”199 
 
 
Resulta urgente, definir una regulación clara del mercado del suelo urbano como base 
para el adecuado funcionamiento del mercado de la vivienda, y en particular el de la 
vivienda de interés social, en el marco del derecho a la vivienda digna para la población 
desplazada. Los lineamientos para una política de vivienda dirigida a la población 
desplazada incluyen implícitamente una actuación integral en el territorio,para articular 
congruentemente la acción vertical del Estado y la horizontal de los agentes presentes en 
el mercado. Al respecto, se plantea la posibilidad de habilitar al gobierno nacional para 
intervenir en los Planes de Ordenamiento Territorial -POT, para generar proyectos 
sociales de vivienda concretos para la población desplazada; así, en la revisión que se 
haga de los POT se estima pertinente la relación urbano-rural del territorio, y entre el 
ordenamiento del territorio en el municipio y el ordenamiento social y ambiental.200Esto es 
importante considerando la noción del territorio mencionada anteriormente, que reviste el 
doble significado, como soporte material y básico del desarrollo social, y como 
producción social derivada de la actividad humana que lo transforma. 
 
 
Así, es necesario instituir mecanismos para la observancia de las obligaciones de los 
gobiernos municipales en el ordenamiento del territorio y regulación de los usos del suelo 
y de la promoción de proyectos de vivienda de interés social prioritario dirigidos, 
especialmente a la población desplazada. Dichas obligaciones estarían relacionadas 
particularmente con la destinación de suelo de cualquier proyecto de desarrollo urbano 
para la construcción de vivienda de interés prioritario – VIP,  determinando las 
necesidades de VIP y en relación con ellas instituir los porcentajes de suelo para este 
tipo de vivienda, determinar y aplicar instrumentos precisos para contar con suelo 
urbanizado para VIP (expropiación, declaratoria de desarrollo prioritario sujeta a venta 
forzosa en pública subasta, planes parciales de iniciativa, macroproyectos de interés 
social nacional, u otros); y aplicar los acuerdos de participación en plusvalías201 para 
producir suelo urbano.202 
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La Comisión de Seguimiento plantea que la nueva política de vivienda para la población 
desplazada, necesita optimizar los procedimientos de focalización ex-ante de la 
asignación de las viviendas a los hogares, esto por medio de la “aplicación de una 
normatividad y un modelo de operación que estimulen y faciliten el acceso de los hogares 
más pobres y vulnerables a esta fase del proceso de atención de sus necesidades 
habitacionales”;203 por otra parte, se requiere integrar los recursos e instrumentos 
financieros del orden nacional con los locales de naturaleza pública, de tal forma que se 
“adicionen al cierre financiero social y macro del programa de VIS para desplazados, con 
el objetivo de limitar al máximo la exclusión de los hogares ex-post en la asignación por 
factores relacionados con su capacidad económica.”204 Lo anterior se complementa con 
la propuesta de “aplicar un sistema de subsidios nacionales que cubra la totalidad, o una 
proporción mayor del precio de la vivienda al alcanzado actualmente”;205 dicho sistema se 
complementaría con recursos locales por medio de subsidios. 
 
 
Pensar en un ajuste al sistema de subsidios, amerita plantear un enfoque de atención 
diferenciada y positiva para la población vulnerable, y redefinir el monto individual de los 
subsidios, a la vez que replantear la política de vivienda examinando las limitaciones 
estructurales para atender gran parte de la población en situación de  vulnerabilidad. Así, 
el ajuste de la política estará relacionado con la conservación y ampliación de las  
condiciones de flexibilización de la oferta para la población desplazada,206 y  con un 
aspecto poco explorado y de gran importancia como es, entre otros: 
 
 
Diseñar mecanismos de subsidio en especie, de manera que los recursos, en lugar 
de ser asignados de manera individual, en muchos casos sin posibilidad de 
utilización efectiva por las familias, sean entregados en paquete para la 
financiación de proyectos promovidos o ejecutados directamente por las entidades 
territoriales o por organizaciones no gubernamentales o similares, en los que se 
trabaje en proyectos asociativos de diversa escala, combinados con recursos 
departamentales y/o municipales que ofrezcan al menos lotes de tamaños 
adecuados y unidades básicas para desarrollo progresivo, proyectos de 





En cuanto a la asignación de recursos se considera importante la conexión con otros 
derechos y con otros requerimientos del gasto estatal, teniendo en cuenta especiales 
condiciones de vulnerabilidad y así regular la ayuda estatal, en este ejercicio será 
necesaria la caracterización concreta de las circunstancias y necesidades de la población 
víctima del desplazamiento, de las opciones de oferta de vivienda viable en los 
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municipios receptores, y la identificación de su situación de habitabilidad y localización. 
Este sentido, la primera identificación a realizar corresponde a los hogares que se 
encuentran desatendidos por la política integral a la población desplazada y que se 
hallan en circunstancias inversas al ordenamiento jurídico y por tanto que atentan contra 
la dignidad humana; así, se necesitaría: “1. Reasentamiento de las familias que vivan en 
zonas de alto riesgo no mitigable, de acuerdo con los estudios respectivos realizados en 
cada municipio…2. Reasentamiento o inclusión inmediata en programas de 
mejoramiento barrial de las familias que carecen de servicios públicos domiciliarios.”208 
 
 
Una segunda identificación corresponde a la oferta de vivienda apropiada a cada 
municipio que es receptor de población víctima del desplazamiento, esto demanda 
constituir y actualizar constantemente la situación de oferta de vivienda en dichos 
municipios, para medir con exactitud las circunstancias y hacer efectivo el derecho a la 
vivienda de cada hogar desplazado y así establecer el monto de los subsidios, y su 
especificidad  de acuerdo a los municipios y contextos.209 Esto además permitirá 
“Establecer un abanico de alternativas viable y accesible a la población desplazada, que 
esté disponible efectivamente en el municipio respectivo,… decidir el lugar de residencia, 
las condiciones de la vivienda y el hábitat en función de sus recursos y de aquellos 
asignados por el Estado, y las obligaciones con respecto a ella, considerando el grado de 
necesidad y vulnerabilidad de cada familia.”210 
 
 
Lo anterior también permitirá facilitar, respetar y fomentar procesos de participación de la 
población víctima del desplazamiento en la determinación de políticas, programas y 
proyectos; a ser desarrollados por los municipios en coordinación con el nivel nacional, 
para favorecer el uso racional de los recursos y generar mayores impactos con los 
subsidios. Esto acompañado de la determinación en cada municipio de probabilidades de 
acceso a microcrédito u otras maneras de crédito de tipo cooperativo o equivalente, 
alternos al crédito bancario, y agenciar el acceso de la población desplazada, como 
medida de asequibilidad. De igual forma, bajo el “principio de solidaridad social, 
constitutivo de nuestra organización política y consagrado en la Constitución como un 
deber de la persona y del ciudadano, se podrían, con base en los censos que se realicen, 
implementar programas que promuevan la integración de las familias desplazadas a las 
comunidades de los centros urbanos a donde lleguen”,211 lo que puede ir de la mano con 
procesos asociativos para la construcción de vivienda nueva, que favorezcan la 
recepción y la inclusión de la población desplazada. 
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Lo dicho anteriormente se relaciona fuertemente con lo definido por Gloria Naranjo,  
quien entiende a los desplazados como actores clave en la construcción de las ciudades, 
ya que están en la capacidad de aplicar distintas estrategias de gestión para acceder a 
los recursos con que cuenta el Estado, desde un esfuerzo por insertarse en los contextos 
socioculturales, económicos y políticos propios de las ciudades. 
 
 
En la oferta de VIS, se requieren disminuir los términos o plazos del proceso, y es 
necesario que la actuación del Estado y la asignación de recursos mediante el 
presupuesto se priorice la vivienda digna y adecuada, con los elementos que ello implica,  
superando las deficientes condiciones en términos de calidad, para el acceso efectivo a 
hogares de menores recursos. Lo anterior necesita de esfuerzos por parte del Estado 
para que exista un mejoramiento y una mayor generación de oferta de vivienda de origen 
privado, para ello se debe “recuperar la confianza de los constructores en el programa de 
vivienda, por medio del mejoramiento de los procesos de gestión en los que participan y 
del establecimiento de estímulos que incentiven su participación”,212 sin perder de vista el 
propósito social de esta tarea y la posibilidad de procesos de autogestión.213 
 
 
Adicionalmente, se requiere fortalecer los procesos de seguimiento e interventoría para 
verificar el cumplimiento de plazos, especificaciones y particularidades de la oferta de 
VIS, aspectos inicialmente pactados en los proyectos declarados elegibles y que son 
objeto de asignaciones de Subsidios Familiares; para así permitir la continuidad de los 
hogares en el proceso de acceso a las viviendas. 
 
 
En términos de la corresponsabilidad, a los municipios, distritos y departamentos les 
corresponde asumir su rol como actores estratégicos e indispensables para “organizar 
las comunidades, complementar la capacidad de pago de los hogares con subsidios 
locales, operar como responsables principales de la generación del suelo urbanizado y 
de la infraestructura requerida para localizar la oferta de VIS, e intervenir de manera 
decidida y con resultados como promotores y emprendedores directos de proyectos en 
los cuales se considere el acceso de la población desplazada.”214La coordinación 
territorial desde el orden nacional, deberá contar con una intervención territorial que 
permita garantizar el derecho a una vivienda digna, que se refleje en los proyectos 
dirigidos a la población desplazada, garantizando habitabilidad, una apropiada 
localización, y la prestación y el acceso a servicios públicos, para que se armonicen las 
políticas territoriales con las nacionales.215 
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Considerando el referencial de enfoque de derechos, se plantea un nuevo modelo de 
gestión, en el cual la política pública de vivienda para la población desplazada, sus 
programas e instrumentos, deben ser diseñados con una asignación de recursos que 
tenga mayor énfasis en el gasto público social del gobierno nacional. Lo anterior significa 
que “Los recursos públicos deben tener correspondencia, por lo tanto, con la dimensión 
de la población afectada y la urgencia derivada de la crisis humanitaria que ha creado el 
desplazamiento.”216Desde una propuesta más ambiciosa pero necesaria, se considera 
pertinente una nueva institución operadora, encargada únicamente de la atención de las 
necesidades habitacionales demandadas por la población desplazada.217 
 
 
Al considerar que solo cuando la estabilización socioeconómica muestre resultados 
positivos, los hogares desplazados serán objeto del programa de adquisición de vivienda; 
“La nueva institución operadora asumiría la atención definitiva de las necesidades 
habitacionales de estos hogares, lo cual contribuirá para que se cumplan las condiciones 
que la Sentencia T- 602 de 2003 de la Corte Constitucional estableció para que un hogar 
cese de ser desplazado.”218 Aspecto que demanda una gran exigibilidad e integralidad en 
materia de derechos, porque como bien lo señala la Comisión de Seguimiento, implica 
desde la neutralización de los riesgos de empobrecimiento y exclusión social, hasta una 
efectiva participación política. De esta forma, se estaría hablando de una solución de 
vivienda efectiva que contribuiría a la seguridad en la tenencia de la vivienda, adicionaría 
un activo significativo para el hogar y ayudaría de manera importante en el mejoramiento 
en su calidad de vida.219 
 
 
Al formular nuevos lineamientos de política de vivienda para la población desplazada, no 
basta con tener en cuenta los recursos necesarios y una adecuada gestión, ya que éstos 
deben ser formulados atendiendo a las particularidades de la población desplazada 
(conformación de los hogares,  nivel socioeconómico, distinción étnica, entre otros), lo 
que lleva a pensar en el marco de un enfoque diferencial. Lo anterior corresponde 
especialmente al elemento de adecuación cultural que integra el derecho a la vivienda 
digna, y va de la mano con la especial protección constitucional de la cual deben gozar 
ciertos grupos de población. 
 
 
Ante las dimensiones de las propuestas planteadas por la Comisión de Seguimiento, se 
estima que deberían suministrarse aproximadamente 188.000 soluciones de viviendas 
por año, “A este respecto conviene mencionar que, aunque se pudiera contar con los 
recursos requeridos, existen obstáculos difíciles de superar desde el punto de vista 
institucional que impedirían concretar esta meta. Por ello se necesitaría probablemente 
                                               
 
216
Comisión de Seguimiento, Aplicar políticas públicas idóneas y eficientes II, 91. 
217
Comisión de Seguimiento, Aplicar políticas públicas idóneas y eficientes II, 91. 
218
Comisión de Seguimiento, Aplicar políticas públicas idóneas y eficientes II, 94. 
219
Comisión de Seguimiento, Aplicar políticas públicas idóneas y eficientes II, 95. 
80 El derecho a la vivienda digna desde un análisis del referencial de la política 
pública para la adquisición de vivienda de interés social urbana, por parte de 
la población víctima del desplazamiento forzado (2007-2011) 
 




En una política pública de vivienda integral que responda al derecho a la vivienda digna, 
es relevante tener en cuenta que los programas de vivienda de interés social para la 
población desplazada deben superar la noción individual del hogar favorecido, ya que 
deben contemplar las relaciones de tipo comunitario y de reconstrucción del tejido social 
que debe permitir el lugar de residencia. De ese modo, se requiere superar la visión de la 
vivienda como estructura física individual y mercancía, para ampliar el concepto al 
“hábitat en su dimensión integral, que articule actividad productiva, solución de vivienda y 
desarrollo social, cultural y recreativo para la comunidad en la cual se inserta el hogar de 
desplazados.”221 Lo anterior implica superar la acción estatal exclusiva del subsidio y el 
crédito, para que la población víctima del desplazamiento forzado no resulte 
marginalizada socialmente y que pueda acceder con prontitud a los mínimos vitales 
según sus nuevos lugares de residencia,222 y que su situación de vulnerabilidad no 
empeore sino que se supere con el tiempo. 
 
 
Maldonado sugiere que un cambio en la política de vivienda requiere definir claramente 
las responsabilidades estatales para garantizar la efectividad del derecho a la vivienda 
digna, por lo que se necesita concretar los aspectos mediante los cuales se materializará 
el derecho, así como instituciones encargadas, estableciendo concretamente la 
responsabilidad estatal en los diferentes niveles de gobierno, Nación, municipios y 
distritos;  y aterrizando lo que respecta a la población desplazada, “Con ocasión de esta 
precisión sería conveniente replantear la definición de vivienda de interés social, que 
legalmente terminó siendo determinada solo por el precio.”223 
 
 
Al tomar en consideración la diversidad de realidades de los hogares desplazados, y la 
posible transitoriedad de algunos en las ciudades, si deciden optar por un proceso de 
retorno a sus lugares de origen o de reubicación en otro lugar, los diferentes niveles de 
gobierno (nacional, departamental y municipal) deben articular esfuerzos para tener una 
oferta diversificada de programas y proyectos para la adquisición de vivienda nueva 
(combinando si se quiere subsidios más crédito); y especialmente, promoviendo la 
“Participación en programas de autogestión, en los que se accede a la propiedad de la 
vivienda, pero el suelo es de propiedad pública, mientras se consolida el barrio o 
proyecto; en suelo de expansión o desarrollo, en áreas urbanas no consolidadas o en 
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proyectos puntuales de rehabilitación de viviendas en áreas de la ciudad ya construida o 
densificación de barrios objeto de programas de mejoramiento.”224 
 
 
De acuerdo con Maldonado, es necesario pensar en asegurar la sostenibilidad de la 
permanencia en la vivienda obtenida mediante la ayuda estatal, considerando las 
dificultades posteriores para cancelar las cuotas de los créditos, pagar la administración 
de la copropiedad (cuando los programas de VIS utilizan el sistema de copropiedad en 
unidades cerradas o conjuntos), y los servicios públicos; aspectos directamente 
relacionados con el elemento de gastos soportables del derecho a la vivienda digna. Así, 
se propone evitar los conjuntos cerrados y se plantea la posibilidad que dentro de las 
metodologías de estratificación se incluya la clasificación en estrato 1de las viviendas de 
los hogares registrados oficialmente como desplazados (por lo menos 5 años mientras se 
logra la estabilización socioeconómica); y se sugiere asegurar un consumo mínimo vital 
de energía y agua.225 
 
 
También, se argumenta la necesidad de adopción de tecnologías que disminuyan costos 
y estimulen la vivienda progresiva, en este sentido, se plantea que podrían ser 
provechosos concursos nacionales e internacionales, adquisición de paquetes 
tecnológicos que se encuentran habilitados, búsqueda de cooperación internacional para 
el intercambio de experiencias, impulso de los productores de materiales y, como 
acciones de largo plazo, la financiación de investigación en colaboración con las 
universidades; acciones a cargo del nivel nacional que luego se replicarían a las 
entidades territoriales, cajas de compensación, constructores y organizaciones, inclusive 
las conformadas por desplazados. Se menciona que “Un porcentaje pequeño de los 
recursos destinados anualmente a los subsidios dirigidos a este tipo de acciones pueden 
producir efectos importantes en reducción de costos.”226 
 
 
En relación con lo anterior, Maldonado propone la oferta de alojamientos transitorios que 
faciliten un acceso inmediato de bajo costo, opción definida como instalaciones 
“embrión”, dado que podrían llegar a ser viviendas, optimizando las inversiones que en 
ellas se efectúen;227 así, se permitiría articular mejor la atención humanitaria en el 
alojamiento con la estabilización socioeconómica, y se contaría con viviendas de más 
bajo precio que puedan ser adquiridas con el subsidio nacional, sin necesidad de 
endeudamiento. Esta propuesta resulta interesante porque la vivienda-embrión puede 
garantizar con el tiempo una vivienda adecuada en óptimas condiciones, frente a las 
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ofrecidas por los constructores privados, considerando la permanente asistencia técnica; 
así, “Asegurado el alojamiento, las familias pueden destinar sus energías a la 
consecución de ingresos, y los recursos que paulatinamente obtengan, al mejoramiento 
progresivo de la vivienda, incluidos aquellos provenientes de la reparación. Si las familias 
optan por retornar a sus lugares de origen, las viviendas podrán servir para atender a 




Conforme a lo esbozado por Maldonado, esta propuesta para ser integral se 
complementaría con un programa de generación de ingresos debido a que, al no destinar 
los recursos del subsidio y los aportes de los hogares a una vivienda terminada, que 
muchas veces no cumple con las condiciones necesarias de tamaño y habitabilidad, y 
que necesita de un crédito de difícil acceso; estos recursos se podrían orientar a “las 
inversiones en urbanización (complementada con recursos municipales), a la 
construcción de las unidades básicas, a la administración de bancos de materiales y al 
aprendizaje y transferencia de tecnologías, en los cuales pueden participar algunos de 
los integrantes de las familias.”229 
 
 
Sumado a lo anterior, se requiere contrarrestar el impacto del desarraigo, mediante 
soluciones que tengan cercanía con las costumbres y particularidades socioculturales; lo 
que implica considerar la identidad cultural en las viviendas que se ofrezcan, y en las 
maneras de construir los elementos del hábitat. Por ello es importante, “proporcionar 
múltiples alternativas de construcción en forma, materiales, tamaño, que superen la 
estructura rígida de la estandarización ofrecida por el mercado. La población desplazada 
debe participar en distintos niveles durante todo el proceso de construcción de las 




Para dar repuesta al derecho a la vivienda digna mediante la política pública, es 
necesario hacer énfasis en un carácter redistributivo de los recursos, para soportar 
procesos en el largo plazo que puedan impactar positivamente y de manera estructural a 
la población desplazada. En ese sentido, Carlos Torres y Johanna Vargas plantean una 
estrategia de financiación interesante que sugiere la combinación de fuentes, impuestos 
y crédito, entre los que se incluyen: 
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 La corresponsabilidad territorial frente a la disponibilidad de recursos de las 
entidades expulsoras y receptoras (según la distribución de costos y beneficios), 
aportes en especie cuando no se pueda el subsidio monetario, y el 
apalancamiento de recursos para subsidiar la vivienda mediante la compra de 
mejoras. 
 
 Utilizar el impuesto 4x1000 como contribución colectiva de la sociedad 
colombiana para contribuir al resarcimiento de los daños ocasionados por el 
desplazamiento forzado. 
 
 Uso de una parte  de los recursos incautados al narcotráfico para contribuir en la 
implementación de  políticas públicas orientadas a la construcción de la paz, con 
especial atención a la población desplazada.  
 
 Aportes de recursos de la comunidad internacional y banca multilateral, y/o 
producción de vivienda mediante donaciones de entidades y organizaciones 
nacionales e internacionales. 
 
 Créditos a largo plazo con tasas de interés bajas o sin interés, como contribución 
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6. Conclusiones y recomendaciones 
Se puede observar que en las cifras oficiales reportadas para el periodo 2007-2011, aún 
existía mucha discrepancia entre lo que se anunciaba en materia del derecho a la 
vivienda digna en la reformulación de la política de vivienda para la población desplazada 
y lo que se obtuvo mediante la ejecución de la misma, ya que se concentró en la 
asignación de subsidios, sin que esto ni siquiera cubriera el déficit de hogares que se 
encontraban calificados y a los que no se les había legalizado; así, más allá del subsidio 
y unos pocos avances en materia de oferta y demanda, no se reportaron en el Informe al 
Congreso otras variables asociadas al derecho a la vivienda digna; por lo que no es 
posible hablar de la integralidad y efectividad del derecho. 
 
 
Los contenidos expuestos han permitido evidenciar que el “referencial de mercado” que 
se impone en la política pública de vivienda de interés social urbana no ha permitido 
garantizar el derecho a la vivienda digna para la población víctima del desplazamiento 
forzado, mediante la adquisición de vivienda nueva.  
 
 
Al analizar los efectos que ha tenido el referencial de mercado, presente en la política de 
vivienda de interés social urbana, en la adquisición de vivienda nueva por parte de la 
población víctima del desplazamiento forzado; se pudo observar, entro otros, que según 
las cifras reportadas en el Tercer informe de verificación sobre el cumplimiento de los 
derechos de la población en situación de desplazamiento, persisten situaciones 
negativas que no permiten dar cuenta del derecho a la vivienda digna para la población 
víctima del desplazamiento forzado; ya que existían viviendas adquiridas que no tenían 
acceso a servicios públicos,  algunas se encontraban ubicadas en zonas de riesgo, y 
otras presentaban hacinamiento crítico, lo que puede estar relacionado con un alto valor 
del suelo en las zonas de recepción de la población desplazada. A las situaciones 
anteriores se suma el hecho de que “las familias desplazadas se quejan de que las 
soluciones o programas de vivienda para ellas destinadas constituyen unidades 
habitacionales extremadamente pequeñas, lo cual las hace propensas a la violencia 
intrafamiliar, el abuso sexual hacia las mujeres, y a las enfermedades infectocontagiosas 
propiciadas por las condiciones de hacinamiento en que tienen que vivir.”232 
 
 
A pesar de que parte de la población víctima del desplazamiento forzado ha accedido y 
hecho efectivo el subsidio familiar de vivienda urbana, muchos hogares desplazados, 
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más allá de mantener la vivienda (cuotas de amortización del crédito hipotecario, 
impuestos, gastos asociados a los servicios públicos) y medianamente tener un consumo 




Varias de las reflexiones que han surgido sobre la política de vivienda de interés social 
urbana para la población víctima del desplazamiento forzado, apuntan a la necesidad de 
que exista realmente en dicha política un enfoque de derechos, y por ello es necesario 
recordar lo dicho con anterioridad, ya que se deben realizar esfuerzos destinados a 
interrelacionar la formalidad de los derechos instaurada mediante normas y los 
elementos técnicos y económicos de la política pública, para que ésta constituya un 
instrumento que permita la promoción y práctica del derecho a la vivienda digna, y así se 
pueda contar con los recursos y medios necesarios para su garantía y protección. 
 
 
Así, se refleja la necesidad de reestructurar la política, considerando propuestas 
alternativas para la definición e implementación de la política de vivienda de interés social 
urbana para la población víctima del desplazamiento forzado; propuestas relacionadas 
con un hábitat adecuado y apropiadamente planificado y que requieren quitar la mirada 
exclusiva del enfoque de mercado,  para que la vivienda denominada VIS y VIP tengan el 
alcance que establece el derecho a la vivienda digna y adecuada. Lo anterior se explica 
porque ““las condiciones fijadas por el Estado para hacer efectivo el derecho 
constitucional a una vivienda digna”, es decir el estímulo a la producción de vivienda, 
continúan –paradójicamente– arrollando a la posibilidad de materializar este derecho en 
la calidad y las adecuaciones social, económica, ambiental y física de la vivienda y el 
entorno producidos y en su amplia asequibilidad.”233 
 
 
Las principales propuestas que se plantean para orientar la modalidad de acción del 
Estado desde un enfoque de derechos (en relación con los algoritmos mencionados por 
Muller), como imagen de la realidad social que se quiere intervenir, son: 
 
 
 Diagnóstico apropiado y un correcto conocimiento de los mercados considerados 
estratégicos en el sector (tierra urbanizada, construcción de vivienda, 
equipamientos y crédito). 
 Adopción de tecnologías que disminuyan costos y estimulen la vivienda 
progresiva. 
 Clasificación en estrato 1  de las viviendas de los hogares registrados oficialmente 
como desplazados (por lo menos 5 años mientras se logra la estabilización 
socioeconómica). 
 Acceso a bienes públicos-territoriales, servicios domiciliarios y equipamientos, 
armonizando las políticas de vivienda, tierras, empleo, gestión integral del hábitat, 
movilidad, ambiente, y generación de ingresos. 
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 Intervenir en los Planes de Ordenamiento Territorial -POT, para generar proyectos 
sociales de vivienda concretos para la población desplazada. 
 Optimizar los procedimientos de focalización ex-ante de la asignación de las 
viviendas a los hogares. 
 Definir mecanismos para complementar de recursos locales y nacionales para 
permitir el cierre financiero. 
 Conservar y ampliar las  condiciones de flexibilización de la oferta para la 
población desplazada (particularmente frente al subsidio). 
 Identificación de la oferta de vivienda apropiada a cada municipio que es receptor 
de población víctima del desplazamiento. 
 Caracterización concreta de las circunstancias y necesidades de la población 
víctima del desplazamiento, para definir lineamientos según las particularidades 
de la población desplazada (enfoque diferencial, aspectos socioculturales, otros). 
 Acceso a microcrédito u otras maneras de crédito de tipo cooperativo o 
equivalente, alternos al crédito bancario. 
 Mejoramiento y mayor generación de oferta de vivienda (privada, por autogestión 
o procesos asociativos). 
 Fortalecer los procesos de seguimiento e interventoría en la implementación de la 
política.  
 Fortalecer la corresponsabilidad territorial y coordinación territorial desde el orden 
nacional. 
 Priorización y asignación de recursos que tenga mayor énfasis en el gasto público 
social dirigido a la vivienda para población desplazada. 
 Contemplar las relaciones de tipo comunitario y de reconstrucción del tejido social 
en los programas de vivienda de interés social para la población desplazada. 
 Definir claramente las responsabilidades estatales en los diferentes niveles de 
gobierno. 
 Crear oferta de alojamientos transitorios que faciliten un acceso inmediato de bajo 
costo. 
 Participación de la población durante todo el proceso de construcción de las 
alternativas de vivienda. 




Así, será necesario replantear el concepto de lo público y colectivo de la vivienda bajo 
una noción de hábitat y política habitacional que supere la noción de la casa propia, 
espacio privado, patrimonio, y en últimas mercancía; para que sea posible un cambio de 
referencial la política pública de vivienda para la población desplazada, se deberá 
revindicar los componentes que favorecen la organización de  asentamientos de forma 
racional en el territorio, evitando así la segregación y estigmatización. “Este giro en el 
enfoque necesariamente nos lleva a replantear el papel del Estado tanto en sus ámbitos 
funcionales y territoriales como en el carácter y alcance de sus dispositivos 
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institucionales de intervención, así como el papel de la planeación y el ordenamiento 
territorial en conexión con los conceptos como la función social de la propiedad.”234 
Como ha sido mencionado en este trabajo, existe una relación vinculante entre la 
formulación, implementación y evaluación de las políticas públicas, y la protección de los 
derechos humanos; pero como sucede con la política pública de vivienda de interés 
social para la adquisición de vivienda por parte de la población desplazada, el derecho a 
la vivienda digna no ha logrado  ser el referencial por excelencia en el contenido y 
desarrollo de la misma; ya que muchas veces “Los criterios de estabilidad 
macroeconómica han sobrestimado el equilibrio fiscal sobre cualquier otra medida, de ahí 
que la política social se haya visualizado más como un costo que como una inversión 
para el desarrollo humano.”235 
 
 
En general se puede observar el incumplimiento en el goce efectivo del derecho a la 
vivienda digna establecido en la ley y la jurisprudencia, y considerando que la ley de 
víctimas (Ley 1448 de 2011) de manera inusual se implementa en un contexto de 
conflicto armado, se requerirá de garantías suficientes y efectivas para atender a la 
población desplazada, lo que tiene especial relevancia al considerar la política de 
vivienda ahora definida en la Ley 1537 de 2012, de desarrollo urbano y el acceso a la 
vivienda. Dados los acuerdos y desacuerdos que han surgido en el marco de la ley  de 
víctimas y las implicaciones que tiene, se plantea que en la actualidad dicha ley “corre 
riesgos similares a los que han caracterizado la implementación de la Ley 387 de 1997, 
la cual no se ha cumplido  cabalmente, después de 13 años de vigencia y de más de 7 
años de persistencia el Estado de Cosas Inconstitucional declarado por la Corte 
Constitucional mediante la Sentencia T-025 de 2004.”236 
 
 
Adicionalmente, la política pública para la población desplazada en una fase de 
posconflicto contribuiría de manera significativa a la consolidación de la paz, si se plantea 
en términos de eliminar desigualdades y deudas sociales que el Estado y la sociedad han 
permitido, esto en cuanto a situaciones negativas como la pobreza, el desarraigo y el 
destierro. En este sentido, resulta aún más contundente lo dicho por Maldonado, cuando 
afirma que “el enfoque que se debe dar al disfrute de una vivienda digna por parte de la 
población desplazada, no puede estar circunscrito a la restitución o restablecimiento de 
su situación previa o, cuando esto no se pueda lograr, a la compensación sino a medidas 
y proyectos específicos para una población en condiciones especiales de vulnerabilidad 
y, por  tanto, de protección social en el marco de la política de vivienda.”237 
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Según lo anterior, la política pública de vivienda para la población desplazada, debe 
superar la visión de construcción de vivienda como actividad económica exclusiva para la 
“reproducción del capital y su provisión como instrumento coyuntural de legitimación de 
los gobiernos”,238 superando a su vez la incoherencia entre la definición de normas que 
abogan por el derecho a la vivienda digna y prácticas de producción marcadas por el 
deterioro de la calidad, difícil acceso  e inadecuadas condiciones de habitabilidad pública 
y colectiva de las viviendas. Esto implica cambiar el referencial sustentado en el mercado 
como único modelo para la producción y provisión de vivienda para la población 
desplazada, para hacer efectivo un enfoque de derechos humanos mediante la 
“intervención del Estado no enfocada únicamente hacia el complemento del mercado, tal 
y como ocurría antes, sino dirigida a crear una nueva cultura de la integración social, 
basada en el reconocimiento recíproco.”239 
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